Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 32 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2005-2009 


Reunión celebrada el día 29 de setiembre de 2005 


(Asisten los miembros de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de 
Representantes). 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 10) 


Es para nosotros un gusto contar con la presencia de los compañeros de la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente en la Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda. 


Como ustedes saben, el artículo 293 del Presupuesto Nacional 2005-2009 menciona el Plan Quinquenal de 
Vivienda, documento que se les hizo llegar a ustedes y con relación al cual hemos recibido con fecha 27 de 
setiembre un informe firmado por la totalidad de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Sin 
duda, sería importante tener vuestra expresión con referencia al contenido de dicho informe, más allá de las 
resoluciones que oportunamente adopte esta Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda. 


Tiene la palabra el señor Presidente de la Comisión, Diputado Signorelli. 
SEÑOR SIGNORELLI.- Gracias, señor Presidente. 


Hemos enviado un documento con un informe firmado por todos los Representantes de la Comisión, al final 
del cual algunos señores Diputados firmaron con salvedades; algunas de ellas serán explicitadas el día de hoy 
y otras en el plenario. Queremos dejar en conocimiento de los señores Diputados que realmente nos hemos 
sentido muy a gusto durante el tratamiento de este Presupuesto. Han concurrido todas las delegaciones que 
considerábamos importantes para el conocimiento de este Plan quinquenal. Algunos participábamos en un 
estudio de este tipo por primera vez. Hemos recibido delegaciones gubernamentales, a funcionarios y a 
gremios que tienen que ver con este Presupuesto quinquenal. 


Vamos a leer el informe y luego de ello algunos compañeros harán algunas consideraciones, mientras que 
otras van a quedar para el plenario. Ante algunas discrepancias Y que no eran sustanciales, tratamos de ver 
con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente si las podíamos subsanar. Hasta 
el día de hoy no hemos recibido respuestas concretas. Eran diferencias en cuanto a la creación de la 
DINASA, sobre la cual hay objeciones por parte de algunos de los miembros de esta Comisión. En lo 
posible, queríamos tener un Presupuesto quinquenal que nos abarcara a todos, ya que las diferencias no eran 
sustanciales. En el plenario nos vamos a expedir sobre los distintos aspectos de este proyecto. Algunos de 
ellos, presentes en el Plan Quinquenal que envió el Gobierno, son un "racconto" de lo sucedido 
anteriormente. En este sentido, si bien hay algunos problemas y concepciones distintas sobre el Plan 
Quinquenal, hay cosas que son muy importantes y que vamos a destacar. Entre ellas está la participación de 
las Intendencias. Dos de los integrantes de nuestra Comisión somos ex Intendentes y nos pareció importante 
la inclusión de las comunas departamentales, con algunas salvedades en cuanto a cómo lo harán y las 
condiciones para participar del Plan de Nacional Viviendas contra el Fondo Nacional de Vivienda. 


El informe dice lo siguiente: "La Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, ha estudiado en 
profundidad el Plan Quinquenal de Vivienda 2005-2009 enviado en el Mensaje del Poder Ejecutivo, que 
fuera remitido por vuestra Comisión con fecha 7 de setiembre próximo pasado, el cual ha merecido las 
siguientes consideraciones.- En primer lugar, la Comisión desea dejar constancia del esfuerzo realizado por el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a los efectos de presentar la 
documentación en tiempo y forma, de manera de permitir el exhaustivo análisis de la misma para que esta 
Asesora se expida.- En segundo lugar, una vez recibido el Plan Quinquenal de Vivienda e iniciado su estudio 
por esta Comisión, se convocó a las autoridades pertinentes de modo de disponer de una instancia de trabajo 
en común, y permitir la aclaración de las dudas de los señores Legisladores.- Con relación al Plan 
Quinquenal de Vivienda presentado, se trata de un Plan flexible en función de los distintos programas que se 
adecuan a diferentes situaciones, activo por la integración de los diferentes actores sociales en su gestión y 
seguimiento, y por último, evaluable en la medida que se establecen los resultados esperados.- El Plan 
Quinquenal de Vivienda se ordena en cuatro grandes capítulos:.- En el primer capítulo se realiza un 
diagnostico de situación, referido fundamentalmente a los aspectos relativos a las acciones del Ministerio en 
materia de vivienda. Este análisis se divide en tres partes: 1.- Antecedentes en materia de vivienda: marco 
legal de referencia que le ha dado contenido a las políticas habitacionales, las modificaciones realizadas sobre 
el mismo y los anteriores Planes Quinquenales. 2.-Balance del Plan Quinquenal de Vivienda 2000-2004: 
evaluación de modalidades de producción y programas, considerando aspectos cuantitativos y cualitativos de 
los mismos.- 3.- Análisis crítico de las dificultades de la formulación de los Planes Quinquenales, 
determinando una nueva forma de planificación y gestión de los mismos, desde una concepción de carácter 
estratégico.- En el capítulo segundo se aborda el análisis de la situación de contexto en el cual se desarrollan 
las políticas habitacionales, como marco de referencia para el quinquenio 2005-2009.- El mismo presenta dos 
componentes fundamentales: 1.- Un análisis de la situación socioeconómica con base territorial, con énfasis 
en los indicadores de pobreza y desarrollo humano.- 2.- Una presentación de la situación habitacional actual 
desde una concepción más amplia que la demanda de carácter cuantitativo.- En los capítulos tres y cuatro se 
plantean los lineamientos de acción y criterios hacia una nueva política habitacional, especificando los 
objetivos, estrategias y metas del Plan Quinquenal de Vivienda.- Se trata en estos capítulos de los aspectos 
propositivos del Plan, considerado el mismo desde lo conceptual hasta lo financiero, tanto en lo que tiene que 
ver con los fondos destinados a la política habitacional como las formas y montos de inversión previstos.- 
Esta Comisión comparte los objetivos del Plan Quinquenal de Vivienda para el período 2005-2009, sobre la 
base de las siguientes consideraciones: 1.- Este Plan Quinquenal de Vivienda expresa la concepción de una 
política habitacional definida como política de Estado que trasciende una Administración. Para ello identifica 
el producto de las anteriores administraciones y sus consecuencias, así como propone los lineamientos 
básicos hacia el futuro.- 2.- Son objetivos del Plan en el marco de la situación actual: a) La inclusión e 
integración social apuntando a los sectores más vulnerables, en una articulación con otras políticas sociales.- 
b) La participación y la descentralización, promoviendo la acción de los distintos actores y generando la 
necesaria relación con los Gobiernos Departamentales.- c) Incorporar la utilización de la infraestructura y del 
equipamiento existente, evitando el vaciamiento urbano y la extensión de la informalidad.- d) Una política 
habitacional construida desde las necesidades reales.- 3.- Para el logro de las metas se incluyen las siguientes 
medidas: - Suspender el impuesto que grava a las pasividades menores equivalentes a 12 prestaciones del 
B.P.S.- - Otorgar al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la titularidad y 
disponibilidad del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, reconociendo como activos las sumas 
recaudadas y no ejecutadas por las Administraciones anteriores, así como asegurar que los niveles de 
inversión comprometidos en el Presupuesto con destino a Vivienda, no dependerán de la recaudación del 
mismo.- - Se fija una partida anual para contribuir al pago de cuotas de amortización e intereses de la cartera 
social y cooperativas del BHU..- - Se restituye la posibilidad que los Gobiernos Departamentales participen 
del financiamiento del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización para la ejecución de planes de vivienda 
municipales, con el aporte de tierras urbanizadas.- - Se crea una Comisión asesora integrada por organismo 
públicos y organizaciones sociales y gremiales, para realizar el seguimiento y asesoramiento en todos los 
temas vinculados a la ejecución del Plan.- - Se exonera del aporte unificado de la construcción a las obras que 
signifiquen ampliaciones de los Núcleos Básicos Evolutivos (NBE) realizados por el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o las Intendencias Municipales.- - Se autoriza al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a contribuir al acceso a la vivienda mediante contrato 
de alquiler para casa habitación del beneficiario y su núcleo familiar.- 4.- Son resultados esperados de la 
aplicación de este Plan Quinquenal: - El incremento en la inversión en vivienda en el período 2006-2009 en 
un 89% con relación al crédito del año 2005, alcanzando un 111% en el año 2008.- - La estimación que el 
total de soluciones y viviendas en el quinquenio alcance a un total de 83.600 beneficiarios considerando 
exclusivamente al sector público, discriminados en 22.100 nuevas viviendas y 61.500 soluciones 


habitacionales de distinto tipo.- Sobre la base de las consideraciones realizadas, esta Asesora recomienda la 
aprobación del Plan Quinquenal de Vivienda 2005-2009 enviado en el Mensaje del Poder Ejecutivo". 


Firman este informe todos los integrantes de la Comisión. 


SEÑOR MAZZULO.- Quisiera hacer un pequeño análisis del Plan Quinquenal de Vivienda que 
tuvimos a estudio, por el cual esta Comisión ha trabajado mucho y bien, como recién detalló el 
Presidente de la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. 


Nosotros lo votamos, pero con algunas salvedades que hoy expondremos acá y después en el plenario. 
Creemos que en este Plan Quinquenal de Vivienda hay muchas cosas para analizar, pero no se detalla cómo 
se van a llevar a cabo. El cumplimiento de este Plan está basado, mayoritariamente, en la reforma tributaria. 
Si uno lo lee detenidamente, advierte que muchísimos aspectos están basados en la reforma tributaria, que 
desconocemos. 


Creo que este Plan Quinquenal de Vivienda está cargado de buenas intenciones -nosotros trabajamos mucho 
con el señor Subsecretario, con Directores y asesores-, pero todo queda sujeto a algo que va a venir, que se 
llama reforma tributaria. Hay que recordar que en otros Ministerios también hay realizaciones basadas en lo 
mismo; entonces, no sabemos cómo se va a repartir la torta. 


Ante la propuesta incorporada en el proyecto de ley presupuestal 2005-2009, concretamente en el 

artículo 287, sobre la creación de la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento, DINASA, en la Secretaría 
General del Ministerio, quisiera dejar sentado -al igual que lo hice en la Comisión y frente a las autoridades 
del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente-, que el Partido Nacional no estuvo 
de acuerdo. La Dirección Nacional de Hidrografía, que es la que ejerce las competencias vinculadas a la 
gestión de agua -salvo en lo que se refiere a la calidad- y que fue transferida al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con la creación de la DINASA, en lugar de fortalecer su 
estructura, se debilita. Se trata de una herramienta que ya está consolidada y respetada por los usuarios de 
todo el país. Lo puedo decir con propiedad porque he visto el trabajo de las diferentes áreas en las comisiones 
regionales de los distintos departamentos. Por lo tanto, nos opusimos a la creación de la DINASA. 


Además, la DINASA se crea como si hubiera una situación de emergencia, en forma unilateral, sin la 
asignación de recursos adicionales para un rol tan importante como el que tiene que cumplir y sin algo que 
nos gusta tanto a nosotros, que es la participación de la sociedad civil. No sabemos los recursos ni el material 
que se van a destinar a la DINASA. No sabemos qué recursos humanos y qué parte económica va a ir a la 
DINASA. Lo que sí nos quedó claro es que hay una superposición de roles y competencias en la gestión del 
agua, porque van a existir la URSEA, la OSE, la DINASA y la GOTASA. Por estos motivos el Partido no 
estuvo de acuerdo y en el plenario va a hacer una ampliación de estos artículos con los que está en 
discrepancia. 


En otros artículos se establece la suspensión del aporte a los pasivos al IRP y al Fondo Nacional de Vivienda 
y Urbanización, aunque es mínimo. El arquitecto Altamirano dijo que se suspendía porque había dinero 
suficiente para construir viviendas. Por lo tanto, se va a gastar ese dinero y después se vuelve a fijar el 
impuesto. Inclusive, dijo que había 10.000 pasivos que estaban esperando una solución habitacional. 
Entonces, uno se pregunta por qué no empezamos a construir y a proyectar para dar utilidad a esos fondos. 
Esta fue una de las preguntas que se hizo en la Comisión y que no fue contestada con contundencia y que 
también ampliaremos en el plenario. 


El artículo 310, relativo al traspaso de fondos hacia el Banco Hipotecario del Uruguay, no establece 
claramente cómo van a ser otorgados los subsidios para la permanencia de los deudores en las viviendas, ni si 
se van a otorgar estímulos o incentivos mayores para los buenos pagadores de los préstamos. Lo que más nos 
preocupa -quiero que pongan atención en esto- es que en ningún artículo del Presupuesto se menciona la 
reestructura necesaria y urgente que requiere el Banco Hipotecario del Uruguay, porque todos somos 
conscientes de las dificultades que está pasando. 


El artículo 305 nos parece grave -esto lo planteé ante los Directores del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y se discutió en la propia Comisión-, al establecer que se 
consagra la posibilidad de la rescisión administrativa en contratos de compra u ocupación por problemas de 


convivencia de grupos familiares en el entorno social. Se constata por vía administrativa. Es cierto que no 
están incluidas las cooperativas y, además -y está bien-, un asistente social tiene la potestad de generar esa 
rescisión, pero consideramos que se viola el principio de igualdad. En la Comisión los Directores del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente me contestaron que el que tenía la 
última palabra era el Poder Judicial, tal como se establecía al final del articulado, pero consideramos que no 
queda claro. Hice las consultas correspondientes para saber si yo tenía razón, pero tampoco me quedó claro. 
Lo que sí está claro es que se consagra la posibilidad de la rescisión administrativa. Inclusive, si se constata 
que una persona crea disturbios y es denunciada por la asistente social, de inmediato se produce la rescisión 
administrativa del contrato. 


En definitiva, creo que hay buena intención en el Ministerio. Uno que ha trabajado durante muchos años en 
una Intendencia y ha visto los planes, sabe que se ha trabajado en este proyecto, pero evidentemente el 
Ministerio se ha encontrado con la imposibilidad de saber cómo va a conseguir los recursos para llevar 
adelante los proyectos que están plasmados en el Plan Quinquenal 2005-2009. Reitero que muchas de las 
buenas intenciones que figuran aquí van a ser cumplidas siempre y cuando la reforma tributaria contemple al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para que pueda hacer realidad el trabajo 
de los técnicos, que se esforzaron mucho. 


Nos quedaron muchas dudas, pero haremos las constancias correspondientes en su momento en el plenario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, escucharemos a los miembros de la Comisión de Vivienda, 
Territorio y Medio Ambiente, pero nuestra intención era recibir los planteamientos vinculados al Plan 
Quinquenal de Vivienda. Por lo tanto, todo lo que tiene que ver con el resto del articulado del 
Presupuesto lo considerará en su oportunidad esta Comisión y en el plenario tendremos tiempo de 
analizarlo. Por tratarse nada menos que de colegas, no tenemos inconveniente en escuchar sus 
planteamientos, pero quiero dejar esta constancia porque como Presidente estaría violando el 
Reglamento, ya que el tratamiento en esta oportunidad debe ceñirse pura y exclusivamente al Plan 
Quinquenal. 


SEÑOR MAZZULO.- Pido disculpas, señor Presidente. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está disculpado, señor Diputado. 


SEÑOR PATRONE.- En nombre de la bancada del Gobierno, expresaremos sintéticamente nuestra 
opinión favorable acerca de este Plan Quinquenal. A la vez, queremos comentar que el trabajo en la 
Comisión ha tenido -obviamente, con los matices que corresponden a distintas visiones- un tratamiento 
amplio, generoso y consciente de lo que representa este Plan Quinquenal presentado por el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En principio, una de las características fundamentales de este Plan es que es abierto y flexible, quizás sea lo 
contrario de aquel plan que lleva hasta las últimas consecuencias las definiciones, aportando en esos casos 
cierta rigidez e inflexibilidad. Por eso, mucho de lo que podría interpretarse como una crítica, es parte de esta 
planificación, que está basada en una concepción estratégica de observar el problema a lo largo del desarrollo 
del quinquenio y, por lo tanto, no especifica los detalles de instrumentación, sino que establece los resultados 
esperados, motivo por el cual muchas veces los instrumentos, o las herramientas aplicables para obtener estos 
resultados, pueden variar en el tiempo. 


En general, los planes de vivienda siempre han estado vinculados a los recursos y se basaron en la centralidad 
del trabajo. Es decir, el origen de los aportes para los planes de viviendas proviene de los trabajadores y de 
los pasivos. La crisis ha provocado un descenso muy notorio en la obtención de estos recursos. Por lo tanto, 
este Plan busca independizar esta recaudación del Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización para buscar la 
consecución de los objetivos planteados, independientemente de la recaudación. Este es un aspecto central e 
importante del Plan, por cuanto no solo se incorporan como activos los recursos del Fondo Nacional de 
Vivienda y Urbanización y se prevé que sean administrados por el Ministerio, sino que a su vez se despega la 
recaudación del Fondo. El Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización es regresivo, procíclico, segmentado, 
ineficiente e inequitativo. Estas son las características actuales del Fondo, que se piensan revertir a partir de 
que su administración pase al Ministerio. Es una situación novedosa porque el divorcio entre el Fondo y 


dónde se depositaba, quién lo administraba y qué autoridades deberían ejecutarlo, conspiraba contra su 
ejecución. Por eso, se han acumulado deudas que en este Plan Quinquenal y en este quinquenio se piensan 
solucionar recuperándose estos valores año a año, independientemente de la recaudación del Fondo. 


Es importante tener presente que las tres cuartas partes de los recursos de esta Administración están 
comprometidos por la anterior. Quiere decir que el 75% de los recursos de este Plan Quinquenal están 
comprometidos para realizar los programas que ya fueron firmados y no fueron ejecutados, y que este 
Gobierno se compromete a realizar. Por esa razón, en el informe que leyó el Presidente de la Comisión se 
habla de una política de Estado, no porque la hayamos inventado sino porque asumimos, inclusive, los 
compromisos adquiridos por la Administración anterior. Es decir: este Plan no empieza de cero, sino que trata 
de no cortar un hilo, y sí establece las pautas y los lineamientos que quizás puedan ser aplicables en el futuro. 
Es más probable que el Plan Quinquenal y sus lineamientos empiecen a desarrollarse en la próxima 
Administración que en esta, debido a este compromiso con los recursos que operan como una restricción. 


Por otra parte, son notorias -como lo señaló el señor Diputado Mazzulo- las dificultades en la recuperación y 
en las gestiones de cobro vinculadas con el financiamiento de la vivienda. Las dificultades actuales del Banco 
Hipotecario del Uruguay no están incluidas ni son materia de este Plan Quinquenal; en todo caso, 
corresponderá al Parlamento decidir todo lo que tenga que ver con el Banco Hipotecario. No obstante, este 
Plan Quinquenal de alguna manera ha asumido el financiamiento, los subsidios y un montón de programas, 
instrumentos y herramientas que contribuirán a la obtención de las metas previstas. 


Asimismo, el problema fundamental en materia habitacional no es la demanda, sino lo que ya se ha 
construido. El grave problema que hoy tiene el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente es, precisamente, la demanda de los habitantes de los conjuntos y programas ya entregados. En 
efecto, los vicios constructivos y las dificultades para obtener la titularidad de las viviendas y de los terrenos 
debido a problemas legales con las empresas y con las Intendencias, constituyen un cúmulo de problemas, 
que nos indican que no es tanta la demanda habitacional, que igualmente atenderemos a través del sistema 
público para que se logre construir en este quinquenio 22.300 viviendas, como se ha previsto, a las que 
debemos agregar las que incorpore el sector privado. Pero el espíritu de lo que decía recién refiere, 
precisamente, al hecho de que estas dificultades -producto de esta demanda derivada de lo que se ha 
entregado- hacen que se tenga que poner énfasis en programas y en el desarrollo de instrumentos para atender 
lo que se llama otro tipo de solución habitacional, que va desde la recuperación de viviendas, unidades 
vacías, conjuntos habitacionales vacíos, hasta la atención de los vicios constructivos y los defectos que 
estamos señalando, en la medida en que prácticamente deja fuera de uso determinada cantidad de unidades 
habitacionales que, por cierto, es importante. Es por estas razones que expresamos nuestro acuerdo -todos 
fuimos contestes con el espíritu y la posibilidad que ofrece este Plan Quinquenal-, haciendo algunas 
precisiones instrumentales, aspectos que muchas veces, al considerarlos en mayor grado de reglamentación 
de los Programas, nos hace pensar acerca de si debieran o no figurar en una Ley de Presupuestos. Estos son 
los elementos que luego, en el plenario, tendremos oportunidad de discutir. 


Consideramos que este Plan, formulado con esta concepción y esta característica de apertura, flexibilidad, 
evaluabilidad, y teniendo en cuenta los resultados esperados, las metas y la estrategia, realmente cumple con 
los objetivos que nos plantea la Constitución de la República, que en su artículo 45 establece a la vivienda 
como un derecho de todos los ciudadanos. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Expresamos que íbamos a ser muy escuetos en nuestras manifestaciones y así 
lo haremos. 


Compartimos en gran parte lo que ha dicho el señor Diputado Patrone. Tenemos diferencias en algunos 
aspectos, lo que reflejaremos en el momento oportuno, pero queremos dejar muy en claro para los demás 
integrantes de la Comisión que cuando precisamos información, tanto del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente como de sus diferentes Direcciones, DINOT, DINAVI, Banco 
Hipotecario, y también de los Directores del PIAL, de MEVIR, etcétera, siempre nos fue puesta a disposición. 
Concurrieron a nuestra Comisión con prontitud y eso permitió que esta pudiera trabajar en forma muy 
cómoda y con todos los elementos a los que aquí han hecho referencia los señores Diptuados Mazzulo y 
Patrone. 


Con este informe hemos concluido una tarea que ha sido gratificante para todos; así lo hemos manifestado 
todos los integrantes de la Comisión, quienes intentamos llevar adelante el trabajo de la mejor manera 
posible, tratando de contrarrestar las limitaciones que tenemos por no ser especialistas en el tema y haber 
recurrido al asesoramiento correspondiente. 


La Comisión actuó con el máximo de flexibilidad en la redacción del documento que entregamos al señor 
Presidente y a esta Comisión, a fin de que pudiéramos firmarlo todos con absoluta tranquilidad. Cuando se 
empiece a votar en el plenario, haremos las aclaraciones pertinentes sobre algunos aspectos, que 
consideramos van a ser un aporte a la Comisión, teniendo en cuenta principalmente lo que ha dicho el señor 
Diputado Mazzulo y otros aspectos que no corresponde en estos momentos mencionar; reitero que haremos 
las aclaraciones en su momento en el plenario o previamente se las trasmitiremos a quienes nos representan 
en esta Comisión para que obren en su conocimiento la semana que viene se aborde la discusión artículo por 
artículo del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero decir que en otras instancias presupuestales no 
siempre llegó en fecha el informe de la Comisión de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, lo que es para nosotros muy importante por la tarea que, como ustedes saben, tiene esta 
Comisión. 


En segundo término, destaco lo pormenorizado de él, lo que en su momento nos permitirá adoptar la 


resolución que corresponda en el seno de la Comisión, más allá del profundo análisis que realizaremos en el 
plenario de la Cámara de Representantes dentro de muy pocos días. 


SEÑOR GAMOU.- Comparto lo que acaba de decir el señor Presidente y creo que sería bueno que el 
día que tratemos los artículos que refieren a la DINASA y a la COTASA estuviera presente el señor 
Diputado Mazzulo. Creo que si los discutimos y él está presente podrán ser evacuadas algunas de sus 
dudas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos por la tarea desempeñaron. 


Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 9 y 57) 
———C ontinúa la sesión. 


(Es la hora 10 y 41) 


(Ingresa a Sala el equipo económico 


La Comisión de Presupuestos, integrada con la de Hacienda saluda al equipo económico, 
integrado por el señor Subsecretario de Economía y Finanzas, economista Mario Bergara, el Jefe de la 
Asesoría Macroeconómica, economista Fernando Lorenzo, la Asesora del Ministerio de Economía y 
Finanzas, contadora Susana Díaz, el Contador General, contador Ariel Rodríguez Machado, el Asesor 
de la Asesoría Macroeconómica, economista Michael Borchardt, el Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, economista Carlos Viera -quien llegará más tarde-, el Subdirector, 
contador Daniel Aníbal Mesa, y la Asesora, contadora Gabriela Romero. 


De acuerdo con la citación y con lo que dispuso esta Comisión, quedó pendiente analizar el Inciso 21, 
"Subsidios y Subvenciones", Inciso 23, "Partidas a Reaplicar", y el Inciso 24, "Diversos Créditos". 


Además, habíamos trasmitido al señor Subsecretario de Economía y Finanzas algunas inquietudes que 
surgieron en el seno de la Comisión. Una de ellas refiere al artículo 357, sobre subsidios y subvenciones; la 
segunda tiene que ver con la visita que realizó en el día de ayer el Directorio del INAU y sus asesores, 
cuando nos advirtieron que había una diferencia con relación al artículo 352; queremos una aclaración al 
respecto. La tercera inquietud refiere al artículo 116, relativo a la Dirección General de Aduanas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El Inciso 21se inicia con el artículo 357, 
que es uno de los puntos de preocupación que se manifestaba. Este artículo debe analizarse en 
conjunto con el artículo 361. 


En el artículo 357 se retoma la lógica de subsidios y subvenciones que están contenidos en los artículos 432 y 
433 de la Ley de Presupuesto del año 2001, y está diseñado de la siguiente manera. Se conformó un monto 
global de $ 16:904.095 para todo un listado potencial de organizaciones a recibir subsidios y subvenciones. 
Algunas de las organizaciones que estaban en los artículos 432 y 433 fueron incluidas en el listado que está 
detallado por institución en el artículo 361. 


Nos han planteado la inquietud con respecto al artículo 357 de que esta partida global de $ 16:904.095 
pudiera estar, a su vez, a nivel de la ley, abierta en función de las distintas organizaciones involucradas para 
evitar problemas por ese lado. No vemos inconvenientes en ese sentido, en la medida en que apuntemos 
también a resolver elementos operativos que se han visto en las Administraciones anteriores en cuanto a que 
algunas organizaciones han utilizado el subsidio y otras no, y en cuanto a lo que se ha llamado rendiciones de 
cuentas, que en realidad han sido un tipo de rendición operativa, pero no han contado con ningún tipo de 
evaluación. Por lo tanto, no hay una clara visión de si los subsidios y las subvenciones efectivamente están 
teniendo el impacto que el legislador procuró con la aprobación de esos artículos. Por eso, no vemos 
inconvenientes en que en este artículo haya una apertura fina de las distintas organizaciones. 


Vamos a dejar a disposición de la Comisión un listado de las organizaciones involucradas en el cual se basa 
esta partida global de $ 16:904.095, y los montos propuestos que, obviamente, están en consonancia con lo 
que se había transferido en los años anteriores. Nos parece importante mantener la lógica contenida en el 
segundo inciso del artículo, precisamente, a la luz de superar estos problemas de analizar el impacto de estos 
subsidios. 


No tenemos problemas en que el Cuerpo legislativo analice el listado de las distintas organizaciones y los 
montos -obviamente, también tendrá la libertad de modificar esos montos; nuestra intención, por supuesto, es 
no sobrepasar la partida global de $ 16:904.095-, pero nos gustaría que se mantuviera la lógica del 

inciso segundo, donde se procura un mecanismo de evaluación correspondiente a los Incisos del Poder 
Ejecutivo que estén relacionados con cada una de las organizaciones que reciben subsidios y subvenciones. 
Obviamente, también debe mantenerse la derogación del inciso cuarto de los artículos 432 y 433 de la ley 
anterior. 


Voy a acercar al Presidente de la Comisión una copia de todo el listado. En la medida en que este Cuerpo 
entienda conveniente trabajar en torno a ese material y que la partida global no sobrepase lo planteado en el 
artículo 357, no tendríamos inconveniente. 


SEÑOR ASTI.- Si hubiera algún cambio, no se podría mantener el inciso tercero. 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Exactamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo a los señores Diputados que se está fotocopiando la propuesta del 
Poder Ejecutivo para ser distribuida de inmediato. 


SEÑOR GANDINI.- ¿La propuesta que se va a distribuir es para el Presupuesto para los cinco años, 
con los controles o evaluaciones que se hagan, o es para el año 2006? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El monto está estimado para el año 
2006, pero se trata de una partida anual que mantiene el mismo globo. 


En la lógica que habíamos manejado no se incluía el listado asignando organización monto porque eso se 
podía modificar a medida que las evaluaciones fueran en una dirección u otra, pero si el Cuerpo legislativo 
entiende conveniente asignar montos específicos a cada organización, no tenemos problema; pero reitero que 
nos gustaría mantener la lógica de las evaluaciones. Eventualmente, eso se podría readecuar en función de las 
evaluaciones a la luz de las rendiciones de cuentas posteriores. 


SEÑOR GANDINI.- El Ministerio de Economía y Finanzas nos ahorra una importante discusión con 
respecto a este punto, en tanto ha recogido el espíritu de lo que se venía manejando como dificultad en 
la formulación de este artículo; nos parece bien. Habría que establecer y mantener la lógica Y tomo la 
expresión, del segundo inciso, aunque no necesariamente el texto. Lo que me parece dificultoso es 
decir a las organizaciones que cada año se verá si al siguiente tienen esos recursos, porque eso les da 
una inestabilidad importante a la hora de contraer obligaciones que son de largo plazo. 


Deberíamos buscar una redacción apropiada, que expresara que el Poder Ejecutivo analizará anualmente si 
esos recursos se destinaron a donde correspondía, más allá de la Rendición de Cuentas y de que la 
contabilidad esté bien hecha, y que la eventual reasignación que pudiera surgir de un año a otro pasara por las 
rendiciones de cuentas en el Parlamento. Quiere decir que si de esa masa total de dinero hay un saldo Y en 
tanto algunas organizaciones lo perdieron porque cerraron o no cumplieron los requisitos% no es el Ejecutivo 
el que reasigna -como era la lógica de la primera redacción, sino que Rendición tras Rendición esa partida 
destinada a los subsidios será reasignada a otros organismos. 


Si logramos un articulado que mantenga la Rendición de Cuentas anual y la verificación por parte del 
Ministerio de que el destino ha sido el correcto, estaríamos todos de acuerdo con una redacción que mantenga 
la partida por institución, dando la tranquilidad a cada uno de que si cumple, la tendrá todos los años. 


SEÑOR ASTI.- No comparto totalmente la formulación que hace el Diputado Gandini, porque no es 
bueno para las instituciones saber que si siguen haciendo lo mismo, tendrán la misma partida, ya que 
no se está midiendo, como dice el inciso segundo, el impacto social de esa contribución del Estado y de 
la sociedad toda. Sí debe evaluarse; no debe ser una cuota preestablecida, sino que debe estar en 
función del cumplimiento de los objetivos y de la medición del impacto social. Al analizar la 
distribución que tenían los artículos 432 y 433 del Presupuesto del 2001, no puedo tener directamente 
la medición del impacto social. En cuanto al informe de los Incisos referidos a las diferentes áreas a las 
cuales estas instituciones aportan su trabajo en sectores sociales críticos, es importante que estén en 
conocimiento de que ellos pueden hacer la evaluación, que podrá venir o no en las Rendiciones de 


Cuentas. Se puede incorporar como control legislativo. 


SEÑOR YANES.- La presencia en esta Comisión de la Ministra de Salud Pública en su momento y la 
del Instituto del Niño y el Adolescente en el día de ayer, nos demuestra que el Estado va a hacer 
esfuerzos en distintas áreas para mejorar el funcionamiento que ha tenido hasta ahora. Me parece 
bueno que se proponga hacer una evaluación y que no pase solo por una cuestión contable y de 
cumplimiento de metas, sino también % si es necesario% por verificar si es necesario que el Estado siga 
subsidiando áreas que han mejorado su funcionamiento y, entonces, las organizaciones no tienen por 
qué estar haciendo la tarea. De la lista que tenemos y de los mecanismos a los que estamos 
acostumbrados, surge que esto está como congelado: empezamos a subsidiar una comisión honoraria y 
lo seguimos haciendo por los siglos de los siglos. Tengo la impresión de que la evaluación del Poder 
Ejecutivo genera movilidad; cuando digo Poder Ejecutivo me refiero a los distintos Ministerios y áreas 
que aconsejan. Si actualmente existe una comisión honoraria o una ONG que se hace cargo de niños 
autistas y, a su vez, el Ministerio de Salud Pública o el sistema educativo de nuestro país abarcan esa 
área, tal vez pierda validez seguir subsidiando. 


Como hasta ahora hemos visto que los subsidios se dan y quedan congelados en el tiempo, tal vez haya que 
hacer algunos ajustes en la redacción -como planteaba el señor Diputado Gandini-, pero no tanto como para 
cambiar el objetivo de este mecanismo, como decía el señor Diputado Asti. No solo se trata de fiscalizar a 
dónde van los recursos, sino también de analizar si el Estado tiene que seguir subsidiando o se está haciendo 
cargo directamente, para no seguir gastando por dos lados y tener la posibilidad de movilizar los recursos. 


Vamos a analizar este planillado a partir de los pedidos que se nos han hecho en Comisión, donde se han 
formulado argumentos para reforzar algunas partidas. También revisaremos si es necesario seguir financiando 
alguna de las instituciones que figuraban. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- En líneas generales, compartimos este listado, que sería para el año 
2006. Cada año, de acuerdo con las evaluaciones, el Poder Ejecutivo enviará en la Rendición de 
Cuentas el nuevo listado y el Parlamento podrá aceptarlo o cambiarlo. 


Pienso que lo único que tendríamos que agregar a la redacción es un mecanismo para que, si algún año no 
hubiera Rendición de Cuentas -puede ocurrir, todo cambia en este mundo, aunque sabemos que el año que 
viene va a haber, porque está muy comprometida-, rigiese lo del año anterior. Hago este comentario para que 
el Poder Ejecutivo nos diga si se opone o no a esta medida. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos en sintonía con esa lógica; la 
intención no es que el Poder Ejecutivo necesariamente sea el que determine esto. Me parece 
absolutamente correcto el mecanismo de proponer a través de las Rendiciones de Cuentas eventuales 
modificaciones, en función de las evaluaciones. No obstante, reitero la necesidad de la derogación del 
último inciso. 


Hemos entregado a la Presidencia de la Comisión el listado que sustenta estos $ 16:900.000. Voy a hacer un 
paréntesis en mi exposición porque en la dinámica de sacar las fotocopias ya les entregaron las dos hojas que 
íbamos a distribuir. Entonces, quiero decirles que en la otra hoja que les entregaron figura la apertura de los 
rubros presupuestales del Ministerio de Economía y Finanzas que habíamos quedado comprometidos en 
entregarles cuando asistió el Inciso 5. De esta manera, estamos cumpliendo con la solicitud hecha 
oportunamente con respecto a la apertura por Unidad Ejecutora de los rubros presupuestales de las distintas 
unidades del Ministerio de Economía y Finanzas. 


El artículo 358 recoge partidas anuales a transferir a diversos organismos. Básicamente, se ha seguido un 
criterio en función de las transferencias de caja de los últimos períodos. Como es obvio, algunos organismos 
van a ser analizados en términos de cuál será su futuro, ya que hay mucha incertidumbre con respecto a cómo 
se van a organizar y cuáles serán sus necesidades financieras. Por lo tanto, se entendió conveniente no 
innovar en esta instancia presupuestal con relación a los montos a transferir a PLUNA, Administración 
Nacional de Correos, AFE y Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. Aquí figuran los montos que recoge 
la historia reciente de las transferencias de caja a estos organismos. 


Además, el caso de la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande está ligado al artículo 359, que autoriza a la 
delegación uruguaya a percibir de la UTE una comisión por administración. Esto complementa las 
necesidades financieras de la delegación uruguaya de la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, 
comprometida en convenios preexistentes en el marco de la relación binacional con Argentina. Este artículo 
recoge el segundo inciso del artículo 441 de la Ley de Presupuesto del año 2001. Como obviamente el primer 
inciso del artículo 441 va a perder vigencia, nos pareció de prolijidad y de técnica legislativa explicitar que se 
mantendría el segundo inciso. 


Por lo tanto, debe pensarse que las necesidades financieras de la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande 
van a ser cubiertas tanto con las partidas fijadas en el artículo 358 como con la comisión por administración 
que UTE abonará a esa Comisión. Reitero que esto no implica una innovación, sino mantener el actual 
funcionamiento operativo. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a referirme nuevamente a una cuestión que planteé en 
presencia del señor Ministro de Relaciones Exteriores, que tiene que ver con las transferencias a la 
Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. En virtud de que el señor Subsecretario habló de ser prolijos 
con el articulado y en la presentación que se hace de este tema, debo decir que mi interpretación es 
distinta. Creo que reiteradamente se ha cometido un error en los Presupuestos. La referencia que se 
hace al Presupuesto anterior no es correcta, porque lo que allí se establece es un error que en este caso 
se repite y que se podría corregir. Digo esto porque lo que Uruguay tiene acordado con Argentina a 
través de las Notas Reversales es una partida única que no depende de ninguna otra cuestión ni está 
vinculada al volumen de generación eléctrica por país. Lo que Uruguay acordó con la República 
Argentina a través de la última Nota Reversal, de fecha 3 de junio de 1994, fue que los Estados 
financiarán con US$ 18:000.000 el funcionamiento del organismo binacional. Obviamente, la partida 
de $ 149:000.000 que asigna el Ministerio no cumple con el monto acordado entre Uruguay y 
Argentina. 


También se hace referencia a una comisión por administración que la delegación uruguaya va a recibir de la 
UTE. En la última Nota Reversal firmada por ambos Estados se quitó cualquier referencia a la generación 
eléctrica y a la administración de la energía que se genera en Salto Grande, para asignar una partida única. 


Planteé este tema el otro día, pero creo que se me malinterpretó porque se señaló que había una adjudicación 
de recursos a la Comisión. Creo que la adjudicación de recursos debe ser al organismo y no a la delegación 
uruguaya. No sé si en esta oportunidad se entiende lo que quiero plantear. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sí, pero creo que al análisis habría que 
agregar el hecho de que la comisión la va a fijar el Poder Ejecutivo. La idea es completar los 
compromisos que el país tiene en ese sentido. Efectivamente, la partida predeterminada en el 
artículo 358 no cubre la totalidad de esos compromisos, por eso está previsto complementarlos a través 
de esta vía. Reitero que esta comisión la va a fijar anualmente el Poder Ejecutivo, en función de los 
compromisos preexistentes en la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande. 


SEÑOR POSADA.- En este tema, de alguna manera volvemos nuevamente a una discusión o polémica 
que se planteó cuando estuvo presente el señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


Tiene razón el señor Diputado José Carlos Cardoso en cuanto a que existen las Notas Reversales que nos 
obligarían a realizar esos aportes. También recordábamos el otro día que el cambio que se operó en materia 
presupuestal fue en razón de los excesos que hubo en la gestión de la delegación uruguaya ante la Comisión 
Técnica Mixta de Salto Grande, que representaron un uso discrecional de esa partida. En realidad, de lo que 
cada país se compromete a entregar al organismo a través de las Notas Reversales, en los hechos, cada 
delegación termina administrando la parte propuesta por su país. Ello determina un uso y gestión de esos 
dineros públicos que % todos recordamos%4 terminó siendo bastante infeliz. Esa situación Y que inclusive dio 
lugar a la creación de una Comisión Investigadora, a partir de una denuncia que planteamos en el seno del 
Parlamento determinó que el Poder Ejecutivo estableciera una partida en el Presupuesto que se aprobó en 
1996. Obviamente, esto no cumple con lo establecido en las Notas Reversales. Creo que también sería un 
disparate que la Comisión que se prevé completara lo que está previsto en las Notas Reversales. Supongo que 
la idea es que haya una Comisión que complemente el presupuesto de la delegación uruguaya en la Comisión 
Técnica Mixta de Salto Grande, pero de ninguna manera podrá llegar a los montos establecidos en las Notas 
Reversales. 


En lo que sí estoy de acuerdo con el señor Diputado José Carlos Cardoso es en que, en todo caso, vista la 
experiencia uruguaya % no sé cuál será la de Argentina% debería tratarse de modificar lo establecido en las 
Notas Reversales para que el sistema de adjudicación de los gastos de funcionamiento fuera distinto. En este 
caso, me parece más razonable lo que ha hecho Uruguay estableciendo directamente, a través de la vía 
presupuestaria, los recursos para el funcionamiento de la delegación uruguaya ante la Comisión Técnica 
Mixta. Desde ese punto de vista, concordamos con lo que está expresado en el Presupuesto que mantiene, 
reitero, lo que se introdujo como una innovación a partir del Presupuesto aprobado en 1996. 


SEÑOR ASTI.- Me alegro de que el señor Diputado Posada me antecediera en el uso de la palabra, 
porque yo me quería referir a todo el artículo 358 y, en particular, la observación que él realizaba 
reafirma algo que creo absolutamente necesario: incluir algún condicionamiento para estas partidas 
anuales. En el artículo 361 hay una redacción que podríamos tomar y dice: "Las citadas partidas 
estarán condicionadas, a partir del año 2007 en adelante, a la suscripción de un compromiso de gestión 
[...]'". Creo que lo que acaba de decir el señor Diputado en cuanto a la delegación y los oscuros 
antecedentes en este tema deberían determinar un control mucho más exacto y periódico del tema, 
complementado % como en el caso de otras organizaciones con compromisos de gestión que permitan 
evaluar la forma en que cada una de las unidades ejecutoras pueden contribuir al logro de los objetivos 
a los que todos aspiramos. Para ello sugeriría una redacción muy similar a la que tiene el párrafo final 
del artículo 361, que da la posibilidad de evaluar el cumplimiento de las pautas establecidas en los 
compromisos que cada una de las organizaciones mantenga. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Agradezco al señor Diputado Posada 
que haya corregido lo que pudo ser un error de interpretación de mi parte en cuanto hasta dónde se 
pretende llegar con la Comisión de Administración de UTE. Es, efectivamente, en los términos en que 
él planteó y le agradezco su corrección. 


También estoy de acuerdo con lo planteado con el señor Diputado Asti en cuanto a la conveniencia de 
mantener un criterio lógico, en este caso, como en todos los del Presupuesto en los que hay partidas de 


transferencia de la sociedad a organizaciones públicas o privadas. En esos casos debe haber transparencia y 
compromisos de gestión y, por lo tanto, sería conveniente incorporar la misma lógica del artículo 361. 


En el artículo 360 lo que se hace es registrar desde el punto de vista presupuestal un compromiso ya 
incorporado en la Ley_N* 17.792 por la que se crea el Instituto Pasteur y se comprometen € 500.000 anuales, 
aparte de los montos ya aportados para el desarrollo de ese proyecto tan importante. 


SEÑOR TROBO.- Los recursos que Uruguay destina a la construcción y funcionamiento del Instituto 
Pasteur, ¿son el resultado de un programa de conversión de deuda que tenemos con el Gobierno de 
Francia? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Parcialmente. También está prevista en 
la propia ley de creación del Instituto Pasteur que, además de un aporte inicial Y que, si mal no 
recuerdo, era de US$ 1:000.000% el Estado uruguayo se comprometía a aportar € 500.000 euros 
anuales en todo el proceso de construcción y desarrollo del proyecto de la Fundación Instituto Pasteur. 
Este artículo implementa la regularización presupuestal para el quinquenio del aporte que, en el marco 
del acuerdo del Instituto Pasteur, involucraba conversión de deuda con Francia; en definitiva, 
regulariza la disponibilidad presupuestal para el quinquenio de los € 500.000 anuales comprometidos 
en la ley. 


SEÑOR TROBO.- Quisiera saber cuánto de lo que Uruguay tiene que pagar al Gobierno de Francia 
por su deuda va destinado al financiamiento del Instituto Pasteur. 


Hago esta pregunta porque, si bien este tema no está incluido en el Presupuesto, es importante desde el punto 
de vista de los recursos para el desarrollo de inversiones. Estamos hablando de una inversión con recursos 
públicos. El Uruguay en vez de pagar su deuda con Francia, deposita el dinero en una cuenta en el Banco 
Central que se destina a las obras del Instituto Pasteur. Ese es el sistema que el Gobierno de Francia admitió 
para que un dinero que le corresponde cobrar sea destinado a una obra en que está de acuerdo. Este sistema 
de conversión de deuda también existe para una deuda del Uruguay con el Gobierno de España que, según 
tengo entendido, apenas está operativo en la proyección de un par de obras de saneamiento en los 
departamentos de San José y Canelones. Me gustaría saber cuál es la deuda en el caso de Francia y cuánto se 
ha acreditado a la cuenta especial que hay en el Banco Central. Del mismo modo, quisiera saber cuál es la 
deuda con España, cuánto se ha acreditado y si se ha ejecutado contra esos recursos algunas obras. 


Tengo entendido que hay alguna diferencia de opinión entre el Ministerio de Economía y Finanzas y los 
eventuales beneficiarios de esas inversiones respecto a la forma en que se deben asentar. Eso está demorando 
la posibilidad de que con un dinero que está en el Banco Central -que ya podría utilizarse- se realicen obras 
que sin duda son importantes para distintos puntos del país. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Voy a tratar de remitirme a los aspectos 
que hacen efectivamente al artículo 360 del proyecto de ley de Presupuesto. Hay alguna información 
que solicita el señor Diputado Trobo que nosotros no tenemos aquí, porque hoy no preveíamos 
conversar sobre eso. 


Efectivamente, la ley que funda el Instituto Pasteur en Uruguay autoriza al Poder Ejecutivo a celebrar un 
convenio de conversión de parte de los pagos de los servicios de deuda con el Estado francés por un monto 
mínimo de € 5:000.000, que se destinará como aporte a la Fundación. A su vez, el artículo 8” autorizaba al 
Poder Ejecutivo a transferir US$ 1:000.000 en el año 2004 -lo que se hizo- y establecía que el Poder 
Ejecutivo propondría en la próxima instancia presupuestal la previsión de los aportes a la Fundación a partir 
del Ejercicio 2005 -que es lo que estamos haciendo aquí-, con montos no inferiores a € 500.000. 


Estamos respetando lo que estaba planteado en la ley. El desarrollo del proyecto Pasteur tiene un ritmo 
adecuado; estamos permanentemente en contacto con la Comisión Administradora y ya se ha iniciado las 
obras y seleccionado al constructor. Inclusive, la previsión de transferencias que el Estado está haciendo al 
Instituto está en los ritmos adecuados y acordados con la Comisión de administración del Pasteur. Tengo 
entendido que la Comisión tiene una buena perspectiva de llegar a la finalización de las obras y al inicio de la 
operativa del Instituto en plazos que entiende razonables con respecto a la programación original. 


En ese sentido, creemos que el proyecto se está desarrollando normalmente. Tenemos buenos informes en 
general de la Comisión que administra el proyecto. Lo que hacemos en esta instancia presupuestal es respetar 
el mandato legal de prever los aportes que el Estado hará en los próximos cinco años, que están en el entorno 
de los € 500.000 anuales. 


SEÑOR TROBO.- Desearía que pudiéramos contar con la información al día del monto de los recursos 
de las cuentas que existen en el Banco Central, especialmente destinadas para satisfacción de deuda 
con los Estados con los que tenemos programas de conversión de deuda. 


Otra información que quizás también se nos pueda brindar tiene que ver con el grado de ejecución de los 
proyectos. Hay iniciativas que han sido presentadas, pero hay recursos que todavía no han sido afectados; 
además, eventualmente pueden presentarse proyectos en el futuro. Debemos ver cómo está funcionando la 
conversión de deuda, porque es una fórmula novedosa, interesante y buena, que depende de que la usemos. 
Ese dinero no puede tener otro destino, salvo que se contabilicen los activos del Banco Central que nos 
permitan hacer caja, aunque una buena caja también es hacer obras, sobre todo de saneamiento, lo que se 
necesita mucho en el interior. Sé que el programa español tiene un interés y una dirección en ese sentido. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Vamos a hacer llegar a la brevedad a 
esta Comisión la información con respecto a las cuentas a las que hizo referencia el señor Diputado 
Trobo. En la medida en que tengamos la información adecuada, también enviaremos informes de los 
avances en las distintas obras. Para el caso del Instituto Pasteur, hay informes actualizados; ahora no 
tengo información sobre el desarrollo de otros proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo que en oportunidad de concurrir el Ministerio de Industria, Energía 
y Minería se sugirió que donde dice "Comité Nacional de Calidad", dijese "Instituto Nacional de 
Calidad". Ese es el cambio que ha habido hasta este momento. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Todos estos son elementos a tomar en 
consideración. Tengo entendido que el Comité Nacional de Calidad modificaría su nombre por 
"Instituto Nacional de Calidad", en el marco de este mismo proyecto de ley. Por lo tanto, habrá que 
hacerlo en forma consistente con lo que el cuerpo legislativo vote en su oportunidad. 


Queremos llamar la atención acerca de que el artículo 361 también debe analizarse en forma relacionada con 
los artículos 362 y 363. En estos artículos se procede a cumplir con uno de los criterios que manejamos para 
el conjunto del Presupuesto, en aras de una mayor transparencia presupuestal que refiere a la desafectación 
de Rentas. El artículo 362 desafecta rentas asociadas a la Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa 
y Enfermedades Prevalentes y el artículo 363 desafecta rentas asignadas al Consejo de Capacitación 
Profesional. En ambos casos apuntamos, precisamente, a esa desafectación directa para tener más 
transparencia con relación a cuánto efectivamente se transfiere. En el artículo 361 están incorporados los 
montos correspondientes; o sea, están compensados. Por lo tanto, los montos que están en el artículo 361 
prevén la desafectación de los artículos 362 y 363. Si no se dieran algunas de estas desafectaciones, los 
montos comprometidos en el artículo 361 deberían cambiar, pero entendemos conveniente, sano y 
transparente avanzar en este proceso de desafectación de rentas, porque queremos que los subsidios y las 
subvenciones que reciben cada uno de los organismos sean explícitos. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de que hay una propuesta oficiosa relativa a cambiar el 
nombre "Movimiento de Juventud Agraria" por "Juventud Rural". Nosotros no acompañaríamos esa 
idea, porque "Juventud Rural" no es una institución; es un destino que el Inciso Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca determinaría a quién va. Esto no nos parece correcto, porque no se 
podría evaluar y sería variable. Nos parece que debe mantenerse el criterio que está aquí, que es el de 
todo el artículo y también el del artículo 357. 


Aquí se incorpora también un condicionamiento -que no estaba en la ley anterior- a un convenio con el 
Inciso. En primer lugar, se vincula explícitamente a cada una de las instituciones con un Inciso y se 

condiciona esa partida -anualmente, a partir de 2007- a que se suscriba un compromiso de gestión o un 
convenio entre el Inciso y la institución, evaluándose anualmente su cumplimiento. No nos parece muy 


apropiado dejar esta disposición en manos de la intervención que el Inciso pueda tener en una organización, 
sobre todo cuando es no gubernamental. En todo caso, si esta es la posición del Poder Ejecutivo, podríamos 
adecuar este segundo o tercer inciso del artículo 361 al anterior y establecer que la evaluación del 
cumplimiento debe ser aprobada en la Rendición de Cuentas. De esta manera, no se dejaría simplemente una 
comunicación a la Asamblea General como una segunda instancia que quede exclusivamente en manos del 
Poder Ejecutivo con conocimiento del Parlamento. 


A nosotros nos llamó la atención esta derogación aislada porque en casos similares que se han planteado, 
relativos a otros aspectos del Presupuesto, se nos ha dicho que todo eso queda para la reforma tributaria. Me 
refiero a lo que tiene que ver con modificaciones, exoneraciones, etcétera. Sin embargo, aquí se establecen 
dos, directas y concretas, y creo que eso genera cierta preocupación en las instituciones que han visitado la 
Comisión, ya que hoy tienen una afectación directa, saben aproximadamente de cuánto dinero se trata y no 
tienen el tope del artículo 32 que podría afectarlas. Reitero que genera cierta preocupación que se excluya 
solo a estas dos instituciones. 


Traslado estas preocupaciones a los representantes del Ministerio. 


SEÑOR ASTI.- Con respecto a esto último, supongo que los cálculos deben ser correctos. Entonces, se 
le debe estar dando más seguridad a estas instituciones al hacerles saber de cuánto es la partida, sin 
que esta pueda fluctuar en función de determinados aspectos, como los económicos y las recaudaciones 
de impuestos como el IMESI, al que estamos haciendo referencia. Es posible que las instituciones estén 
preocupadas, pero creo que esto va exactamente en sentido inverso y les da seguridad, mientras que el 
otro mecanismo estaba atado a los ingresos que pudieran tenerse. Por conocer la experiencia de lo que 
sucedía en algunas liquidaciones con las Intendencias Municipales -en las que también tenía 
participación el IMESI- sé que siempre se estaba discutiendo cuál había sido exactamente la 
recaudación para luego saber cuál era su participación. Aquí se establece una partida y se sabe lo que 
se va a percibir en todo el año. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No vemos ningún problema con 
respecto a lo expresado por el señor Diputado Gandini en cuanto a que las evaluaciones y propuestas 
que el Poder Ejecutivo pueda hacer en cuanto a las partidas que se deriven de los compromisos de 
gestión que acuerden los respectivos Ministerios con estas organizaciones, deban someterse a 
consideración en las Rendiciones de Cuentas. 


En cuanto al último aspecto, acompaño lo planteado por el señor Diputado Asti. Estoy seguro de que la 
Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes, por ejemplo, prefiere que 
establezcamos $ 93:000.000 en el artículo 361 y no $ 35:000.000, como se establecía antes, más algo 
proveniente de lo que se recaude de un IMESI, que quién sabe de qué depende. Creo que además de ser de 
buena técnica de administración desafectar rentas -acá no hay exoneraciones tributarias sino el desenganche 
del cobro del tributo respecto al destino afectado-, es más previsible para estos organismos conocer el tope de 
la partida que van a recibir que depender de la evolución de otras variables. Realmente, somos partidarios de 
este proceso y este no es un caso aislado. El señor Diputado Asti mencionaba otros ejemplos, como el de las 
Intendencias, y en este proyecto de ley también se está proponiendo la desafectación y compensando esos 
montos por la vía de las transferencias explícitas en el Presupuesto. La sociedad tiene derecho a saber, del 
total de impuestos que paga, cuánto se transfiere a cada uno de estos organismos y es de buena 
administración, tanto para quien tiene que hacer la transferencia como para quien la va a recibir, contar con la 
predictibilidad de los montos para planificar mejor su labor. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de que, si mal no recuerdo, fue precisamente la Comisión 
Honoraria de la Lucha Antituberculosa y Enfermedades Prevalentes la que visitó la Comisión y se 
mostró preocupada por este cambio; prefería la anterior formulación y no esta. De todos modos, 
coincido en que es preferible el número concreto y no uno sujeto a la expectativa de la recaudación, 
pero esa institución nos visitó y dio una opinión contraria y a eso se debe nuestra inquietud. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el Inciso 23, Partidas a Reaplicar. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- El primer artículo del Inciso, el 364, 
refiere a la asignación de partidas presupuestales que se reasignarán a la ANEP y a la Universidad de 
la República. Tenemos entendido que ha habido propuestas -con respecto a las que no tenemos 
inconvenientes- en cuanto a hacer una reasignación de estas partidas con una separación a priori entre 
la ANEP y la Universidad de la República y, a la vez, un reordenamiento y una reasignación en función 
de los rubros de retribuciones personales, gastos de funcionamiento e inversiones para cada uno de 
estos organismos. En la medida en que respetemos la restricción global impuesta en este artículo con 
respecto a los montos comprometidos, no tenemos inconveniente en que la formulación del artículo 
prevea una reasignación explícita entre los dos organismos con una apertura diferente entre 
retribuciones, gastos de funcionamiento e inversiones. 


SEÑOR ASTI.- En función de lo que decía el señor Subsecretario, seguramente en la tarde de hoy, 
cuando nos visite la ANEP, podremos confirmar los acuerdos a que se ha llegado entre la ANEP y la 
Universidad de la República en cuanto a cómo redistribuir esta partida y su reasignación, debido a los 
cambios entre gastos de funcionamiento, inversiones y servicios personales. 


SEÑOR GANDINI.- En lo personal, no conozco esta propuesta de reasignación, pero si se trata de un 
acuerdo, se puede acompañar, aunque hemos presentado un sustitutivo que elimina una parte del 
artículo dejando, exclusivamente, el texto: "El Poder Ejecutivo reasignará los créditos autorizados en 
la presente disposición a la Administración Nacional de Enseñanza Pública y la Universidad de la 
República", acompañado del inciso siguiente. Excluimos el requisito de "la presentación previa de 
proyectos educativos que expliciten el impacto social" porque, como ya lo hemos dicho, nos parece que 
esto de alguna manera invade la autonomía de la Universidad y de la ANEP. Esta es una propuesta 
concreta para considerar y se la comentamos a las autoridades del Ministerio. 


SEÑOR ASTI.- A raíz de otras intervenciones y algún sustitutivo ya presentado, conocíamos la 
propuesta del Partido Nacional de eliminar la presentación de los proyectos educativos, entendiendo 
que esto puede ser una injerencia en la autonomía de los organismos de la enseñanza. Nosotros 
consideramos que no es así y que queda claramente establecido que son los organismos los que 
presentarán estos proyectos educativos. Como en todo Inciso y en especial en la educación, nos parece 
importante que la población conozca los impactos sociales que tienen esos proyectos educativos; por 
más que esos organismos tengan autonomía para diseñarlos y ejecutarlos, creo que está bien que quede 
explicitado. La presentación que realizó la Universidad de la República el otro día iba en el sentido de 
medir realmente cómo puede presentarse a la sociedad el impacto de cada proyecto, y en este caso del 
plan estratégico. Como ambos organismos, por su formación técnica, están capacitados para explicitar 
la medición del impacto social, creemos que es saludable incorporar esa innovación en este 
Presupuesto. Como decíamos, este no es el único Inciso en que eso se da, pero de esta manera se va a 
asegurar una mayor transparencia de todo lo que la sociedad destina a la educación, en este caso, de 
manera prioritaria, por estar muy necesitada. También se tendrá la contrapartida de conocer los 
impactos sociales que producen esas medidas para mejorar la educación y la llegada a los distintos 
sectores de la población. 


Como seguramente se modificará la distribución, también habrá que cambiar la redacción, porque 
entendemos que en el último inciso hay un error, cuando se establece: "los restantes Incisos", ya que debería 
referirse a estos dos Incisos. En su oportunidad, presentaremos la modificación correspondiente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Estamos de acuerdo con esta corrección 
porque, en la medida en que se modifique el cuadro, habrá que cambiar la redacción. 


Con respecto a la eventual violación de la autonomía de los organismos de la enseñanza planteada por el 
señor Diputado Gandini, coincidimos con lo que planteó el señor Diputado Asti por cuanto no entendemos 
que esto constituye una violación de las autonomías. Nos parece importante incorporar estos aspectos. 
Además, este inciso del artículo debe interpretarse junto con otros artículos del Presupuesto, en particular el 
artículo 42, en el que se expresa que la incorporación de nuevos proyectos de inversión deberá ser aprobado 
por ley, salvo en el caso de los entes de la enseñanza, las que serán autorizadas por el jerarca respectivo. Es 
decir, se establece explícitamente la potestad y la intención de no invadir en absoluto las autonomías que 
prevé la Constitución. 


SEÑOR GANDINI.- Quiero dejar constancia de que, si no me equivoco, cuando la Universidad de la 
República nos visitó, hizo referencia a este artículo, así como a los artículos 386 y 388, estableciendo 
que de alguna manera condicionaban la autonomía de la Universidad. No obstante, revisaremos la 
versión taquigráfica correspondiente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Este aspecto ya fue discutido en nuestra 
anterior comparecencia. Reafirmamos lo ya expresado, en el sentido de que en este caso no existe 
ningún tipo de violación de autonomías. 


Para analizar el artículo 365 voy a ceder la palabra al Subdirector de Planeamiento y Presupuesto, contador 
Mesa. 


SEÑOR MESA.- El artículo 365 prevé los créditos para soportar la recuperación salarial de los 
funcionarios de los Incisos 2 a 27, sobre la base de la pérdida salarial generada en el quinquenio 
anterior. Se ha estimado una recuperación del orden del 16% sobre la masa salarial, y cada año, de 
acuerdo con un convenio que se está acordando, se determinarán los montos que efectivamente se 
ejecutarán en cada Inciso. Esta recuperación salarial se está trabajando sobre la base de una fórmula 
vinculada con la variación interanual del PBI. Es decir, este artículo dispone el crédito, y en las 
rendiciones de cuentas posteriores se analizará cómo se distribuye. 


Se excepciona en particular al Inciso 16, Poder Judicial, porque en las normas del propio Inciso se prevé, 
bajo distintas formas, un aumento del 20% para todos los funcionarios del Poder Judicial. 


SEÑOR POSADA.- Ayer recibimos al Tribunal de lo Contencioso Administrativo y, al igual que otros 
señores Diputados, nos comprometimos a realizar este planteamiento porque entendemos que existe un 
error del Poder Ejecutivo en el tratamiento que da a este organismo. Fundamentos de carácter legal y 
constitucional ameritan que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo tenga el mismo tratamiento 
que el Poder Judicial. 


Según este artículo, el tratamiento que se dará al Tribunal de lo Contencioso Administrativo es el mismo que 
al del resto de la Administración Pública. Notoriamente, debería corregirse esta situación, y se nos anunció 
que habría un cambio en este sentido. Como en el planillado no hay ninguna referencia expresa -obviamente, 
la partida a reaplicar no está considerada-, creemos que el Poder Ejecutivo debería asumir el compromiso de 
contemplar de la misma manera la situación salarial de los funcionarios del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


Este es el planteamiento que ante los integrantes del Tribunal de lo Contencioso Administrativo nos 
comprometimos a formular. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- El Tribunal de lo Contencioso Administrativo nos informó ayer que, 
tradicionalmente, los funcionarios de ese organismo y los del Poder Judicial tuvieron el mismo 
tratamiento desde el punto de vista salarial. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo tiene ochenta funcionarios. 


Con la solución que prevé el Presupuesto para el Poder Judicial, a lo que debemos sumar lo que establece el 
artículo 365, se desbalancearía esta situación que históricamente ha sido equivalente. 


Me parece que es algo relativamente sencillo de solucionar, ya que se trata de una escasa cantidad de 
funcionarios, por lo que solicitamos al Poder Ejecutivo que arbitre las medidas legales para dar tranquilidad 
en un tema que en volumen no es importante, pero sí injusto. 


SEÑOR TROBO.- Sin perjuicio de la dimensión económica del problema, porque la solución puede 
llegar más rápida o lentamente de acuerdo con los volúmenes de recursos que se deben manejar, en 
este caso creo que el tema principal es la competencia, la jurisdicción. 


El Tribunal de lo Contencioso Administrativo es un ámbito de administración de justicia, con una 
especialidad: la justicia administrativa. Este organismo no puede imaginarse como una organización diferente 
al Poder Judicial porque se encarga de una materia que en otros Estados corresponde al Poder Judicial. 
Abunda en estos argumentos el hecho de que sus Magistrados son originarios del Poder Judicial. Es más, en 
algunos casos estos Magistrados siguen sus carreras en el Poder Judicial, porque el paso previo para llegar a 
la Suprema Corte de Justicia es el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Es decir, es posible que haya 
un Juez que actualmente sea Ministro de Tribunales que luego sea Ministro del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y posteriormente, Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Diría que el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo es un estadio en la carrera judicial. Este es un argumento más que necesario 
como para encontrar una solución de las características que se plantean, sin perjuicio de que, a mi entender, 
estas sean las razones de fondo. Las razones de forma tienen que ver con el "quántum" que, en este caso, 
facilitaría mucho actuar de esa manera. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, corresponde aclarar 
que no le debe caber ninguna duda al cuerpo legislativo de que la propuesta presupuestal aspira a 
cumplir efectivamente los preceptos de equiparación que están contenidos, en el caso del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, a nivel constitucional. Quizá la diferente forma de presentación se debió a 
la historia de las negociaciones previas a la presentación del Presupuesto. Nosotros llegamos a tener 
negociaciones previas con el Poder Judicial; se incorporó, en particular, parte del articulado del Poder 
Judicial y ya estaba prevista la parte de recuperación. Como no fue así previamente a la presentación 
del proyecto de ley con el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, y la intención era darle el mismo 
tratamiento, en la medida en que no había un articulado explícito de este organismo -por las razones 
que acabo de explicar-, los montos fueron incluidos en el planillado correspondiente. 


Tuvimos un buen diálogo con el Tribunal de lo Contencioso Administrativo posteriormente a la presentación 
del proyecto de ley de Presupuesto. Se nos manifestó cuáles eran los puntos prioritarios, entre los cuales está 
el artículo 346, que tiene que ver con la retribución adicional con respecto a la incompatibilidad absoluta, que 
involucraría también a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Nosotros entendíamos 
que al ser una medida que tenía rango constitucional estaba automáticamente implicada. Si existen dudas al 
respecto no tenemos inconveniente en explicitar en el propio artículo que obviamente esta retribución 
también le corresponde a la gente que efectivamente tiene incompatibilidad absoluta que, según nos 
manifestó la Presidenta del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, refiere esencialmente a los 
Magistrados de ese organismo. 


Si mal no recuerdo, en nuestra primera comparecencia, cuando presentamos el proyecto de ley, el señor 
Diputado Scavarelli hizo referencia a que este artículo podría involucrar algún tipo de arrastre con respecto a 
los Fiscales del Ministerio Público, bajo la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, que también tienen 
incompatibilidad absoluta. Obviamente, en la medida en que estén restringidos aquellos Fiscales con 
incompatibilidad absoluta -y que esto no involucre otras incorporaciones, como establece el segundo 

inciso del artículo- estaríamos dispuestos a considerar el arrastre de esta partida circunscripta a los Fiscales 
con incompatibilidad absoluta en el Ministerio Público del Ministerio de Educación y Cultura. 


En cuanto al artículo 346 -que está asociado al planteo que se hace con respecto al Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo-, me gustaría decir que, efectivamente, en esa partida también se podría 
exceptuar -quizás en el segundo inciso- la equiparación que refiere a los Fiscales con incompatibilidad 
absoluta del Ministerio Público y a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Queda clara la explicación con respecto a los Magistrados. Por supuesto 
que creemos que es fundamental explicitarlo, más allá de lo que surge de la Constitución, tanto en el 
caso de los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo como de los del Ministerio 
Público que tengan la condición que se exige en el artículo. 


A nosotros nos preocupa especialmente la situación de los funcionarios, que me parece debería quedar 
también explicitada. Como en este caso se prevería un aumento de salario superior al que surgiría del reparto 
del artículo 365, se requeriría iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Son ochenta funcionarios que cumplen las mismas funciones en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 
y en el Poder Judicial y hay una diferencia que hasta ahora no existía. Estamos ante un monto pequeño, pero 
que habría que explicitar en el texto del articulado, ya que se trata diferente a los funcionarios del Poder 
Judicial, con quienes el Poder Ejecutivo ha intentado hacer una diferencia del resto; entre el resto están los 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Esta modificación tendría que venir en un Mensaje 
Complementario o arbitrar alguna otra medida, porque el Poder Legislativo no está en condiciones -aunque 
ustedes lo aprueben- de hacer este cambio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- La recuperación salarial del Tribunal 
de lo Contencioso Administrativo está prevista en el planillado. Las diferencias que puedan surgir 
sobre la masa salarial podrán tener explicaciones que hacen a creaciones de cargos en el Poder 
Judicial. Probablemente, puede haber alguna diferencia en materia de aumento salarial. Este es un 
tema a considerar. En principio, no consideramos la posibilidad de un Mensaje Complementario; 
obviamente, a nivel de la Cámara de Representantes ya no es posible hacer estas modificaciones. En la 
medida en que podamos analizar con más detalle este tema, podremos buscar algún mecanismo que no 
violente la lógica general de la formulación presupuestal. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Repito: en volumen económico este tema no es importante, pero sí en 
concepto; es bien importante que los dos tengan el mismo tratamiento. 


(Interrupción del señor Subsecretario de Economía y Finanzas) 


Son ochenta funcionarios y la diferencia de recuperación entre uno y otro es escasa, pero no es 
bueno que conceptualmente se haga una diferencia. Por lo tanto, ya que se anuncia que no va a haber 
Mensaje Complementario y nosotros no estamos en condiciones constitucionales de hacer 
modificaciones para equiparar esas dos situaciones, le vamos a pedir al Poder Ejecutivo que nos dé -así 
como a todos los funcionarios de estos dos Poderes- la tranquilidad y la certeza de que van a ser 
tratados de igual manera, como hasta ahora. Entonces, solicitamos que se nos diga cómo se va a hacer 
y si se va a dar solución a esto a través de una medida administrativa. En ese aspecto estamos abiertos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Compartimos totalmente el espíritu del 
planteo y creemos que la formulación presupuestal del planillado del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo, si bien no se equipara con la solicitud del presupuesto del Tribunal, tampoco está en el 
límite original de la recuperación salarial y tiene holgura. Creemos que ya en los montos formulados en 
el planillado va a ser factible respetar esta equiparación. 


Entendemos que lo que está hoy por hoy en el planillado tiene la holgura como para respetar ese tipo de 
equiparación. 


SEÑOR GANDINI.- Con respecto a esta partida global, que es a la que va a tender el acuerdo que se 
está haciendo con COFE sobre la recuperación salarial, quiero hacer las siguientes preguntas. ¿Esto es 
una masa que se va a ver cómo se distribuye o es un 16% de aumento en el quinquenio para todos los 
salarios? 


La segunda pregunta tiene relación con lo que se expresa en el artículo, en cuanto a que la oportunidad y la 
forma de distribución de las partidas serán determinadas por el Poder Ejecutivo, en función de las pautas 
acordadas en los convenios con los funcionarios -es decir, el convenio con COFE- y de la evolución de la 
situación fiscal. Me gustaría tener un fundamento más de la última frase, porque parecería que se trata de una 
partida que está condicionada a la evolución de la situación fiscal, o sea, a la recaudación, que puede no 
concretarse en la medida en que las cosas no resulten como se prevé. ¿Es así o este aumento salarial con la 
partida que votamos está asegurado? 


SEÑOR MESA.- Esto se vincula con los convenios que se están discutiendo con las organizaciones 
sindicales -como se establece-, y la forma de lograr la recuperación salarial se está discutiendo a partir 
de una fórmula de ajuste aplicada sobre la masa salarial, que toma en cuenta la evolución del Producto 
Bruto Interno y, por lo tanto, de la situación fiscal. En función de la evolución anual del Producto 


Bruto Interno, el porcentaje que se recupera de la pérdida salarial puede ser mayor o menor. El cálculo 
estimativo para el quinquenio es 16%, que aparece acumulado en esta cifra de $ 2.853:000.000. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Y la parte fiscal, el tope? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En principio no tiene por qué ser un 
aumento del 16% a rajatabla. Una de las cosas que se está evaluando y analizando en los convenios es 
que en la última Administración la pérdida salarial no fue pareja y, por lo tanto, seguramente habrá 
que respetar esa lógica a la hora de la recuperación. 


Para complementar la respuesta con respecto a la evolución de la situación fiscal, solicito que intervenga el 
economista Lorenzo. 


SEÑOR LORENZO.- Quiero hacer dos puntualizaciones con respecto al soporte cuantitativo y a las 
implicaciones fiscales que esto tiene. 


En primer lugar, las cifras que figuran para los años 2006, 2007, 2008 y 2009, son compatibles con las 
perspectivas de crecimiento de la economía que están incluidas en la exposición de motivos del proyecto y 
también con los avances que hemos realizado en el diálogo con los representantes de los trabajadores en 
cuanto al tipo de fórmula que se utilizaría para la recuperación. Estas cifras deben ser de esa manera; por lo 
tanto, son condicionales, en el sentido de que necesariamente en el acuerdo que se está alcanzando, si la 
evolución de la economía resulta más favorable al inicio de lo que nosotros prevemos, los números pueden 
variar. Estos números son compatibles con nuestras proyecciones. 


Lo que tiene que quedar claro es cuál es el espíritu. La lógica es que las partidas globales que están incluidas 
en este artículo lo que hacen es recuperar a lo largo del quinquenio la pérdida del salario real ocurrida en el 
quinquenio anterior. Esa es la lógica. Ahora bien: si en la propia estructura de la fórmula que se está 
pensando la economía crece mucho más rápido -o sea, si las condiciones fiscales fueran mejores a las 
esperadas-, por la lógica del convenio, se adelantaría la recuperación. 


Lo que hicimos aquí fue establecer una pauta de recuperación en cuatro años que es compatible con la 
programación que hacemos de las perspectivas de la economía. Simplemente, si la economía crece de manera 
más rápida, la lógica de la fórmula no hará que la recuperación sea mayor, sino que se adelante en el tiempo. 
El espíritu de esta norma y de esta previsión es el compromiso del Gobierno de avanzar en el quinquenio en 
la recuperación del poder de compra perdido por los trabajadores del sector público en la Administración 
anterior. 


Quería hacer estas puntualizaciones, porque me parece que hacen a la lectura de las cifras y a la 
heterogeneidad de situaciones que pueden ocurrir en el tiempo en esta materia. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Quiero ver si entendí bien la explicación que ha dado el equipo 
económico. 


Finalizado el quinquenio, se pretende recuperar el 16% perdido. Esa es la apuesta. Y se dan estos números en 
la medida en que se estima una determinada tasa de crecimiento de la economía y determinados resultados 
fiscales. 


Aquí pueden pasar dos cosas. Si el resultado es mejor al previsto, al final se llegará al 16%, al mismo 16% 
que se perdió; no habrá más aumento que ese, no va a haber más recuperación que esa, pero puede lograrse 
antes. Es decir, en vez de ir recuperando un 4%, otro 4% y demás, se puede recuperar antes y después se 
frena, llegando al final del quinquenio con el 16%, o sea, a los mismos volúmenes del salario real que se 
tenía en el año 1999, 


Por otra parte, si las expectativas de crecimiento y del manejo de la situación fiscal son peores a las 
pronosticadas por el Gobierno, no se va a llegar a esta recuperación, sino que se llegará a la recuperación que 
sea posible. 


Por lo tanto, si entendí bien, este Presupuesto está diciendo a los funcionarios públicos: "Si todo va bien, en 
los últimos cinco años van a llegar al mismo salario real que tenían en el año 1999, quizás antes de 2009, si 
las cosas van mejor de lo que esperamos. Si las cosas van mal, los funcionarios públicos no van a llegar al 
salario real que tenían en 1999, porque como es lógico el Gobierno tiene que manejar los números fiscales de 
la mejor manera posible", lo que me parece -voy a hacer un juicio de valor- que es una cuestión responsable 
por parte del Gobierno. 


SEÑOR MUJICA.- Me parece que el razonamiento del señor Diputado Amorín Batlle es sensato, con el 
agregado de que si las cosas van bien, el Gobierno decidirá, porque no hay por qué detener el 
crecimiento del salario real simplemente debido a que se llegó antes a la meta. Si estamos en mejores 
condiciones económicas, tendremos un margen mayor para tomar otras decisiones económicas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Cabe aclarar que estamos hablando de 
lo que sería el aporte presupuestal a los aspectos salariales contenidos en este artículo; el resto del 
proyecto contiene otras normas y el planillado prevé otras cosas que también implican modificaciones 
y aumentos salariales diferenciales, por otras razones, por otros artículos y con las prioridades que el 
Poder Ejecutivo pretendió involucrar en la formulación presupuestal. 


En este artículo la previsión es que esos serían los montos necesarios -dadas las estimaciones y los supuestos 
de crecimiento de la economía y de la recaudación que están gobernando toda la propuesta presupuestal- para 
la recuperación salarial del sector público, en función de los acuerdos que se realicen con los funcionarios. 
Obviamente, si la situación resulta mucho mejor, como bien decía el señor Diputado Mujica, se podrá 
reevaluar este tipo de situaciones, y existen mecanismos e instancias de rendiciones de cuentas para seguir lo 
que se entienda como los mejores caminos a recorrer en este sentido, en función de una realidad más 
auspiciosa. 


SEÑOR MESA.- Creo que todos estamos entendiendo qué es lo que se está planteando. 


Complementando, en función de la evolución de la situación económica, en ese ajuste a la realidad que puede 
representar la modificación presupuestal que acompaña a cada Rendición de Cuentas, estaremos en 
condiciones -si las cosas van bien- de plantearnos otras metas que, de alguna manera, ya están previstas o 
preanunciadas en este articulado. 


Recuerden que el artículo 6” plantea las reestructuras de los distintos organismos y que el artículo 23 prevé 
un sistema ocupacional integral, que es una reformulación, un rediseño de los escalafones y de las formas de 
composición del salario. Es decir, ese es el camino por el cual se puede cerrar la situación salarial global de la 
Administración. 


SEÑOR LORENZO.- Tanto el Subdirector de la OPP como quien habla hicimos referencia a la 
fórmula acordada, que tiene un componente de aceleración y de desaceleración del proceso pero da 
certezas muy importantes -que esto quede claro- sobre la forma de llegar al 16%. Lo que hace la 
fórmula es básicamente un proceso de aceleración y de desacelaración; tiene un componente fijo de 
crecimiento, certero para cada año; y después el crecimiento salarial se acelera si las pautas de 
crecimiento de la economía son superiores a lo que creemos que son sus pautas de crecimiento de largo 
plazo. 


No queda ninguna duda de que este artículo incorpora el cumplimiento de un convenio en los términos en los 
que ha sido firmado. La aclaración cuantitativa que vale la pena hacer es la siguiente: que esta distribución 
temporal responde a las estimaciones de que hoy disponemos sobre el perfil de crecimiento que la economía 
va a tener en los años 2005, 2006, 2007, 2008 y 2009. Esa previsión es sustantiva para la distribución 
temporal, no para el cumplimiento estricto de lo acordado con los trabajadores del sector. 


SEÑOR VIERA.- En esta instancia es importante destacar que este artículo cambia la forma de tratar 
el aporte a los salarios del sector público, que estaba estampada en la Ley de 1985, según la cual se 
establecía que los aumentos salariales del sector público dependerán de la inflación y de las 
posibilidades de Tesorería. Dicho artículo de alguna manera está derogado por esta nueva derogación, 


que es mucho más comprometedora por parte del Poder Ejecutivo. Y es muy correcto plantear que es 
"comprometedora" en términos del plazo y del monto totales, no de la carencia, no de otra cosa. 


Que quede claro que el 16% básico a todos los funcionarios -además de las otras partidas que se establecen 
también en el Presupuesto, para determinadas especializaciones- es absolutamente real, no está condicionado 
a nada; si figura en el Presupuesto es porque se tiene que cumplir y, reitero, no debe estar condicionado a 
nada. Que esto pueda ser superado por el aumento de la recaudación y el producto; que esto pueda tener 
distintos ritmos para llegar al 16%, es otro tema. Pero el porcentaje que figura acá, a menos que mañana sea 
modificado por una ley de adecuación presupuestal -que se llama Rendición de Cuentas- no puede ser 
alterado de otra manera. 


SEÑOR TROBO.- Voy a formular dos preguntas. 


En primer lugar, quisiera saber si el Gobierno va a aplicar el mismo criterio para el aumento de salarios de la 
Administración Central que para el incremento de salarios de las empresas públicas. 


En segundo término, entre el personal comprendido por este acuerdo, hay un colectivo de funcionarios que 
recibe un tratamiento especial en la Ley Presupuestal. Me refiero a los funcionarios del Ministerio del 
Interior y, en particular, a los policías ejecutivos que tienen una tarea determinada, incluida en el artículo 100 
del proyecto. El Poder Ejecutivo envió una redacción que suponía un alcance limitado para la asignación de 
esa partida. Con posterioridad, el Ministro del Interior expresó que había que modificar la redacción para que 
el alcance del proyecto fuera más abarcativo. De inmediato nos dijo que como consecuencia de ello el 
resultado de la asignación de esa partida por funcionario era sustancialmente menor al que se había pensado 
asignar oportunamente. Estamos hablando de una cifra que oscila entre $ 170 y $ 118, es decir, la diferencia 
entre lo que se asignaría en caso de que el artículo fuera aplicado tal como se redactó y lo que se va a asignar 
en la redacción que se daría al nuevo artículo. 


Según lo que ha dicho el Gobierno, es notorio que hay una prioridad con respecto al salario de ciertos 
funcionarios, y se ha incluido a los policías ejecutivos como una prioridad. Es notorio que a la iniciativa 
original del Poder Ejecutivo que proponía incluir este colectivo de funcionarios en estas disposiciones que 
establecen un aumento de carácter general, hubo voluntad de otorgar más ingreso a esos funcionarios, 
estableciéndolo en un artículo específico. 


Esto es así, a tal punto que el artículo 100 determina que se va a asignar una partida fija mensual -que se 
integrará al sueldo, que pagará montepío- y sobre la cual en el futuro habrá un ajuste, de acuerdo con las 
disposiciones que se han mencionado aquí. Nosotros hicimos una propuesta con la finalidad de dar mayor 
importancia a esa partida mensual, ya que lo que resulta del tratamiento diferencial es muy poco. Es 
necesario hacer un esfuerzo para que se llegue a $ 500 mensuales. También señalamos dónde se puede 
encontrar el financiamiento. Al analizar el proyecto de ley de Presupuestos advertimos que el Ministerio de 
Economía y Finanzas tiene un aumento notoriamente superior con respecto a los incrementos que van a 
recibir los demás Incisos de la Administración Central. Sería razonable pensar que el personal policial que va 
a recibir como partida fija, extraordinaria -además del aumento que se prevé para todos los funcionarios 
públicos-, una cifra que no supera los $ 120, pueda llegar a un monto mensual mayor. Por este motivo hemos 
planteado que de los montos dispuestos en el Rubro 0 del Ministerio de Economía y Finanzas una parte se 
sacrifique para destinarla a mejorar la partida fija que deberían recibir los policías para que lleguen, reitero, a 
aproximadamente $ 500. 


El objetivo de esta propuesta es, por un lado -en la misma línea que ha planteado el Poder Ejecutivo- corregir 
el problema que surge de la nueva redacción del artículo y, por otro, considerar -como el Gobierno- que 
estamos hablando de funcionarios que se encuentran en condiciones particularmente críticas y merecen un 
estímulo especial. En estas horas hemos escuchado -por eso me gustaría tener la palabra oficial del Ministerio 
de Economía y Finanzas- que se estaría buscando recortar alguna partida prevista en el Presupuesto, para 
aumentar la partida del artículo 100, que establece $ 29:000.000 anuales para el Ministerio del Interior, con el 
fin de complementar el sueldo de los policías. 


Entonces, quiero saber, primero, cuál va a ser la política salarial respecto a las empresas públicas; segundo, si 
el Gobierno está dispuesto a aumentar la partida prevista en el artículo 100 y, tercero, qué opinión tiene sobre 
la posibilidad de que el Ministerio de Economía y Finanzas sacrifique un poquito de lo que tiene para dar un 


aumento muy importante en el rubro "Remuneraciones" del Inciso, destinadas a fortalecer el ingreso del 
personal policial. 


SEÑOR AMORÍN BATLLE.- Está claro que la Ley de Presupuesto es especialmente importante 
porque los Gobiernos establecen cuál será su expectativa de conducta en el Período. Acá hay un tema 
que me parece bien importante. Francamente, creo que la posición inicial de la delegación del Poder 
Ejecutivo no fue la misma o no fue tan clara como la última intervención, especialmente, la del 
Director de Planeamiento y Presupuesto. 


A ver si entendimos bien: pase lo que pase con la economía, sin importar cuál será la evolución del producto 
ni de la situación fiscal, el Gobierno se compromete a que al finalizar el Período los funcionarios públicos 
tendrán, al menos -porque hay otros artículos que prevén más-, un aumento del salario real del 16%; pase lo 
que pase, ese es el piso. Me parece que eso es lo que ha dicho con total claridad el economista Viera; veo que 
asiente. Eso pasaría en cualquier circunstancia, cualquiera sea la evolución del producto y de la situación 
fiscal; repito, cualquiera. 


Ahora bien: si la evolución es mejor en ambos aspectos, tanto del producto como de la situación fiscal, ese 
16% puede ser aumentado. Me refiero a lo que expresaron el señor Diputado Mujica y el economista 
Lorenzo. Quiero saber si efectivamente puede ser aumentado y si se aspira a que así sea. Digo esto porque 
me parece que hay un matiz diferencial entre la primera y la segunda intervención del equipo económico; 
veremos si es así al leer la versión taquigráfica. Por eso quiero tener absolutamente claro este aspecto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- En primer lugar, no veamos matices 
donde no los hay. 


En ese sentido, cabe aclarar que, efectivamente, la explicitación a nivel presupuestal de montos, año por año, 
implica la voluntad clarísima del Poder Ejecutivo de respetar el compromiso de la recuperación salarial en 
virtud de la pérdida sufrida en el Período anterior. 


Lo que está planteado en función de las pautas acordadas en los convenios con los funcionarios y de la 
evolución fiscal, refiere a la oportunidad, a la forma -como dijo el economista Lorenzo- y al ritmo en que eso 
se va a incorporar año a año, teniendo en cuenta la evolución fiscal. El compromiso del Gobierno de 
recuperar la pérdida salarial del Período anterior es firme, está explícito en este proyecto presupuestal y 
dependerá de la evolución del producto. Entendemos que una evolución inferior del producto igual nos va a 
permitir llegar a esta meta. Lo que sí está en función de la evolución fiscal y de los acuerdos con COFE es el 
ritmo y la oportunidad de hacerlo como partidas permanentes en los distintos Incisos. Por eso entendemos 
que el compromiso es firme y lo que es tentativo es la distribución año por año de los montos explícitos. 
Estoy seguro que queda clara la total coincidencia con lo planteado por los distintos integrantes del equipo 
económico. 


Con respecto a las consultas planteadas por el señor Diputado Trobo, en cuanto a la política salarial en la 
Administración Central y en las empresas públicas, debemos decir que la negociación está en curso. A priori, 
no está definido que necesariamente tenga que ser idéntica, sino que se establecerá en función de los marcos 
de negociación, de las posibilidades presupuestales, de la evolución de las empresas públicas y de otros 
factores que van a incidir en ese proceso de negociación. Por lo tanto, no es algo que podamos responder en 
este momento 


Reitero: en principio, no está predeterminado que la política salarial entre la Administración Central y las 
empresas públicas tenga que ser idéntica; en general, no lo ha sido. La evolución previa de salarios y la 
pérdida salarial en términos reales no fueron las mismas en la Administración Central y en las empresas 
públicas. Inclusive, entre empresas públicas también hay diferencias. Por lo tanto, todas esas consideraciones 
y los marcos de negociación -que ya están abiertos- irán indicando el mecanismo a seguir en cada uno de los 
casos. 


SEÑOR TROBO.- No quiero polemizar con el señor Subsecretario sobre este tema, pero sí dejar una 
constancia. Me parece muy bien que se señale que hay toda una política de negociación en desarrollo, 
que se va a respetar ese ámbito y que se constate que anteriormente los criterios para la 


Administración Central ara las empresas públicas eran diferentes, pero también sería bueno que a 
y 
partir de algún momento empecemos a tener criterios iguales para tratar a los funcionarios públicos. 


Digo esto, sobre todo, porque acá hay una gran diferencia: los sueldos de los funcionarios públicos los 
estamos fijando nosotros y acá se están estableciendo los impuestos, pero los sueldos de los empleados de las 
empresas públicas no los fijamos nosotros, así como tampoco el precio de las tarifas. Todos los Gobiernos 
han tenido la tarifa como instrumento de dos cuestiones: por un lado, de satisfacción de la gestión de las 
empresas y, por otro, de recaudación, con una doble vertiente compuesta por la recaudación tributaria y las 
contribuciones a Rentas Generales. 


Este no es tema menor porque acá el Gobierno se compromete a cumplir un determinado nivel de impuestos; 
estamos procurando identificar claramente si en efecto se cumple esa visión que se ha planteado, en el 
sentido de que no va a haber aumento de la presión fiscal porque tenemos serias dudas de que ello sea así. 
Por lo tanto, el Gobierno tendría que asumir un compromiso en el Parlamento sobre cómo va a tratar el tema 
del salario de las empresas públicas, porque el poder de negociación y de presión que tienen sus funcionarios 
no es el mismo que tienen los funcionarios de la Administración Central. 


Además, todos debemos reconocer que hay una diferencia irritante entre el personal de las empresas públicas 
y el de la Administración Central, que es mayor si tenemos en cuenta áreas en las que es realmente 
imprescindible que el Estado actúe. Me parece que esta es la instancia en la cual el Gobierno tiene que poner 
toda la carne en el asador. 


Si lo que realmente se quiere es reformar la economía, administrar adecuadamente el gasto, transparentar la 
gestión económica del Gobierno y decirle al país cuáles son las pautas del desarrollo de la economía, es 
inevitable que se nos diga en esta oportunidad, no sólo lo que se va a introducir en el Presupuesto, sino lo que 
se va a hacer por fuera de él y, básicamente, en los monstruosos presupuestos que tienen las empresas 
públicas, que no pasan por el Presupuesto ni por el Parlamento. 


Quiero que quede esto como constancia, porque me parece que la credibilidad de los agentes económicos 
seguramente es el resultado de una visión clara y amplia de lo que es el Presupuesto y la administración de 
los recursos públicos. Estamos hablando de una parte sustancial en contribuciones, en recaudación de 
impuestos y en mayor o menor eficiencia, lo que ataca directamente la eficacia del sector privado. Por eso 
esta instancia presupuestal, sin que esté establecido en la Constitución, es una instancia de apertura en la cual 
todos tenemos que tener claro cuál será la política que seguirá el Gobierno. Porque puede ocurrir que mañana 
el Gobierno se vea presionado por el sindicato de una empresa que tiene dominio sobre un factor muy 
importante en la economía del país y no haya más remedio que acceder a lo que el Poder Ejecutivo no le da a 
los funcionarios de la Administración y, en particular a algunos, que no sólo nosotros hemos dicho que son 
imprescindibles, sino el propio Gobierno. Si tenemos que comparar el sueldo de un maestro con el de un 
portero de la ANCAP o el de un policía con el de un administrativo tercero del Banco de la República, y la 
política salarial del Gobierno para las empresas todavía no está fijada, parece que al menos estamos iniciando 
mal las cosas y los resultados no van a ser buenos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Agradezco los consejos del señor 
Diputado. 


SEÑOR TROBO.- No son consejos, son consideraciones. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Nosotros también nos sentimos un poco sorprendidos por lo que 
acaba de decir el señor Subsecretario, porque todos hemos combatido la enorme desigualdad que ha 
habido en el tratamiento de salarios entre las empresas públicas % a las que tienen sindicatos 
poderosos les ha ido mejor y toda la Administración Central. En un momento, según otras 
manifestaciones del Gobierno, se entendía que las remuneraciones de los funcionarios públicos se iban 
a ordenar en la próxima Rendición de Cuentas, porque todo se ha ido dejando para adelante. Esto que 
se ha dicho nos deja muy preocupados porque estamos seguros Y% aunque no tenemos acá las cifras 
que la pérdida salarial ha sido mucho mayor en toda la Administración Central que en las empresas 
públicas; algunas de estas ni siquiera han tenido una pérdida salarial de esta dimensión. Que ahora se 
nos diga que eso va a estar por fuera significa que puede aumentar aún más esta desigualdad que hay 


entre los funcionarios del Estado, sólo porque algunos tienen la suerte de estar en alguna empresa 
pública o porque han estado en entes recaudadores. 


Desde el Gobierno seguimos esperando una política ordenadora en materia salarial de todos los que dependen 
del Estado. No sabemos si en el acuerdo con COFE estaba pactado esto o si se va a escribir en él que una 
cosa van a ser unos y otra cosa van a ser los otros. En todo caso, creemos que esto no le hace nada bien al 
Gobierno, porque no es lo que se sostuvo en los años anteriores; siempre se dijo que a igual función, debía 
haber igual retribución. Nosotros esperamos que al menos se nos diga que los funcionarios de las empresas 
públicas no van a tener mejor tratamiento que los demás funcionarios del Estado. No pretendemos que se 
bajen los salarios sino que a los demás funcionarios del Estado se les dé un tratamiento mejor que a los de las 
empresas públicas, que han sido bien tratados. 


Que se diga que se va a seguir haciendo lo de siempre, es horrible. A veces se habla de "herencia maldita" 
para algunas cosas y ahora parece que también hay una "herencia bendita", que se quiere usar cuando se cree 
conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Evitemos las calificaciones, señor Diputado. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Lo de "herencia maldita" no lo digo yo % jamás lo usé% sino que lo 
dicen ustedes. Es cierto que lo de "herencia bendita" sí lo dije yo. 


Creemos que el Gobierno tiene que tener una postura clara sobre este tema. Se trata a todos iguales o no. Me 
pareció que se decía que el tratamiento para las empresas públicas va a ser distinto. Eso es lo que no creemos 
conveniente. En materia salarial se debe tratar mejor a quienes hoy están peor y no premiar aún más a 
quienes están mejor. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Sin perjuicio de que voy a decir una 
frase acerca de este planteo, luego me gustaría volver al tema que nos convoca, que es el proyecto de 
ley de Presupuesto. No es esta la instancia de discusión sobre política salarial. Sin embargo, cabe 
explicar que a veces la gente escucha lo que quiere oír. Aquí nadie dijo que se va a tratar mejor a unos 
funcionarios. Se preguntó si se iban a tratar igual y lo que planteamos es que hay un proceso de 
negociación en curso y hay criterios de parte del Gobierno que se van a respetar y que son explícitos; se 
busca atender a sectores prioritarios y sumergidos. Reitero que no está en nuestro ánimo abrir una 
polémica o discusión sobre la política salarial. Lo que sí está claro es que hay mecanismos que 
involucran el diálogo y la negociación a los que siempre aspiramos. Las resultancias de ello 
demostrarán si efectivamente se va a hacer lo mismo de siempre o no. Nosotros estamos convencidos de 
que no será así. 


En cuanto a la Ley de Presupuesto, creo que el contenido y el objetivo del Poder Ejecutivo en la formulación 
del artículo 365 quedó claro. Obviamente, se podrán tener perspectivas y opiniones diferentes. Eso después 
será discutido en el ámbito que corresponda. 


Por último, queda pendiente el planteamiento del señor Diputado Trobo respecto al Ministerio del Interior y 
las partidas del Ministerio de Economía y Finanzas. Ese punto fue conversado durante la última 
comparecencia del equipo económico ante esta Comisión y creí que el señor Ministro de Economía y 
Finanzas había sido más claro de lo que fue al explicar a qué correspondía el aumento de partidas 
presupuestales del Ministerio. Ellas responden, en una abrumadora mayoría, a la reforma de la Dirección 
General Impositiva, que fue aprobada por el Parlamento y que fue explicada en distintas oportunidades, 
inclusive, en el ámbito de esta Comisión. Por lo tanto, me remito a lo respondido con respecto a ese tema por 
el señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere que los señores Diputados se ciñan al articulado porque se 
incluyó un nuevo elemento en esta sesión, el de la política salarial, que se podrá analizar en otras 


oportunidades. 


SEÑOR POSADA.- Pero eso también es parte del Presupuesto. 


SEÑOR TROBO.- Creo que el tema de la política salarial es una cuestión de cristalinidad. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda, y así se actúa. 


SEÑOR TROBO.- Acá estamos tratando los recursos que la gente vierte a través de la DGI, que 
también entran a través de las tarifas públicas. La fijación de las tarifas públicas constituye un tema 
muy importante para el crecimiento del país, pero también para la fijación de los sueldos de los 
funcionarios de las empresas públicas. Entonces, no creo que este tema esté excesivamente lejos del que 
estamos tratando. Sé lo que dijo el señor Ministro de Economía y Finanzas en la sesión pasada y 
también lo que no dijo. Señaló que, mayoritariamente, iba todo para la DGI. Reitero que no estoy de 
acuerdo con los sueldos que se han fijado para esa Dirección; además, en esa partida, seguramente, 
hay montos que exceden la necesidad del ajuste de sueldos de la DGI. Es bueno que conste en la 
versión taquigráfica que se reservan $ 497:000.000 para la Dirección General Impositiva. La gente 
tiene que saber que $ 497:000.000 por año van para la Dirección General Impositiva. Es bueno que se 
sepa; habría que publicarlo hasta en un remitido, porque la gente no lo sabe. También debe saberse 
que $ 133:000.000 van para la Dirección Nacional de Aduanas y que quedan $ 31:000.000 para la 
Secretaría del Ministerio, porque eso el Ministro no lo dijo. Nosotros lo hemos tenido que encontrar en 
los cuadros; uno de los que hemos analizado es el que nos entregó hoy el Subsecretario de Economía y 
Finanzas. 


Pero la cuestión no es de dónde sale la plata. Yo pregunté si el Ministerio de Economía y Finanzas, en 
nombre del Gobierno, tiene el propósito de priorizar el salario policial. Además, pregunté si el Gobierno tiene 
el propósito de ampliar la partida para resolver el problema que surgió cuando primero se hizo un cálculo que 
arrojaba $ 170 por funcionario Y y en función de ello se redactó el artículo 100%, y luego se modificó, 
llegándose a la cifra de $ 120 por funcionario. Nosotros estamos pidiendo aumentar la partida, ya que 
creemos que hay que hacer todos los esfuerzos para llegar a $ 100:000.000 anuales, aunque no lo logremos. 
Además, pregunté -y no se me respondió- si había alguna determinación política para disminuir alguna 
partida en el Presupuesto y asignarla al artículo 100, porque hemos escuchado versiones de que se estaría 
quitando recursos que están dispuestos en el Presupuesto -en particular para la URSEA- para destinarlos a un 
aumento suplementario de los policías. Lo que yo quiero es saber las cosas; quizás me entere por la prensa o 
el día en que el Presupuesto se trate en la Cámara. Pero ya que tengo aquí al delegado del Ministro de 
Economía y Finanzas, lo que quiero es que me lo diga. Nosotros tenemos el propósito de cooperar con este 
tema, salvo que, como parece ser desde el principio, acá lo único que se pretenda es que la oposición escuche 
y el Gobierno resuelva. Creo que el Presupuesto es una instancia en la cual, por lo menos, hay que tener otra 
apertura para tratar de encontrar solución a algunos de los problemas que se plantean. 


Estas son las preguntas que entiendo el señor Subsecretario no ha respondido; lo digo con mucho respeto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creo que hay que cerrar este 
paréntesis. Me remito a lo expresado por el señor Ministro en la versión taquigráfica de la sesión 
anterior. En ella se explicitan los números y, obviamente, estamos absolutamente comprometidos con la 
cultura de transparencia. Y tanto es así que todos los gastos del Estado están disponibles para la gente, 
en la página web de la Contaduría General de la Nación. Como bien dice el Diputado Trobo, es bueno 
que se sepa en qué se gasta, en qué se ejecuta y esa transparencia es absoluta desde el punto de vista del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


El Ministro también aclaró en la reunión del otro día que los aumentos en la masa de remuneraciones del 
Ministerio de Economía y Finanzas constituían una abrumadora mayoría, por lo referido a la reforma de la 
Dirección General Impositiva y que se sumaban contrataciones de setenta pasantes -lo que está previsto en el 
articulado de la ley de Presupuesto- para la Dirección Nacional de Aduanas. 


Por otro lado, debo decir que en lo que tiene que ver con la Dirección General de Secretaría, opera 
presupuestalmente la conformación de la Oficina de Administración y Gestión de Deuda Pública, lo que 
también fue hecho público en muchas oportunidades. 


En ese sentido, el señor Diputado Trobo podrá compartir o no si había que hacer una reforma en la Dirección 
General Impositiva, si había que pagar más o menos de lo que se paga -eso es opinión de cada uno; la 


reforma fue aprobada por todos los partidos-, pero quiero dejar claro que ha sido transparente... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 


y explícita la ley de reforma de la Dirección General Impositiva, que fuera aprobada por 
legisladores del Partido Nacional, del Partido Colorado y.... 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 
——-=El Diputado se refiere al decreto; yo me refería a la ley del año 2003. 


Quiero enfatizar que todas las partidas a las cuales se hizo referencia fueron explicadas de manera 
transparente. Me remito nuevamente a lo expresado por el señor Ministro en la sesión anterior. 


SEÑOR POSADA.- Quiero volver al artículo 365. 


Está claro que el Poder Ejecutivo materializa en este artículo el compromiso que asumió con COFE, en el 
sentido de establecer a través del Período una recuperación salarial en función de lo que se había perdido en 
términos reales por los funcionarios públicos. La duda que nos queda, después de escuchar las expresiones 
del señor Subsecretario, del Director de Programación Económica y del Director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto es cómo afecta ese compromiso lo que está establecido en los artículos 31 y 32 
de este mismo Presupuesto. 


Por un lado, en el artículo 31 se establece una primera cota en materia de ejecución del presupuesto, en la 
medida en que se dice que el gasto primario corriente del Gobierno Central no puede superar el 3% en 
términos reales. Allí hay un primer elemento que de alguna manera establece una primera cota. 


Por otro lado, en el artículo 32 se expresa que cuando los recursos del presupuesto sean inferiores a los 
presupuestados, se establecerán límites de ejecución en el presupuesto de gastos de funcionamiento -no sé si 
este gasto está referido en un concepto amplio, comprendiendo a las remuneraciones; si no es así, allí no 
están incluidas- y en los gastos de inversión. 


Creo que es importante expresar esto, porque lo que nos interesa saber es si esa recuperación salarial puede 
ser afectada por los artículos que establecen cautela en materia fiscal, en función de que no se cumpla con los 
supuestos sobre los cuales se ha basado la asignación de recursos en el presupuesto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Efectivamente, la programación 
financiera que soporta la formulación presupuestal tiene previsto el aumento salarial al cual hace 
referencia el_artículo 365 y la evaluación en cuanto al respeto a la regla fiscal contenida en el 
artículo 31. Por ese lado, nos manejamos con absoluta tranquilidad. 


El artículo 32 también prevé la fijación de límites de ejecución para gastos de funcionamiento y de 
inversiones, pero eso no involucra remuneraciones personales. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En el planteamiento del señor Diputado Trobo se incluyó un 
asunto que me parece que no fue respondido. 


Me gustaría saber por boca del Subsecretario si el Gobierno -hoy se ha hecho pública alguna cuestión 
referida a eso- efectivamente está dispuesto a realizar alguna transferencia de algunas de las partidas que 
contiene este Presupuesto para fortalecer los salarios del Ministerio del Interior. Se ha hecho público que el 
Gobierno está pensando que los fondos asignados a la URSEA son excesivos -lo que nosotros evidenciamos 
acá en otra discusión-, por lo que habíamos considerado que podían ser parte de una reasignación. ¿El 
Gobierno tiene voluntad de hacer una movilización en esa partida o en alguna otra? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Pido disculpas porque ese punto había 
quedado pendiente y fue una omisión de mi parte no responderlo. 


La actitud del Poder Ejecutivo en todo el tratamiento del Presupuesto no ha sido cerrada. Creo que los 
legisladores son los principales testigos de que ha habido múltiples reasignaciones y formas de plantear 
muchos artículos de este proyecto de Presupuesto. Reitero que como norma general, no tenemos una actitud 
cerrada en ese sentido; todo lo contrario; en la medida en que sirva para mejorar la formulación presupuestal 
y respete tanto las restricciones globales como los criterios que el Poder Ejecutivo impulsó, estamos abiertos 
a esta consideración. 


Quiero hacer una consideración específica respecto a la URSEA. Las partidas de crédito presupuestal de la 
Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua no podrían ser fuente de financiamiento de otros gastos 
por la siguiente razón. Quien financia ese crédito presupuestal es la tasa regulatoria creada por la ley_de 
creación de la Unidad Reguladora y está explícito en esa ley que los montos recaudados por la tasa que no 
sean cubiertos por el crédito presupuestal de la Unidad Reguladora deberían devolverse al año siguiente a las 
empresas que la aportan. Por lo tanto, esa no es "fuente de financiamiento presupuestal" -entre comillas- de 
otros gastos que no correspondan a la URSEA, porque reitero que la ley de creación expresa que lo 
recaudado por esa tasa debe destinarse exclusivamente a su funcionamiento. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Efectivamente, la ley de creación de la URSEA dice eso, pero 
esta la puede modificar. Estamos ante una excelente oportunidad de modificar algo que puede 
transformarse, a ojos vista, en una cuestión incontrolable, en el sentido de que una renta que un 
organismo se genera para sí puede transformarse en irritante, porque el volumen a distribuir dentro 
del organismo excede largamente sus necesidades. La ley de creación de la URSEA previó ese 
mecanismo, como efectivamente señala el Subsecretario, pero esta lo puede modificar estableciendo 
que no se devolverá al aportante, al que paga el servicio de la URSEA, sino que se destinará a Rentas 
Generales, la que redistribuirá esa partida. Me parece que mantener congelada la situación de la 
URSEA porque así lo establece su ley de creación, no es una explicación razonable. 


Todo esto, relativo a salarios, va a irritar en el futuro, no a la oposición sino a los uruguayos, porque estamos 
hablando de la generación de sueldos de privilegio. Además, eso ya se ha notado, se nota y se va a notar más 
aún en la DGI. Pero también en este pequeño organismo quedó en evidencia que se está transformando en 
una cuestión de privilego. Estamos hablando de que se van a sumar más de U$S 10.000 por año y por 
funcionario, en un organismo que tiene una función que no quiero calificar; no quiero entrar ahora en ese 
debate. 


Lo que sí digo es que si se hace de un dinero a partir de un canon que pagan quienes son supervisados por la 
URSEA y ese canon crece, crece y crece, ¿se va a distribuir entre los funcionarios de por vida? ¿Una ley no 
puede fijar un tope para que el resto del dinero pase a Rentas Generales? Si tenemos cabeza abierta y estamos 
dispuestos a cambiar cosas, esta es una posibilidad. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Quiero hacer varias puntualizaciones. 
Es de buena administración dejar claro que la tasa regulatoria tiene como fin financiar los servicios 
regulatorios. Creo que podría ser irritante que se interpretara que lo que se cobra con lo que pasaría a 
ser "la excusa" % entre comillas de los servicios regulatorios, se transformara en recaudación 
impositiva encubierta. En ese sentido, los puntos tienen que ser bien explícitos. La recaudación de la 
tasa regulatoria está prevista para el funcionamiento de la Unidad Reguladora. La prevención de que 
deba devolverse lo que sobre de su crédito presupuestal autorizado, lo que hace es dar garantías a 
todos aquellos que deben aportar esa tasa, por el motivo de que no se va a estar usando recaudación 
como un impuesto encubierto. Creo que eso es más trasparente y más sano. 


Por otra parte, esto no quiere decir que los dineros tengan que ir a la remuneración de los funcionarios; están 
para el funcionamiento de la Unidad Reguladora. Entonces, esa recaudación puede destinarse a 
remuneraciones, sí, pero también a gastos de funcionamiento e inversiones de una unidad que está operando 
de manera incipiente y con responsabilidades muy grandes. Si con el tiempo se entiende que lo que se 
recauda por esa vía excede las efectivas necesidades de funcionamiento del organismo de regulación, me 
parece razonable que por la vía de la tasa regulatoria se recaude menos, pero no que eso sirva para financiar 
cosas de manera menos transparente o de otra naturaleza presupuestal. Si se requieren otros mecanismos de 
financiación deben ser definidos de manera explícita, a fin de ser transparentes y de no irritar a nadie. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- La partida de $ 38:000.000 se destina toda a remuneraciones; está 
claramente establecido que es para compensar la diferencia que tienen los funcionarios por estar en 
comisión. Por ejemplo, a un funcionario proveniente de UTE que ganaba $ 20.000 y ahora está de 
Gerente y gana $ 75.000, se le paga la diferencia. Lo dice claramente: para compensar la diferencia. 


En el caso del agua el canon lo paga el Estado o sea que estamos sacando dinero a la OSE para pagar estos 
sueldos principescos y esta Unidad, que cada día tengo más dudas de si debe seguir existiendo. Creo que 
habría que derogarla porque no tiene razón de ser, porque está manejando organismos del Estado, 
prácticamente monopólicos. En el agua no va a haber nunca más competencia y en la energía está por verse. 


Ahora, el artículo anterior, que fija esas escalas salariales, ¿se va a seguir manteniendo? Nosotros lo 
queremos cambiar, pero no sabemos si en los aditivos presentados por el Gobierno está la idea de rebajar esos 
salarios. 


Reitero que esa partida de $ 38:000.000 es para pagar diferencias de salarios y está muy mal hecha la 
redacción. El señor Subsecretario tiene razón en cuanto a que podría entenderse como una tributación 
encubierta, pero entonces devolvámosle a OSE su plata, a UTE la suya y a ANCAP lo que le corresponde. 
Estos organismos van a tener mayor superávit y cuando el Estado pida colaboración a UTE, a ANCAP o al 
que sea, va a poder recibir más dinero en lugar de destinarlo al pago de los sueldos principescos de la 
URSEA. 


Creemos que hay que modificar este artículo; lo dijimos hace unos días y lo volvemos a decir hoy. El señor 
Senador Rubio dijo hace pocos días que esa partida iba a ser modificada. Usted me podrá decir que el 
Senador está opinando cuando no le corresponde porque el proyecto aún está en la Cámara de Diputados, 
pero me acotan que hay Diputados que también han declarado en ese sentido. Yo lo escuché decirlo al 
Senador Rubio y me dije: "Bueno, está bien, al menos algo de lo que hemos planteado en la Comisión ha 
generado sensibilidad y se está por modificar", pero ahora el Subsecretario me dice que no es así. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Cada vez tengo más dificultades de 
comunicación. Dije que lo que se recauda por tasa regulatoria debe destinarse al funcionamiento de la 
Unidad Reguladora y también dije que no solo se destina a remuneraciones sino a gastos de 
funcionamiento e inversiones. La recaudación de la tasa regulatoria es bastante más de $ 38:000.000. 


Se está valorando sí el hecho de que la implementación de la estructura funcional de la URSEA se haga de 
manera gradual, lo cual implicaría una reducción de lo que se destina a remuneraciones a lo largo del 
quinquenio. Eso no quiere decir que la diferencia pueda financiar créditos presupuestales de otros organismos 
que no sean de la URSEA; podrá transferirse y provocar una aceleración de las inversiones necesarias que 
tiene que hacer la URSEA, pero no puede financiar créditos presupuestales de fuera del organismo. 


En cuanto al segundo aspecto, no creo que este sea el ámbito para expresar consideraciones acerca de si debe 
existir o no el organismo regulador y qué roles tiene o debería tener, aunque todo el mundo sabe cuál es mi 
posición al respecto. 


Quiero dejar claro que los $ 38:000.000 que se prevén como retribuciones personales se pueden reducir, en la 
medida en que se establece un cronograma gradual de implementación para el organismo. No obstante, la 
diferencia que implicaría la aplicación de esa implementación gradual, puede pasar a financiar otros rubros 
de la Unidad Reguladora, pero no créditos presupuestales de otros organismos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ruego a los señores Diputados retomar la discusión del articulado, que fue el 
compromiso que asumiéramos oportunamente. Más allá de la flexibilidad, me da la impresión de que 
las posiciones están tomadas, y las constancias deben tener sus límites. 


Debe recordarse que a la hora 14 recibiremos a la ANEP. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El segundo y el tercer inciso del artículo 73 son muy claros, ya 
que establecen que estos $ 38:632.202 se destinan exclusivamente a sueldos. El inciso segundo 
establece: "El personal en comisión recibirá, por vía de compensación, la diferencia entre su 


remuneración de origen y la remuneración total [...]", y el tercero: "A efectos de cubrir las diferencias 
previstas, asígnase una partida anual de $ ? 38:632.202 (pesos uruguayos treinta y ocho millones, 
seiscientos treinta y dos mil doscientos dos), que incluye la previsión para aguinaldo y cargas sociales". 
Es decir, el artículo no establece que si las partidas no alcanzan se podrá cubrir con otros mecanismos, 
por lo que estas partidas son exclusivamente para sueldos. 


SEÑOR POSADA.- De acuerdo con lo que plantea el artículo 73, en el que se prevé un nivel de 
retribuciones y creación de cargos gerenciales en la URSEA, uno se plantea una reflexión. Claramente, 
hay una ausencia de reforma de las empresas públicas, y no solo en este Presupuesto -que en todo caso, 
no necesariamente debería estar incluido en esta norma; es más, creo que tendría que estar afuera-; es 
notorio que los compromisos asumidos por el Gobierno con el Fondo Monetario Internacional carecen 
de una expresión de reforma de las empresas públicas. 


A esta altura deberíamos reflexionar si organismos de esta naturaleza, con los cometidos que tiene la 
URSEA, tendrían que existir, si se justifica su existencia, sobre todo teniendo en cuenta que los actuales 
cometidos de esta Unidad Reguladora están vinculados a la importación, refinación, transporte, 
almacenamiento y distribución de petróleo, cuando sabemos que ANCAP es una empresa monopólica. 


Por otra parte, también esto está referido a las aguas servidas. Pues bien, se acaba de aprobar una reforma 
constitucional que establece que este cometido debe quedar absolutamente en manos del Estado. Asimismo, 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente nos propone crear una Dirección 
Nacional para controlar eso. En este caso, existe una clara superposición de los controles de ambos 
organismos. 


Otra de las competencias se vincula a la importación, transporte, almacenamiento y distribución de gas 
natural, cualquiera sea su origen, por redes, realidad que ha quedado superada por la situación generada, 
fundamentalmente, con la República Argentina. 


Realmente, uno siente temor de generar unidades como la URSEA en la órbita del Estado -que aparentemente 
se alimentará con una importante estructura salarial, y cuyos cometidos han quedado bastante vacíos-, sobre 
todo teniendo en cuenta la concepción del Gobierno, que claramente tiene mucho más que ver con la idea de 
mantener los monopolios del Estado en lugar de promover la competencia. 


SEÑOR TROBO.- Quiero dejar una referencia genérica relacionada con las unidades reguladoras. 


No me resisto a que el impulso monopolista que el Uruguay está sufriendo -seguramente es una fiebre 
momentánea- tenga además como consecuencia que terminemos con la idea de que los consumidores deben 
tener quién los defienda y, sobre todo los usuarios, quién controle la calidad, el precio y la competitividad 
internacional de los servicios. Que sean estas o no sean estas las unidades reguladoras, creo que es una 
cuestión de responsabilidad política muy grande: tener estos instrumentos que garanticen lo que corresponde. 
Si el Estado se ha reservado por decisión ciudadana la explotación de determinados servicios -idea que puede 
cambiar mañana-, alguien tiene que controlarlo. No existe el Gran Hermano, pero como usuario tengo 
derecho a que el Estado preste buenos servicios, que tengan buen precio y que sean muy competitivos a nivel 
internacional, porque de lo contrario, lamentablemente, terminaremos en la situación que vivieron los países 
con regímenes totalitarios en lo económico y lo político, en los que nadie se quejaba porque nadie podía 
evaluar si lo que le daban por lo que pagaba era lo que realmente tenía que recibir. En ese sentido, a pesar de 
que una Unidad Reguladora aparezca como carente de cometidos porque el Estado asumió plenamente la 
competencia del servicio, hay que actuar con más independencia, con mejores posibilidades técnicas de 
actuación y, sobre todo, determinar una política que haga que la opinión pública conozca permanentemente la 
relación que tiene la Unidad Reguladora con el prestador de los servicios, ya sea privado o público. 


Seguramente, este debate se lleve a cabo en otro momento, pero no quería dejar pasar la oportunidad para 
hacer esta reflexión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Creo que enviaré un Mensaje 
Complementario para financiar el sueldo de un comunicador que me ayude, porque al parecer no soy 
claro cuando hablo. 


El señor Diputado José Carlos Cardoso insiste en la formulación de los $ 38:632.202. Repito: tengo 
entendido que hay una flexibilización en cuanto a una implementación gradual de la Unidad Reguladora, y 
eso sí puede moverse dentro de lo que son los rubros presupuestales de la URSEA. Es decir, no tiene por qué 
destinarse los $ 38: 632.202 exclusivamente a salarios. 


Si esto quedó claro, me voy un poco más tranquilo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos al Inciso 24, "Diversos Créditos". 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Supongo que el artículo 366, que refiere 
al programa de salud bucal escolar; el 367 y el 368, vinculados con el programa transformación del 
Estado, y el 369, que tiene que ver con el programa de "knock out" a las drogas, ya fueron analizados 
en la comparecencia del Inciso de Presidencia de la República. 


Por lo tanto, creo que estaríamos eximidos de referirnos al respecto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, estos artículos ya fueron analizados. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Entonces, restaría analizar el 
artículo 370, que refiere a la cuota mutual para los funcionarios de la ANEP que aún no la tienen. 
Actualmente, tienen cuota mutual los funcionarios de Primaria, y este artículo prevé la partida 
presupuestal que amplía la cuota mutual para Secundaria y UTU. Se ha previsto que esto sea operativo 
a partir del segundo semestre de 2006, y por ese motivo esta partida es la mitad de las partidas de los 
años siguientes. Esto se acordó con las autoridades de la ANEP, en la medida en que ellos también 
entendían que todo el proceso operativo de este aspecto llevaría algunos meses, por lo que iniciarlo el 1” 
de julio de 2006 sería lo más razonable. Por lo tanto, con esta partida presupuestal se cubriría la cuota 
mutual de los funcionarios de la ANEP -que hasta el momento no lo estaban- a partir de la mitad del 
año que viene. 


SEÑOR POSADA.- Yo llamo la atención en cuanto a que hay una serie de artículos que no han sido 
considerados y no veo acá otro Ministerio para preguntarle sobre ellos que el de Economía y Finanzas. 
Me refiero a los artículos 389 en adelante, que tienen que ver con los Gobiernos Departamentales, que 
notoriamente son producto de un acuerdo que se ha llevado adelante, en el cual seguramente ha 
participado la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, el Ministerio de Economía y Finanzas y, por 
supuesto, el Congreso de Intendentes. No sé cuándo vamos a analizar estos artículos -esa es una 
pregunta que le formulo al señor Presidente y a la delegación-, sobre los cuales nos interesa, por lo 
menos, hacer algún tipo de comentario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la citación no se establecía lo referente a los Gobiernos Departamentales. 
Esto fue acordado por toda la Comisión porque cuando el señor Ministro preguntó, dimos a conocer 
los Incisos que faltaban y no se habló de Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- Simplemente, deseo enfatizar en lo que 
planteaba el señor Diputado Posada. Esencialmente, esto refleja el acuerdo que hubo a nivel de la 
Comisión Sectorial de Descentralización entre los delegados del Poder Ejecutivo y los del Congreso de 
Intendentes que, a su vez, aprobó esta solución por unanimidad. Obviamente, esto implica la fijación 
del porcentaje referido al artículo 214 de la Constitución con respecto a las transferencias a los 
Gobiernos Departamentales, así como a la distribución de las partidas, cosa que fue acordada. Desde 
ese punto de vista, el Poder Ejecutivo ha dejado claro que la distribución de los montos comprometidos 
iba a dejar que fuera resorte del Congreso Intendentes. Ellos fueron los que propusieron la 
formulación del reparto y también se fijaron los aspectos referidos al artículo 298 de la Constitución. 
Diría que los artículos que tienen que ver con los Gobiernos Departamentales reflejan el acuerdo entre 
el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes con respecto a las transferencias que hay partir del 
año 2006. Esto también incluye y prevé la realización de acuerdos de compromisos de gestión que se 
van a instrumentar, a fijar sus pautas y a acordar a nivel de la Comisión Sectorial de 
Descentralización. 


SEÑOR POSADA.- En lo personal, deseo hacer un comentario sobre el artículo 390. Este artículo 
establece que de la partida resultante -la referida al artículo 389, que es la que surge del acuerdo entre 
el Poder Ejecutivo y el Congreso de Intendentes- se deduce, por un lado, el mantenimiento de la red 
vial departamental -se habla de un 13,07%- y, por otro, se establece una deducción destinada a pagar 
los aportes patronales y personales a la seguridad social que le correspondan en forma directa a los 
organismos destinatarios del pago. 


En primer lugar, está ese 13,07%, que se destinará a la Intendencia de Montevideo. La referencia a la 
Intendencia de Montevideo tiene que ver con los mayores aportes que paga con relación al resto. 


Deseo señalar que hay dos situaciones distintas. La primera es que se está disminuyendo la partida que 
corresponde distribuir para hacerse cargo de esa mayor imposición que tiene en materia de aportes patronales 
el departamento de Montevideo. En definitiva, se rebaja la partida general para terminar de pagar al Banco de 
Previsión Social. 


Lo segundo es que persiste la situación de injusticia con relación al departamento de Montevideo. Lo que uno 
se pregunta es cuál es la razón por la que la Intendencia de Montevideo tiene mayores aportes a la seguridad 
social que el resto de las Intendencias. ¿Cuál es el fundamento que hace que la Intendencia de Montevideo 
tenga esos mayores aportes? Esta es una situación de injusticia que se viene arrastrando desde hace mucho 
tiempo. Y en lugar de corregirse la situación que la origina, se sigue prorrogando en el tiempo y afectando la 
partida que se estableció oportunamente en la reforma constitucional y que está referida en el artículo 389 de 
este Presupuesto. 


SEÑOR MUJICA.- Tuvimos oportunidad de recibir acá a todos los Intendentes y se discutió el acuerdo 
que habían logrado con el Gobierno Central. Fue una oportunidad muy interesante porque, entre otras 
cosas, se dio un enfrentamiento muy grande entre la interpretación del acuerdo que hacía la bancada 
del Partido Nacional y la de los Intendentes de ese mismo Partido. Todos los Intendentes -incluyendo el 
de Montevideo; también habló una delegación de la Intendencia- han dicho que este es un acuerdo 
sumamente favorable para los intereses de todos. Esto no quiere decir que el señor Diputado Posada no 
tenga derecho a pensar que no es bueno -por supuesto que lo tiene-, pero si los interesados nos vienen a 
decir que es un muy buen acuerdo -algunos de ellos contradiciendo a la bancada de su propio Partido-, 
en lo que a mí respecta es cosa juzgada. 


SEÑOR POSADA.- Pienso que los aspectos relativos a la justicia en materia tributaria nunca son cosa 
juzgada. En todo caso, habría que tender a que los aportes de los distintos organismos -en este caso las 
Intendencias- sean equitativos. Cuando no lo son -así se haya llegado a este acuerdo y haya sido 
refrendado por la Intendencia de Montevideo- corresponde plantearlo, y considero que es parte de mis 
obligaciones como Representante de este departamento. 


SEÑOR TROBO.- En la versión taquigráfica quedó constancia de un enfrentamiento entre los 
Intendentes del Partido Nacional y su bancada; no es así, porque el que asistió a la reunión va a 
encontrar que los temas se plantearon desde distintos puntos de vista, como también surge claramente 
de la versión taquigráfica. Primero, no habló la bancada del Partido Nacional, de manera que no se 
puede invocar su condición de tal; hablaron varios parlamentarios del Partido Nacional, uno de los 
cuales fui yo, que me referí al origen de la reforma constitucional para la descentralización y a su 
sentido. También hablé de la participación del Parlamento en la asignación de recursos a los 
Municipios. Por más que los señores Intendentes hayan hecho un acuerdo en el Congreso y con el 
Gobierno para la asignación de recursos, a mí nadie me saca de la cabeza que el que tiene que 
determinarlo es el Parlamento. Creo, francamente -lo repito con respeto por los que hicieron el 
acuerdo-, que los Intendentes le sustrajeron al Parlamento la instancia de negociación necesaria para 
que se fijaran los montos. También digo que el Gobierno estuvo muy inteligente, ya que buscó un 
acuerdo antes de llegar al Parlamento; es una cuestión de estrategia política. Pero yo creo que el tema 
debe analizarse en forma abierta, para resolverlo y cerrarlo aquí, como corresponde, porque acá está 
la representación ampliada de lo que representan los señores Intendentes. Digo con absoluta claridad y 
tranquilidad de espíritu: estoy en desacuerdo con esta fórmula, pero si los Intendentes están de 
acuerdo, está bien, pues son ellos los que recibirán los recursos; después veremos. 


También quiero subrayar lo que se dijo por parte de un Diputado nacionalista. A su juicio, el acuerdo que los 
Intendentes habían firmado, entre los cuales está su Intendente -que es específicamente el del departamento 
de Maldonado-, es perjudicial para los intereses económicos de su departamento. Eso se dijo, reitero, y lo 
dijo un Diputado del Partido Nacional. ¿Eso es un agravio a los Intendentes como cuerpo? No; seguramente 
es un reclamo al Intendente de Maldonado que individualmente admitió que en un pacto se le quitaran 

US$ 20:000.000 en todo el Período. Esas son las realidades y a eso nos referimos individualmente y no como 
colectivo de representantes del Partido Nacional. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS.- No hay mucho para agregar al respecto. 


Nosotros consideramos que el planteamiento del señor Diputado Posada es totalmente de recibo, y vamos en 
camino a la equiparación de condiciones para todas las Intendencias. Con este Presupuesto y este acuerdo se 
dieron pasos gigantes hacia la equiparación de situaciones entre todas las Intendencias. La incorporación de 
Montevideo a este mecanismo ya es una señal muy fuerte. No hay una reducción de partidas por el hecho de 
que se incorpore Montevideo, porque eso está más que compensando con el aumento global de la partida que 
se va a transferir e, inclusive, se fijaron montos mínimos que pueden estar por encima del porcentaje 
predeterminado, precisamente para garantizar que el ingreso de Montevideo a este mecanismo no generará 
ningún tipo de trauma a los otros dieciocho Gobiernos Departamentales. 


La forma de distribución fue determinada por el Congreso Nacional de Intendentes y, en ese sentido, el Poder 
Ejecutivo también lo avala. 


Por lo tanto, tendremos elementos para complementar en el futuro y para llegar a una situación ideal: que las 
Intendencias estén exactamente en las mismas condiciones. Hemos dado un paso que abarca el 90% de ese 
trayecto, y compartimos el objetivo planteado por el señor Diputado Posada. 


La reformulación de estas cosas implica desafectaciones de rentas; es decir, estos porcentajes, como el 

13,07% o el 5,75%, son toda una obra de ingeniería que apuntan a explicitar lo que cada una va a recibir de 
manera transparente y no en función de recaudaciones de IMESI y demás. O sea que la misma lógica de las 
bondades de las desafectaciones de rentas se aplicó también para el caso de los Gobiernos Departamentales. 


Desde el punto de vista de la técnica presupuestal y de la transparencia, creemos que se ha dado también un 
paso adelante muy importante, que llevó a ese acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el Congreso Nacional de 
Intendentes en el ámbito que la Constitución prevé, la Comisión Sectorial de Descentralización, que es la que 


debe asesorar al Poder Legislativo -que, obviamente, tiene la última palabra- con respecto a las transferencias 
a los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Subsecretario de Economía y Finanzas y 
del resto de la delegación. 


Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 13 y 18) 
———Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 30). 


(Ingresa a Sala una delegación de la ANEP) 


Damos la bienvenida a la delegación de la ANEP. Por el Consejo Directivo Central asisten su 
Presidente, doctor Luis Yarzábal, su Vicepresidente, profesor José Pedro Barrán, el Consejero maestro 
Héctor Florit, la Consejera profesora Lilián D'Elía, el Secretario Técnico Docente profesor Martín 
Pasturino, la Gerenta Económico Financiera, contadora Laura Cayón, y la Asesora Letrada, doctora 
Silvia Suárez; por el Consejo de Educación Primaria, la Directora General, Inspectora Edith Moraes, y 
el Consejero maestro Oscar Gómez; por el Consejo de Educación Secundaria, la Directora General, 
profesora Alex Mazzei, y el Consejero profesor Alfredo Guido; por el Consejo de Educación Técnico 


Profesional, el Director General, profesor Wilson Netto, el Secretario del Consejo, profesor Osvaldo 
Fernández, el Secretario Personal del Director General, profesor Juan Echenique, y el Consejero 
maestro Juan José De Los Santos; y, por la Dirección de Formación y Perfeccionamiento Docente, su 
Director Ejecutivo, profesor Oruam Barboza, la Directora del Área Magisterial, maestra Cristina 
Hernández y la Directora del Área de Educación Media, profesora Margarita Arias. 


Esta convocatoria tiene como fin considerar el Inciso 25 del Presupuesto Nacional 2005-2009 para la 
Administración Nacional de Educación Pública. A tales efectos, con mucho gusto les cedemos la palabra. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Muchas gracias, señor Presidente. 


De contar con la venia de la Mesa, haremos una presentación dividida en seis partes. En primer lugar, haré 
una introducción sobre el asunto que nos convoca y, posteriormente, los Consejeros Héctor Florit y Lilián 
D'Elía y el Vicepresidente José Pedro Barrán, en ese orden, presentarán de manera sucinta las propuestas que 
ANEP ha elaborado para los niveles de Educación Primaria, Educación Secundaria y Formación Docente. El 
Secretario Técnico Docente Martín Pasturino presentará lo correspondiente a la Educación Técnico 
Profesional y la contadora Laura Cayón la estructura del Presupuesto. El cierre estará a mi cargo. 


En esta ocasión no voy a argumentar respecto a la importancia de la educación para nuestra sociedad y para 
cualquier población humana. Me consta que la tradición del pueblo uruguayo y la de esta Cámara, así como 
los debates de estas últimas semanas en torno a la prioridad que el próximo Presupuesto tendría que asignar 
al sector de la educación, tornan esta argumentación innecesaria. Reiteraré solamente algunas cifras que me 
parecen relevantes. 


Por ejemplo, en la actualidad la Administración Nacional de Educación Pública está atendiendo a 740.361 
estudiantes en 2.731 establecimientos, con un personal docente, administrativo y de servicio que alcanza a los 
51.192 funcionarios. Estos datos muy simples demuestran que el sistema de educación constituye la principal 
expresión del espacio público para la mayor parte de los uruguayos. Nos consta que nuestra sociedad y la 
educación en ella está viviendo una etapa de cambios, de transición, de definición más ajustada de sus 
objetivos y estrategias generales y de readecuación. Por ese motivo estamos presentando un proyecto de 
Presupuesto que expresa convicciones y que define metas en función de ello, pero que a la vez reconoce la 
posibilidad de los cambios, ajustes y rediseños necesarios a lo largo de todo el quinquenio. Queremos 
destacar que nuestra propuesta presupuestal se construyó sobre la participación de los diversos actores de la 
ANEP y con el objetivo de que las cifras constituyan el reflejo financiero de un Plan Quinquenal de Gestión 
debatido y consensuado. 


Hemos logrado definir conjuntamente lineamientos y objetivos estratégicos, así como metas e indicadores 
que nos permitan realizar un seguimiento permanente de nuestra gestión. Entendemos, al respecto, que la 
formulación presupuestal tiene sentido si se la acompaña de los elementos necesarios para realizar un 
monitoreo de lo que le sigue en términos de ejecución. 


De manera que presentamos un proyecto de Presupuesto que está llamado a mejorar la calidad de las 
instituciones educativas actuales y a introducir importantes cambios en ellas, tanto en las finalidades y 
contenidos de la acción educadora, como en la gestión de sus servicios. 


¿Cuáles son, a nuestro juicio, los grandes desafíos que enfrenta actualmente el sistema educativo? Algunos de 
los problemas que afectan hoy a la educación se hacen sentir en las aulas, pero surgieron fuera de ellas. El 
medio económico, social y cultural que opera en los centros docentes constituye un factor que incide 
poderosamente en los procesos educativos y en sus resultados. Tampoco me voy a extender en esta parte; 
todos sabemos con qué gravedad la pobreza está golpeando a nuestros niños y adolescentes. Pero sí quisiera 
aportar algunas informaciones objetivas acerca de los efectos concretos de las condicionantes extra escolares 
en los resultados del esfuerzo educador 


Nuestros educandos, en todos sus niveles y modalidades, presentan graves desigualdades de origen. 


Educación Primaria actualmente atiende a cuatrocientos cuatro mil niños, y se puede estimar en 60% el 
porcentaje de alumnos de ese subsistema que vive en hogares ubicados bajo la línea de pobreza, al extremo 
de que uno de cada diez niños en edad escolar no puede satisfacer ni siquiera sus necesidades alimenticias. 


Como consecuencia, el crecimiento de la pobreza está siendo acompañado por un preocupante deterioro en el 
Estado nutricional de buena parte del alumnado de las escuelas públicas. 


La Educación Secundaria, que en la actualidad atiende a doscientos treinta y ocho mil estudiantes, ha crecido 
considerablemente y está logrando la incorporación de importantes contingentes de adolescentes 
provenientes de las áreas menos favorecidas. El sistema educativo no logra neutralizar la desigualdad social; 
más bien la refleja, la reproduce y, a veces, la puede agravar. Solo el 29% de los jóvenes provenientes del 
20% de los hogares más pobres completan la Educación Media. En contrapartida, el 78% de los provenientes 
del 20% de los hogares con mayores ingresos completan ese nivel de Educación Media. Más de un tercio de 
los estudiantes de primer año de liceo provenientes de contextos socioculturales muy desfavorables repitieron 
el curso. Es importante tener en cuenta que para el año 2009 se espera que la matrícula de Educación 
Secundaria aumente en más de cincuenta mil alumnos. 


En la Educación Técnico-Profesional, a la que asisten sesenta y nueve mil estudiantes, casi cuatro de cada 
diez alumnos pertenecen al quintil de hogares de menores ingresos. Cuando se evalúan los resultados de esta 
composición del alumnado en términos de aprendizaje -como se ha hecho en el informe PISA del año 2003- 
se comprueba la correlación que existe entre los niveles socioeconómicos de los alumnos y su rendimiento 
escolar, con grandes diferencias entre los sectores más desfavorecidos y los de mayor nivel socioeconómico. 
También en este subsistema para el año 2009 se espera un crecimiento significativo de la matrícula de 
aproximadamente trece mil alumnos. 


La pobreza atraviesa pues el sistema educativo uruguayo como un factor perverso, creciente, de incidencias 
múltiples, algunas de ellas definitivas sobre los resultados de la educación, tanto cuando se les mide 
cuantitativamente como cuando, en sus efectos -difícilmente mensurables, pero sí perceptibles sobre el futuro 
de los educandos y las condiciones de trabajo de los trabajadores- se efectúa la valoración. 


Por eso el proyecto de Presupuesto que entregamos a esta Comisión presenta como una de sus líneas de 
política educacional el fortalecimiento de la educación pública en tanto estrategia para la integración social e 
incluye algunas medidas concretas que no pueden aspirar a eliminar la pobreza en las aulas -tarea 
intersectorial y a largo plazo- pero que procuran neutralizar sus efectos. Sin perjuicio de reconocer el peso de 
los factores extra educativos enfrentamos también, como derivación inevitable de los mismos, problemas 
propios del sistema de educación que este proyecto se propone corregir. Así, por ejemplo, las tasas de 
repetición en los seis años de la educación primaria se sitúan hoy en el 8,6%. La repetición escolar se 
reproduce y se acumula de tal modo que en el ciclo básico de la Enseñanza Media el 29% de los alumnos 
presenta edades superiores a las correspondientes al nivel que cursa. Solo uno de cada cuatro niños que 
ingresan al sistema escolar logra completar los seis años de la educación secundaria antes de alcanzar los 
veintiún años de edad. 


Algunas matrículas han crecido considerablemente en años recientes; tal es el caso de la educación inicial, la 
educación secundaria y la formación docente. No ha sucedido lo mismo con los recursos, fundamentalmente 
los económicos y los docentes, que deberían acompañar el incremento de la demanda. 


Estos factores y otros a los que me referiré más adelante, son causa de fracaso escolar, que no solo se limita a 
afectar a los estudiantes sino que también evidencia fracasos más compartidos como el del sistema educativo 
y el de la sociedad en su conjunto. 


Muchas de las medidas que hemos incluido en este proyecto de Presupuesto están orientadas a convertir este 
sistema ineficiente, inequitativo y expulsor de alumnos adolescentes, en un sistema capaz de confirmar 
nuestro compromiso a favor de la real vigencia de la igualdad de oportunidades. 


La lista de grandes problemas es muy extensa y no disponemos de tiempo para desarrollarla. Quiero 
referirme a algunos aspectos, en especial los relativos al personal docente. 


Con respecto al salario de los docentes, solamente diré que, aunque Uruguay figura entre los países que el 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo considera de desarrollo humano alto, el salario inicial 
con que se retribuye a nuestros maestros apenas equivale a la cuarta parte del promedio que se registra en ese 
grupo. Me parece que no es justo que el país esté bien situado en términos de desarrollo humano y que ese 
logro se sostenga en el sacrificio de uno de los colectivos profesionales que más contribuye a que alcancemos 
ese índice de desarrollo. De ahí la prioridad que tiene en nuestro proyecto la recuperación salarial. 


Pero también hay otros problemas para los que estamos proponiendo algunos correctivos. Me refiero, por 
ejemplo, a las fallas de formación -en parte resultan de la coexistencia de planes de estudio múltiples y 
contrapuestos-, al número insuficiente de profesores titulados en educación secundaria y técnica, 
especialmente en el interior, a la superpoblación de las aulas de clase, a la excesiva rotación del personal en 
los centros docentes, a la verdadera explotación laboral que significa que el 44% de los profesores de 
secundaria y el 45% de los maestros de la educación técnico profesional dicten a la semana más de cuarenta 
horas de clase, a la falta de oportunidades de actualización y de mejoramiento profesional, a las malas 
condiciones del medio en que actúan maestros y profesores en las zonas rurales y suburbanas marginales y a 
la falta de suficiente orientación pedagógica y del imprescindible estímulo profesional y moral. 


Estamos, pues, ante docentes mal pagos, que deben realizar una rotación permanente entre los distintos 
centros educativos y que trabajan un gran número de horas en contextos altamente exigentes; además, la 
valoración social de la labor que desempeñan no se traduce en los niveles de retribución y hace que los 
profesionales se sientan escasamente reconocidos. 


En múltiples ocasiones, esta Cámara ha rendido homenaje a educadores destacados. Cada debate sobre el 
Presupuesto es una oportunidad para materializar ese homenaje. 


Nos complacería poder dialogar sobre estas cuestiones porque de ellas depende, en inmensa medida, la 
superación de las dificultades actuales. 


¿Cuáles son los principios que orientarán nuestra conducción en el quinquenio? En la Comisión de 
Educación y Cultura de esta Cámara ya nos hemos referido a lo que podríamos denominar los principios 
clásicos de nuestra educación: laicidad, gratuidad, obligatoriedad, participación, autonomía y democracia; 
para ahorrar tiempo no los voy a analizar. 


Quisiera comentar tres ideas fuerza que atraviesan transversalmente los diferentes Capítulos de este proyecto 
de Presupuesto. La ANEP aspira a poder avanzar en la materialización del concepto de educación para todos, 
de calidad de los procesos educativos y en la idea de educación a lo largo de toda la vida. 


El artículo 26 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 1948, dice que toda persona tiene 
derecho a la educación. El reconocimiento de la educación como un derecho será, sin duda, una de las 
declaraciones más enfáticas de la futura ley de educación. Ahora bien: una proporción todavía considerable 
de preescolares y de adolescentes no está ejerciendo el derecho a educarse. Mucho menos lo ejerce la 
mayoría de aquellos ciudadanos uruguayos que han llegado a su edad adulta sin haber podido cumplir con las 
etapas obligatorias por mandato constitucional. Nos corresponde asegurar la aplicación de esta disposición. 


También aspiramos a que la educación sea de alta calidad; con la ayuda de algunos indicadores, como las 
tasas de alfabetismo y de escolarización, la igualdad entre los géneros, las tasas de repetición y de deserción, 
los resultados obtenidos ante pruebas de examen, el porcentaje de educadores titulados, el gasto educativo y 
otros similares, hemos visto que no lo estamos logrando en la medida deseable, tanto por factores 
extraeducativos como intraeducativos. 


Además, los indicadores de uso internacional -frecuentes en la apreciación de la calidad- a nuestro juicio no 
alcanzan para evaluar la calidad de la educación. En definitiva, lo que está en juego son los procesos de 
enseñanza-aprendizaje, tal como inciden en el alumno y no solo en el sistema educativo. Este concepto 
ampliado de la calidad reposa tanto en el saber como en la gravitación de ese saber en la vida presente y 
futura del educando. Asimismo, requiere docentes éticamente comprometidos y que el sistema educativo 
defina con precisión los valores a cuyo servicio está. 


También aspiramos a ofrecer educación a lo largo de toda la vida, es decir, a responder con programas 
adecuados al enfoque denominado, desde hace ya décadas, de educación permanente. Todos necesitamos la 
educación permanente y todos, a veces por las vías más informales, continuamos educándonos. Pues bien, se 
trata de que el Estado asuma la gran tarea de ofrecer a los ciudadanos no solo oportunidades de completar su 
educación formal -sobre todo en los tramos básicos insatisfechos-, sino también de ampliar sus horizontes 
cognitivos y culturales mediante programas de educación no formal de jóvenes y de adultos. 


El proyecto de Presupuesto que presentamos procura avanzar mediante propuestas concretas en estas líneas, 
que son correctoras porque hoy -digámoslo con franqueza- nuestra oferta educativa no es para todos, no tiene 


calidad suficiente y no alcanza a dar seguimiento a las necesidades educacionales que surgen en la edad 
adulta. 


Quisiera subrayar, siempre dentro de este capítulo de los grandes principios rectores, que consideramos a la 
educación pública como uno de los espacios más adecuados para el ejercicio activo de la ciudadanía 
mediante prácticas participativas y la vivencia cotidiana de la democracia. La consolidación de prácticas 
participativas ha de ser la expresión del derecho de los miembros de la comunidad educativa a colaborar en la 
concepción, desarrollo y evaluación de los procesos educativos. Ello supone sumar a las capacidades y 
responsabilidades técnico políticas del Estado, el inmenso potencial de interés y de saber que poseen los 
docentes, los estudiantes y los padres de familia con sus respectivas asociaciones. Son recursos que en esta 
hora de estrechez, de reconstrucción y de optimismo no deben quedar al margen del inmenso esfuerzo 
realizado. 


Esperamos que estas ideas penetren en la pedagogía, en la metodología y en la gestión, y contribuyan a 
fortalecer los lazos de identificación y pertenencia con los centros educativos, mejoren el clima de 
convivencia interna en los centros docentes, den nuevos estímulos a la responsabilidad juvenil y favorezcan 
la mejor relación entre géneros mediante una acción decidida, que hoy se ha hecho insoslayable en la 
educación sexual como parte de la formación integral de niños y jóvenes, es decir, de la construcción y 
autoconstrucción de la persona. 


Uruguay presenta un notorio rezago en materia de ciencia y tecnología y de la necesaria inversión pública en 
aspectos tan determinantes del progreso nacional como son la creación, apropiación y aplicación del 
conocimiento y el desarrollo de un sistema nacional de innovación. Desde una perspectiva humanista, la 
educación ha de contribuir a sentar las bases para que cada persona asigne a la ciencia y a la tecnología el 
lugar que le corresponde en su realización personal y en el avance colectivo. Estamos en el siglo XXI y en 
esta época es imposible lograr el desarrollo social sin el estudio, la comprensión y la aplicación de los 
conocimientos científicos y sin la disponibilidad de un amplio sector de ciudadanos que sepa servirse de los 
avances tecnológicos para propender a un uso generalizado de saberes cada día más enriquecidos y diversos. 
Sin duda, corresponde a la Universidad el mayor papel en esta materia, pero los cimientos están en la 
educación básica, donde debemos alcanzar mejores niveles de desarrollo cognitivo y actitudinal respecto al 
conocimiento científico y tecnológico, presididos todos por valores éticos imprescindibles e irrenunciables. 


Sobre este particular, notarán los señores Diputados que en los diversos capítulos del proyecto de 
Presupuesto hemos subrayado la necesidad de ampliar el conocimiento informático en escuelas y liceos. 
También notarán el propósito de la educación técnico profesional en cuanto a establecer un vínculo lo más 
estrecho posible con el modelo de crecimiento económico del país, lo que supone la disponibilidad de medios 
y una mejor articulación con la actividad productiva. Es en esta área que se encontrarán propuestas muy 
concretas para el desarrollo de la educación terciaria tecnológica a nivel nacional, mediante el planeamiento y 
la instrumentación de varias carreras cortas en forma coordinada con la Universidad de la República. 


En suma, el Presupuesto que estamos presentando apunta a desarrollar cinco líneas fundamentales de cambio. 
En primer lugar, la promoción de la educación como uno de los derechos humanos fundamentales. En 
segundo término, la democratización real, efectiva y generalizada del sistema educativo. En tercer lugar, la 
adecuación de la enseñanza técnica a un nuevo modelo de desarrollo económico y social del país. En cuarto 
término, la constitución de un auténtico sistema nacional de formación y perfeccionamiento docente. Por 
último, la transformación y modernización de la gestión de la ANEP en todos sus niveles. 


Con estas guías, ANEP formuló un plan estratégico de gestión para el quinquenio y planes anuales de gestión 
asociados. Dicha formulación fue realizada en un contexto de amplia participación. Los Consejos 
desconcentrados y los programas presentaron sus propuestas de políticas y estrategias, produciéndose 
distintas instancias de intercambio al respecto. Se identificaron los destinatarios de los distintos objetivos y 
metas y se construyeron indicadores que permitirán realizar el seguimiento de la gestión. Esta metodología 
tiene como objetivo asegurar la transparencia y la rendición de cuentas a la ciudadanía sobre los destinos que 
se habrán de dar a los recursos de la ANEP. 


La propuesta plantea cinco lineamientos estratégicos básicos. En primer lugar, facilitar la incorporación 
inicial al sistema. En segundo término, aumentar la retención y el egreso de la educación media. En tercer 
lugar, mejorar la calidad de la enseñanza a todos los niveles. En cuarto término, adecuar la educación técnico 
profesional al desarrollo sostenible. Por último, transformar la gestión general del sistema y los centros 


educativos. En cada uno de los niveles esta visión general está recogida y será presentada a continuación por 
los Consejeros y el Secretario Técnico Docente. 


Invito, entonces, al Consejero Florit a presentar la situación de Educación Primaria. 


SEÑOR FLORIT.- Vamos a referirnos brevemente a educación primaria. En primer lugar, 
quisiéramos enmarcar la propuesta de Presupuesto en un contexto social, que aunque sea conocido por 
todos no deja de tener un peso relevante cuando se piensa en una institución que atiende prácticamente 
el 100% de los niños y que concentra la participación pública en los sectores de pobreza. Es decir, hay 
escuelas donde nueve de cada diez niños pertenecen a los sectores de pobreza. 


Una rápida caracterización del contexto social está signada por la caída del ingreso familiar, la infantilización 
de la pobreza -o la pauperización de la infancia, como le gusta decir a la Consejera-, una fuerte segregación 
residencial, que por ser continua y discreta no percibimos en todo su impacto -barrios encerrados tras rejas y 
barrios "guetizados" en la periferia montevideana-, un debilitamiento de las redes sociales con las que 
siempre contó la escuela pública, el aumento de la violencia -muchas veces es noticia, pero se vive todos los 
días en los entornos de las instituciones escolares- y la inestabilidad de las familias. Pensar que el número de 
divorcios es similar al de los contratos matrimoniales es un indicador significativo de hasta qué punto los 
niños nacen y crecen en hogares donde los referentes adultos son cambiantes, inestables y a veces están 
ausentes. El embarazo adolescente es otro dato que está evaluado como indicador en algunas de las 
mediciones de aprendizaje y está fuertemente asociado a los peores resultados en los rendimientos 


El contexto de pobreza creciente nos permite decir que dos de cada tres niños están por debajo de la línea de 
pobreza en el primer tramo etario y cuatro de cada diez en el segundo tramo del grupo de edades entre seis y 
doce años, cuando el promedio es dos quintos. Me parece ilustrativo pensar que cuando hablamos del 
presupuesto educativo, nos estamos refiriendo al presupuesto que focaliza su gasto en estos dos tercios de 
niños pobres o en este porcentaje que siempre está por arriba del 50% y que representa a los castigados a 
partir de una distribución muy inequitativa del ingreso. 


La segunda dimensión que debemos considerar es el contexto educativo. Aquí tomamos algunas referencias 
también conocidas por todos, pero que repasaremos porque es bueno hacerlo. Está la asignación presupuestal 
insuficiente y la persistencia de conflictos y discusiones de larga data -diría desde la restauración 
democrática-, ya que hay asuntos que no fueron laudados y que son reiterados en la discusión ciudadana, 
sindical y a través de los medios. ¿Cuáles son los niveles de participación de las gremiales y de las familias? 
¿Cuál es el control ciudadano? También está la reivindicación reiterada de algunos sectores empresarios 
educativos sobre el subsidio. Asimismo, la reivindicación del salario docente y la pertinencia o no de los 
proyectos internacionales. Diría que estos son algunos de los temas que se han mantenido como eje de 
debate. 


En cuanto a la fuerte expansión de la educación inicial, estamos notando un indicador de claro signo positivo: 
el modesto aumento en términos numéricos de las escuelas de tiempo completo: 26.000 o 27.000 niños en 
más de 400.000 ubican la escasa cobertura que tiene esta modalidad, que se ha demostrado eficiente para 
atender situaciones de pobreza. Las otras propuestas focalizadas en escuelas de contexto crítico, internados 
rurales y otras experiencias tampoco han tenido consistencia como propuesta pedagógica que vincule la 
modalidad con el resultado de los aprendizajes. 


La ruptura del pacto escuela-familia es un asunto que debemos reflexionar, pensando en qué medida la 
escuela, históricamente, sustentaba buena parte de los aprendizajes de los niños en una continuidad entre lo 
que enseñaba el maestro y lo que los padres se aseguraban que el niño aprendiera a través del mágico 
instrumento que eran los deberes. Hoy esa continuidad educativa se rompió y tenemos que pensar en 
instituciones que puedan atender integralmente al niño. 


Debemos considerar también la segmentación educativa, las escuelas de contextos medios y las que se 
caracterizan por estar ubicadas en barrios con situaciones más conflictivas, por lo que sucintamente nos 
referimos a escuelas pobres para pobres. 


El escaso tiempo pedagógico es un tema que nos debemos desde hace cuarenta años, en el sentido de que la 
propuesta de la CIDE de alcanzar un mínimo de 800 horas o 200 jornadas de clase también está en el debe y 


en la preocupación. 


El tercer marco de referencia es la cuestión docente y algunos elementos significativos del magisterio 
uruguayo en el contexto latinoamericano, que tienen que ver con el cien por ciento de titulación y la 
homogeneidad de la formación inicial. Como elementos negativos podemos citar la persistencia del malestar 
docente vinculado no solamente al tema salarial sino también al desprestigio derivado del estatus social y el 
respeto profesional. 


La práctica de la negociación en los Consejos de Salarios nos permitió instaurar un ámbito en el que 
debatimos este tema a la luz del mejoramiento de la calidad de la educación y la revisión del escalafón 
docente; eso tiene que ser una propuesta vinculada al desarrollo profesional. 


Por otra parte, debemos considerar la fuerte representatividad gremial debido a un sindicalismo uruguayo 
unitario, clasista y representativo, que es una referencia ineludible y un capital de toda la sociedad y también 
de la Administración de la Educación Pública. 


Sin lugar a dudas, las escasas oportunidades de perfeccionamiento también contribuyen con el malestar 
docente. Estamos cumpliendo diez años sin Instituto Magisterial Superior. En el año 2005 se cumple una 
década del cierre de ese Instituto que fuera el lugar de posgrado de excelencia, de encuentro, de superación 
del magisterio. Esta Administración se ha comprometido a generar ese espacio de especialización, 
perfeccionamiento y posgrado. 


La alta rotación docente también está bastante bien demostrada. Algo más del 50% de los maestros se 
renuevan cada dos años; es decir que tienen menos de tres años de continuidad. Esto constituye un recorrido 
perverso muy bien conocido por los compañeros maestros y profesores aquí presentes, por el que se entra a la 
profesión por el lugar más difícil, que es la escuela rural mal ubicada o de contexto crítico donde la situación 
es muy compleja para el desarrollo profesional, y a través de saltos, cada dos años, se van acercando a las 
ubicaciones más próximas a las ciudades o centros. Esta carrera paralela, perversa, por la que se asignan a los 
contextos más difíciles los maestros más novatos y a los niños que tienen más sostenes socioculturales los 
mejores maestros, es uno de los elementos determinantes de la segmentación de los aprendizajes. 


Finalmente, debemos considerar los pocos estímulos existentes para el desarrollo profesional. Ese tema 
también ha sido estudiado a nivel latinoamericano. Todos recordamos los estudios de Tedesco que señalaban 
que la única forma de avanzar en la carrera era el costo de dejar de estar en el aula. Quienes avanzan en la 
carrera somos quienes dejamos el aula y pasamos a una Dirección o Inspección. 


En el cuadro siguiente aparece una comparación a la que el Director Nacional ya aludió. Allí se demuestra 
que tenemos niveles de retribución similares a los de Perú, con una formación bastante distinta y resultados 
educativos también diferentes. 


El cuarto entorno está constituido por los alumnos y los aprendizajes y allí aparece cómo caracterizaríamos al 
alumnado y el aprendizaje en la escuela pública hoy, el acceso y el egreso prácticamente universal 
admitiendo que hay fenómenos de extra edad, de asistencia intermitente y algunas situaciones muy próximas 
al abandono constituidas por aquellos que asisten menos de setenta días al año a clase, lo que alcanza un poco 
más del 1% de la matrícula. Seguramente, estos últimos son los porcentajes que incluyen las caras de los 
chicos que están en los semáforos. 


También debemos considerar la alta repetición asociada al fracaso y un programa obsoleto, con casi 
cincuenta años, que seguramente debe ser objeto de revisión y consulta. Tenemos aprendizajes fuertemente 
estratificados y buenos resultados en tiempo completo. La repetición tiene impactos económicos y también 
desde el punto de vista de la autoestima de los muchachos y de su expectativa en relación a su desarrollo 
ulterior. 


Vale la pena ver la siguiente diapositiva con respecto al tema de los aprendizajes y la repetición. La última 
columna refiere al año 2004. En el quintil correspondiente a las escuelas que atienden contextos muy 
favorables la repetición de primero a sexto es muy pequeña, un 4%, y en el contexto muy desfavorable, casi 
en el otro extremo, alcanza casi un 11%. Si esto se ordena estrictamente según el contexto sociocultural da un 
promedio del 8,6%, que es algo mejor que el que se registraba algunos años antes. Es interesante observar 
que el abatimiento de la repetición que cae por debajo del 10% se empieza a establecer como una constante a 


partir de los años 2003 y 2004. Al observar esta gráfica debemos recordar que en el contexto más 
desfavorable uno de cada nueve o diez niños repite, y en el muy favorable, la cifra de repetición es de un 4%. 


Digo esto para vincularlo con la gráfica siguiente, en cuya última columna de la derecha aparecen los niveles 
de suficiencia en lengua. En las pruebas de evaluación de aprendizaje del año 2002, se aprecia que en los 
contextos muy favorables más del 95% tiene nivel de suficiencia. Hay una fuerte correlación entre los que 
saben y los que son promovidos. Hay cerca de un 5% que no aprendió lo suficiente y un 4% de repetición. 


Esto, que de alguna manera es la transparencia y resultado entre aprendizaje y la sanción de promoción 
repetición, no se mantiene. En el contexto muy desfavorable hay un 54% de niños que efectivamente 
aprendieron, pero fue promovido casi el 90%. Es decir, hay un agujero que corresponde a la promoción, sin 
un correlato de aprendizajes significativos. Algunos hablan de un efecto de permisividad, o de 
sobresaturación en contextos especiales. 


Entonces, ¿cuál sería la lectura favorable del trabajo hecho en la escuela pública uruguaya? Cada una de las 
columnas agrupadas de color azul, violeta y blanco supone, para todos los contextos, una mejora que 
acompaña la evaluación de 1996, 1999 y 2002, que son los años que corresponden a esas tres columnas. 


Con respecto a las líneas de política educativa, hay seis propuestas que después se desarrollan en metas más 
concretas. Una de ellas es la preocupación por la focalización en los contextos más desfavorables; aquí hay 
razones de equidad y me parece que las dos láminas sobre cruzamiento de resultados, repeticiones y contexto, 
nos confirman la necesidad de tener políticas focalizadas. La otra propuesta es fortalecer el vínculo entre la 
escuela y la comunidad, ese pacto roto que mencionamos en el diagnóstico. Otro planteamiento es mejorar la 
calidad de los aprendizajes. Algunos dicen que la democratización de la escuela se alcanzó a costa de bajar el 
nivel de los aprendizajes. Es decir, un ingreso y un egreso universal muchas veces se hizo a costa del precio 
de generar cierto nivel de permisividad en los aprendizajes. Otra propuesta es favorecer el desarrollo 
profesional del magisterio y de los docentes, otra es fortalecer la gestión y el prestigio de la escuela pública y, 
por último, aumentar el tiempo pedagógico. 


La primera de las cinco líneas que hemos definido como objetivos prioritarios, es la universalización de la 
educación inicial de cuatro y cinco años. Aunque reconocemos el crecimiento de la cobertura, todavía queda 
el núcleo duro, al que se llega no solo ampliando la oferta, sino también poniendo en práctica una propuesta, 
un discurso y políticas asistenciales complementarias. Diría que el mínimo serían seis mil niños de cuatro 
años. Esto supone la necesidad de crear cargos, inversiones en plantas físicas, aulas en escuelas y jardines de 
infantes. La gráfica establece cuál es la caída del número de niños que no asiste, en los tramos que va de los 
cuatro a los cinco años, al sistema educativo. Entre la matrícula inicial de cuatro y cinco años y el invierno, 
hay una caída de asistencia de alrededor de seis mil niños. Manejo esta cifra para insistir en que la 
universalización de la educación inicial no solo es tener un jardín abierto, sino que debe estar acompañada 
por medidas que motiven, que promuevan y, eventualmente, que exijan la asistencia del niño. 


La segunda línea de los objetivos es el modelo de escuela de atención prioritaria, que es una propuesta nueva, 
que intenta conciliar innovaciones que se han venido desarrollando en varias administraciones. Las escuelas 
de requerimiento prioritario -el señor Diputado José Carlos Cardoso las debe recordar especialmente porque 
se instalaron en 1991- se basa en la experiencia de los maestros comunitarios, que es reciente y hoy alcanza a 
cuatrocientos maestros y a más de doscientas escuelas, y tiene un impacto muy importante y significativo, 
mejorando el vínculo, los aprendizajes, extendiendo un puente nuevo en el que la escuela va a la búsqueda de 
los niños y de las familias que se caen de los circuitos de la escolaridad. 


En este punto planteamos favorecer la inclusión social y educativo de 60.000 niños, lo que implica un fuerte 
crecimiento en relación con la matrícula actual de contexto sociocultural crítico y actualizar la categorización 
de estas escuelas; se trata de tomar algunos indicadores que nos permitan asegurar que está bien focalizada la 
categoría de esta escuela, en tanto concentra algunos beneficios relativos. 


Asimismo, planteamos desarrollar esta propuesta educativa, ajustada a esta población en situación crítica. 
Para ello, además de los maestros comunitarios, solicitamos ciento cincuenta cargos de profesores de 
educación física, de expresión artística y de informática -se propone extender a todo el país los cursos de 
actualización que hoy se hacen como un pilotaje inicial a título experimental en seis inspecciones 
departamentales-, 520 compensaciones -que es un plus salarial, que atiende una extensión horaria de los 
maestros que trabajan los sábados- y profesores de educación física, que hoy ya existen. 


Otro objetivo es la expansión del modelo de tiempo completo, que ha sido muy positivo, y que no figura en 
esta presentación. Se pretende alcanzar un crecimiento del 60% de la matrícula actual. El tiempo completo es 
una modalidad que es 60% más cara, en el gasto por alumno, que la escuela común, pero obtiene resultados 
considerablemente mejores. Al cabo del quinquenio se alcanzaría a más de 40.000 niños y se mantendrían las 
actividades de formación y actualización para los docentes de estas instituciones. Esto supone 44 escuelas 
recategorizadas de tiempo completo, el reequipamiento de 440 aulas y las compensaciones en los cargos de 
Director y de maestro que implica esta extensión. 


El objetivo de mejorar los aprendizajes tiene como instrumentos la institucionalización de un sistema de 
evaluación periódico de aprendizajes -hoy tenemos el laboratorio latinoamericano como un ámbito de 
coordinación de pruebas de evaluación de aprendizajes-, las evaluaciones periódicas en 6” año -iniciadas por 
la unidad de medición de resultados educativos y que en octubre de este año tendrán una nueva instancia-, la 
edición de 400.000 libros -este es un sustento inexorable para la educación; se dejaron de imprimir y habría 
que retomar esta actividad-, los cursos de actualización -a los que ya me referí-, alcanzar al cabo del 
quinquenio 190 jornadas de clase efectivas -en las que se encuentre el niño y el maestro-, y fortalecer el 
desarrollo curricular en el primer ciclo, es decir que las propuestas curriculares de cuatro y cinco años en 
educación inicial, 1? y 2? de educación común, implican una continuidad en esos aprendizajes. 


Entonces, es imprescindible crear 507 cargos para desdoblar grupos numerosos -en esta propuesta estamos 
hablando de grupos mayores a 30 niños, en algunos casos 35 y hasta 40-, asignar 157 maestros secretarios en 
aquellas escuelas que tienen una matrícula superior a 300 niños, para conformar un mínimo de equipo de 
dirección, que es un director y un secretario, pensando que todo el resto del personal está directamente 
afectado a tareas de aula. 


Por supuesto, abatir el ausentismo y la repetición y, finalmente, fortalecer la escuela y el maestro. No hay 
mejora posible de los aprendizajes ni calidad educativa que podamos construir si no pensamos que eso se 
desarrolla en un local, en un espacio, en una institución que supone un colectivo docente con visiones 
compartidas y con un sentido hacia el que se dirige la educación. En este aspecto quiero enfatizar el tema del 
fortalecimiento institucional de la escuela y el reconocimiento al profesional maestro. 


Algunas metas son: el reconocimiento del grado universitario -que está pendiente desde años atrás-, 
incentivar la estabilidad de los equipos docentes -por este sistema de los traslados, los equipos docentes se 
renuevan todos los años, y en cada mes de marzo es prácticamente una escuela nueva que se inicia-, 
establecer jornadas mensuales de coordinación fuera del horario lectivo, lograr una gestión de centro basada 
en la autonomía profesional y la participación de la gente, de los padres, de la familia y de la comunidad. Al 
respecto, pensamos en algunas experiencias como los consejos escolares. 


Asimismo, apuntamos a la incorporación de equipos multidisciplinarios y a la necesidad de promover y 
estimular una actuación docente de calidad, incentivando al maestro que se destaca por su acción directa de 
enseñanza. Todo esto en un marco de participación y reconocimiento a las Asambleas Técnico-Docentes, a 
los colectivos docentes y no docentes y a los sindicatos que representan una parte muy importante de la 
construcción democrática de la escuela uruguaya. 


SEÑORA D'ELÍA.- Nos vamos a referir precisamente al análisis de la situación de la educación 
secundaria. 


Nos importa articular la exposición en torno a dos grandes interrogantes que son muy elementales pero que 
nos permiten ubicar el planteo. ¿Cuál es hoy la situación del subsistema educación secundaria en lo que 
refiere a calidad de aprendizaje, capacidad de retención y egreso en ese sistema? ¿Cuáles son las grandes 
líneas de políticas educativas que esta Administración pretende implementar a lo largo del quinquenio y que 
justifican, en último término, el presupuesto que hemos planteado a consideración de los señores 
parlamentarios? 


Tenemos que referirnos al subsistema de la Administración Nacional de Educación Pública que según todos 
los informes, diagnósticos y evaluaciones, atraviesa por la situación más crítica. Eso determina que nos 
enfrentemos al enorme desafío de tener que mejorar significativamente los niveles de cobertura, de retención, 
de acceso y egreso y, sobre todo, de calidad de los aprendizajes. Obvio es decir que todo esto está 
fuertemente condicionado por la efectividad de las políticas educativas que seamos capaces de implementar, 


las que necesariamente deberán ser reforzadas por políticas económicas y sociales orientadas al desarrollo, 
porque la educación sola no puede operar los cambios que se necesitan. 


Debemos enfrentar ese desafío desde una matriz humanística basada en la ética de la responsabilidad social y 
la solidaridad que históricamente forjó nuestro sistema educativo, en oposición a criterios de racionalidad 
instrumental que valoran la idea de eficacia y de competencia por encima de cualquier otra. 


Las posibilidades de nuestros adolescentes en cuanto al ingreso, permanencia y egreso de la enseñanza 
secundaria están fuertemente -y lamentablemente- asociadas a su origen socioeconómico y cultural. Los 
datos estadísticos sobre cobertura y fracaso son consistentes en mostrar el papel del sistema escolar en la 
reproducción de la desigualdad social. 


Lamentablemente, Uruguay es el país de Latinoamérica que presenta el porcentaje más alto de deserción 
entre los jóvenes del primer cuartil de ingreso, lo que transforma a nuestra educación secundaria -es decir, de 
todos nosotros- en la más inequitativa del continente. Estas desigualdades con amplios sectores de la 
sociedad excluidos han servido de campo fértil para la manifestación de la ruptura de estructuras básicas, 
discriminaciones diversas que se expresan en la cotidianeidad a través del aumento de conductas hetero y 
autoagresivas -todos sabemos cómo ha aumentado el índice de suicidios entre los jóvenes-, de la violencia de 
género, de la ausencia de una educación de la sexualidad -como señalaba en su exposición el Director 
Nacional-, con todas las consecuencias que esto trae aparejado para la formación integral de las personas, con 
lo ya referido también por el Consejero Florit: el incremento permanente de los embarazos en edades cada 
vez más tempranas. 


En medio de esta situación quisiera resaltar que si alguna fortaleza ha tenido nuestro sistema educativo en 
general y la educación secundaria en particular, radica en el papel jugado por los docentes y los funcionarios 
no docentes, que son los que han impedido que esta crisis fuera aún peor de lo que hoy es. Esto sucede a 
pesar de las condiciones de trabajo negativas en las que los docentes y los funcionarios no docentes 
desarrollan su tarea. 


El principal indicador de esta situación lo constituyen los salarios del personal, que se ubican por debajo de la 
línea de pobreza, lo que ha determinado el fenómeno del pluriempleo. Como ya se ha dicho, 
aproximadamente el 45% de los profesores trabajan entre cuarenta y setenta horas semanales, con el obvio 
impacto que eso tiene en la merma y el deterioro de la calidad de la educación que se imparte. Por esta razón 
no me canso de repetir que eso ha convertido el problema salarial en una dificultad de carácter académico. 


Como si esto fuera poco, debemos agregar la insuficiencia y el deterioro de la infraestructura edilicia, cuyo 
desarrollo no acompañó en los últimos tiempos el crecimiento explosivo que ha tenido la matrícula de 
educación secundaria, lo que se traduce en aulas superpobladas, profesores con bajos salarios que enfrentan 
cotidianamente un altísimo número de alumnos provenientes en su mayoría de contextos desfavorables, que 
presentan problemáticas diversas: embarazo temprano, abuso sexual, violencia familiar. 


Es claro entonces que resulta absolutamente impostergable la implementación de políticas destinadas a 
revertir este proceso de reproducción de la desigualdad social. La empresa a la cual nos enfrentamos y para la 
que solicitamos un determinado presupuesto, consiste en garantizar a todos los niños y jóvenes con total 
independencia de orígenes, el acceso a las mismas oportunidades, a la misma calidad educativa y a un egreso 
igualitario, de lo que estamos hoy bastante lejos. 


A título de referencia, en la pantalla vemos datos acerca de la población que hoy es atendida por el Consejo 
de Educación Secundaria, la cantidad de funcionarios, los centros educativos que hoy se gestionan. Pero, 
¿cuál es la situación por la que atraviesa esa población estudiantil, esos funcionarios y qué carencias 
presentan esos edificios? 


En el cuadro que estamos observando se advierte el porcentaje de asistentes al sistema educativo desde los 
tres años hasta los dieciocho años. En el margen izquierdo del cuadro hay un número importante para captar, 
que refiere a la educación que corresponde a los tres años. El Consejero Florit hacía referencia a la población 
de cuatro años, que está representada con marca roja en la segunda franja, y es a la que se apunta a 
incorporar. Las siguientes barras señalan cómo a nivel de educación primaria la cobertura prácticamente es 
del 100%, pero también nos indica que en la medida en que avanzamos en el nivel de edad de la población, 
comienza a descender pronunciadamente el grado de permanencia de los jóvenes en el centro educativo. El 


país tiene problemas serios de acceso, permanencia y egreso del sistema, a medida que aumenta la edad de 
los adolescentes y jóvenes. 


Si consideramos que en la década de los setenta fue declarada la obligatoriedad de la educación secundaria en 
su tramo del ciclo básico, advertimos que estamos muy lejos de cumplir con ese mandato constitucional. 
Según la encuesta PISA, de cada cien jóvenes de quince años, veinticinco están fuera del sistema, veinticinco 
están en él, pero rezagados porque han repetido uno o más años, y solo cincuenta están en el nivel de cuarto o 
quinto año, que es el que corresponde a su edad. 


En el cuadro siguiente, simplemente -para no abusar demasiado de los números- interesa plantear la relación 
comparativa entre las tasas brutas y las tasas netas correspondientes a su evolución en la educación media - 
incluye secundaria y técnico profesional- y en el segundo ciclo, que corresponde solamente a secundaria. Se 
puede apreciar que desde el año 1991 hasta el 2004 -son las dos columnas extremas- tanto las tasas brutas 
como las netas han mejorado significativamente, pero también -observemos la última columna que está en el 
recuadro correspondiente a primer ciclo- que la diferencia entre ambas indica un 30% de rezago. Es decir, 
tenemos casi un 100% de tasas brutas frente a un 70% de permanencia en el sistema. Esa situación se hace 
todavía más crítica si consideramos el nivel de educación media superior -es decir, el bachillerato-, porque 
alcanzamos un nivel de 51% de jóvenes que están con rezago. Además, hay un importante nivel de repetición 
en los primeros años de educación secundaria, y otra vez lo encontramos particularmente en los jóvenes de 
contexto más desfavorable o de una manera más acentuada en ellos; mientras que entre los jóvenes del quintil 
superior de ingresos, las tasas de repetición en el ciclo básico alcanza el 19,7%, en los de contexto más 
desfavorable, trepa por encima del 36%. 


En el siguiente gráfico se aprecia lo que ha sido el incremento de la matrícula en los dos niveles de la 
educación media, tanto en el ciclo básico -representado en la línea negra superior-, donde ha sido mayor el 
incremento, como en el bachillerato. Cabe señalar que este mayor incremento se ha dado especialmente en el 
interior del país y que fue mayor entre los adolescentes y jóvenes de ingresos medios o altos que entre 
aquellos que proceden de los sectores menos favorecidos. 


Con relación a ese crecimiento de la matrícula, importa señalar que este ha impactado integralmente en la 
educación pública. En el presente cuadro se puede apreciar que el porcentaje que atiende la enseñanza 
privada -representado en la línea inferior-, que alcanza a un 13%, se ha mantenido constante. Quiere decir 
que todo el crecimiento explosivo de la matrícula de la educación secundaria fue absorbido por la educación 
pública, sin que se diera el acompañamiento adecuado en materia de inversiones presupuestales. 


Frente a esta situación, ¿cuáles son las principales líneas de políticas que la Administración Nacional de 
Educación Pública y el CODICEN, conjuntamente con el Consejo de Educación Secundaria han definido 
para este quinquenio? 


En primer lugar, hemos señalado una política que, por su característica, involucra a todas las demás y refiere 
a una nueva forma de impulsar los cambios, que es a través de la participación activa de todos los actores del 
sistema educativo. Para nosotros, este es un eje que va a vertebrar nuestra gestión; desde el inicio lo ha 
empezado a vertebrar, pero lo seguirá haciendo durante todo el quinquenio. Eso se traduce en que, desde el 
punto de vista de la confección del Presupuesto, de la evaluación de Planes y Programas, del análisis del 
diseño y de políticas educativas y demás, se han integrado comisiones con representaciones gremiales, con 
representaciones de las Asambleas Técnico-Docentes, con asesores académicos, en una postura de diálogo y 
de construcción colectiva y de trabajo en equipo, que entendemos que es la única forma en que podemos 
llevar adelante una buena gestión. 


En segundo término, se señala la nueva gestión de los centros educativos en el marco de políticas de 
descentralización y de mayor autonomía, dos elementos que deben ir asociados. A lo que se apunta es a lograr 
respuestas rápidas a las necesidades que se planteen en los centros educativos, también en un trabajo 
cooperativo entre los equipos de dirección y el cuerpo inspectivo, que acompañe y asesore en materia de esas 
actuaciones. 


Otra línea refiere a la necesidad de revisar y fortalecer la evaluación de los aprendizajes. Precisamente, en el 
día de hoy se instaló la Asamblea Técnico-Docente de Secundaria, en la que se están analizando los 
documentos emanados de las distintas comisiones relativas a estos temas y en la que se evalúan propuestas 
referidas a los Planes y a las modalidades de evaluación de los aprendizajes. La intención es apuntar más 


hacia la evaluación de los procesos, seguir y acompañar al adolescente en las instancias de aprendizaje, 
fortaleciéndolo a través de distintas intervenciones a lo largo del curso de modo de poder adoptar medidas 
que aseguren el rescate de los alumnos que puedan ver comprometido su aprendizaje. 


La reformulación de los Planes está siendo analizada, pero por su propia complejidad y por la cantidad de 
Planes y de Programas vigentes en educación secundaria, esta será una tarea de largo aliento. Por eso, el 
Consejo de Educación Secundaria ha previsto definir estrategias de transición para el año 2006 de modo de 
poder continuar procesando esas instancias de discusión. 


Entre otras líneas sumamente importantes se ha propuesto el desarrollo de currículos flexibles, abiertos y 
contextualizados, teniendo en cuenta la concepción de país productivo, y en ese escenario, se apunta a la 
optimización de las posibilidades de la región, para lo cual también es fundamental e imprescindible la 
participación de todos los actores involucrados, como ya se viene haciendo. 


En cuanto al apoyo pedagógico para reinsertar adolescentes en el sistema formal, sabemos que hay un 
número importante -como se veía en los cuadros anteriores- que han desertado del sistema educativo de 
Secundaria. Nuestro objetivo es reincorporarlos, pero jóvenes que hace mucho tiempo que están fuera del 
sistema tienen que ser acompañados en su aprendizaje a través de otras modalidades que no sean 
estrictamente las instancias áulicas y las modalidades curriculares a las que asiste regularmente el resto de sus 
compañeros. 


Se van a diseñar estrategias de acreditación de estudios para adultos que no han culminado el Ciclo Básico y 
que deseen hacerlo, por ejemplo, habilitando la posibilidad, por sistemas de acreditaciones, de cumplir dos 
años en uno, o atendiendo las demandas laborales asociadas al trabajo del adulto que tiene contratos de 
carácter zafral y que, por lo tanto, interrumpen la continuidad y la asistencia a la institución educativa. 


También se habrá de fortalecer las políticas de atención a los jóvenes con capacidades diferentes, ya sea 
auditivas, visuales o con minusvalías intelectuales. 


Además, se ha de proponer el desarrollo de un programa de educación en la sexualidad. Es un imperativo 
insoslayable la incorporación de la sexualidad humana en el proceso educativo; legitima un componente de la 
personalidad que ha permanecido condenado al silencio académico. Esta omisión ha privado a las y a los 
adolescentes, particularmente a los de menores recursos, de la posibilidad de acceder a los conocimientos que 
pudieran aumentar la comprensión del momento de la vida por el que transcurren; les ha impedido la 
construcción de su identidad personal de manera acabada, es decir, tener una identidad personal que 
acompañe el proceso de maduración sexual; se han visto privados de la posibilidad de la construcción de un 
proceso como sujetos morales, valorando, entre otras cosas, los modelos o estereotipos de género que ofrece 
la sociedad y los medios de comunicación, e inclusive nosotros mismos como educadores, ya que también 
manejamos un lenguaje sexista. 


Se debe promover el desarrollo de un pensamiento crítico que aporte a los educandos elementos de 
autocuidado y de responsabilidad compartida en materia de salud actual y futura. Por eso se va a promover la 
instalación de una Comisión de carácter técnico que nos asesore en materia de diseño de políticas de 
educación sexual. 


Hay algunas líneas de política ya iniciadas en Administraciones anteriores que es nuestro propósito continuar 
en mérito a la evaluación positiva que de ellas se ha hecho, tal como la extensión del tiempo pedagógico, en 
el entendido de que no estamos hablando de tiempo pedagógico cuando solo apostamos a la retención horaria 
del joven en la institución; se trata de un tiempo pedagógico de calidad educativa. Eso demanda el pasaje 
gradual de liceos de tres a dos turnos -no podemos implementarlo de manera inmediata, pero ese es el 
objetivo para el quinquenio-, la separación de los dos ciclos, es decir, institutos de primer y segundo ciclo 
funcionando independientemente, y la dotación de materiales didácticos y de textos, lo que en la época en 
que la mayoría de nosotros íbamos al liceo era clásico. Al principio de año se nos distribuía los textos 
correspondientes al curso y había valiosas bibliotecas a las que los docentes podían recurrir de manera 
continua, apuntando a su perfeccionamiento. Hoy eso no existe, ni siquiera en los centros de formación 
docente. 


Tomando en cuenta el cálculo de crecimiento de matrícula para el quinquenio -2% acumulativo anual para el 
Ciclo Básico y 3% acumulativo anual para el segundo ciclo-, se ha previsto la construcción de 13 nuevos 


liceos de Ciclo Básico y la creación de 312 grupos, a razón de 32 alumnos por grupo -si bien la meta es que 
en el primer ciclo los grupos no tengan más de 25 alumnos-; la construcción de 10 nuevos liceos para 
bachillerato y la creación de 358 grupos con un máximo de 35 alumnos. 


Un elemento nuevo en este escenario educativo que estamos presentando es la definición de Centros de 
Atención Prioritaria a nivel de la Educación Media. Es algo que hubiéramos preferido no tener que hacer, 
pero la situación de crisis que vive el país nos obliga a ello. Esperamos que en la medida en que esa situación 
de crisis se revierta esta denominación se vuelva absolutamente innecesaria. Se va a atender a dos mil 
ochocientos alumnos de cuarenta liceos de atención prioritaria, veinte radicados en Montevideo y veinte en el 
interior del país. Así, se brindará a los alumnos diferentes modos de apoyo a través del transporte, la 
alimentación, una asistencia más personalizada en el seguimiento de los aprendizajes, o la proporción de los 
materiales didácticos necesarios. 


Hay cinco liceos de Ciclo Básico -los últimos cinco- que van a pasar de tres a dos turnos. Me estoy refiriendo 
a liceos que solo tienen Ciclo Básico, tres de Montevideo y dos de la ciudad de Tacuarembó. 


Obviamente, estos cambios, la reducción del número de alumnos, la creación de liceos, la atención 
personalizada, requieren de la creación de cargos y no solo de horas docentes, que va de suyo que por el solo 
crecimiento vegetativo debe producirse, sino que el sistema tiene grandes déficits en materia de cargos de 
docencia indirecta, tales como profesores adscriptos, profesores orientadores pedagógicos, profesores 
ayudantes de laboratorio, así como de cargos no docentes, funcionarios administrativos, de servicio y 
bibliotecólogos. 


En lo que tiene que ver con los profesores adscriptos se entiende como mínimamente necesario atender la 
creación de un cargo cada cuatro grupos a nivel del Ciclo Básico y de uno cada seis grupos en Bachillerato. 
Se solicita la creación de cargos de asesores pedagógicos para atender los veintitrés nuevos liceos de primer y 
segundo ciclo que se van a crear. 


En síntesis, y para cerrar esta presentación, podríamos señalar que hay tres ejes fundamentales en los que 
tendremos que incidir significativamente para modificar de modo positivo la actual situación deficitaria de 
nuestra educación secundaria. En primer lugar, mejorar las condiciones de trabajo de todos los funcionarios 
del sistema. Para ello es prioridad recuperar progresivamente las retribuciones y aumentarlas; no solo 
recuperar lo que se ha perdido sino aumentar, a fin de que los docentes y los funcionarios no docentes reciban 
un salario digno 


En segundo término, concentrar en la medida de lo posible las horas de los docentes en un centro para evitar 
el fenómeno conocido de "profesor taxi", que por la cantidad de horas que tiene, es imposible concentrarlas 
en un único lugar y debe desplazarse a varios centros educativos. 


En tercer lugar, convertir las horas en cargos; adjudicar paquetes horarios cada tres horas, es decir, evitar 
tener que hacer anualmente la elección de horas, con todas las distorsiones que ello significa. Como 
decíamos, se ha de transformar la gestión institucional, descentralizar y acrecentar la autonomía, diseñar 
nuevos modelos de supervisión y de asesoramiento y realizar la reestructura administrativa, no solo a nivel de 
la gestión de los centros sino del mismo Consejo de Educación Secundaria. 


Por último, hay que universalizar la cobertura del Ciclo Básico, advirtiendo el rezago y el abandono liceal, 
pero entendiendo que eso nunca -bajo ninguna circunstancia- puede hacerse a costa de la calidad del 
aprendizaje. 


SEÑOR PASTURINO.- Voy a hablar sobre la educación técnico profesional y a subrayar algunos 
aspectos sustantivos del Anexo 5 del Presupuesto, entendiendo que allí están las cifras significativas y la 
evaluación de lo que han sido los avances y los desafíos pendientes. 


En este sentido, también es necesario justipreciar lo que significa el sistema de educación técnico profesional 
en el país, ya que cuenta con 127 centros, casi 70.000 alumnos, 6.000 docentes, 26 tipos de cursos, 310 
orientaciones y más de 800 áreas de conocimiento. Por lo tanto, es un sistema muy complejo y resulta difícil 
reestructurar algunos aspectos, pero nos parece sustantivo hacerlo en este período. 


Como ustedes pueden ver, dentro del esquema del sistema educativo nacional está subrayado lo que 
corresponde a la educación técnico profesional; abarca todas las modalidades que están encerradas en un 
círculo rojo. Tenemos un sistema que cuenta, por un lado, con formación profesional básica y cursos básicos 
-con cerca de veinte mil alumnos que tienen como formación la educación primaria, de los que cerca de un 
30% ha repetido algún año de la educación primaria o de la educación secundaria- y, por otro, con un 
conjunto de cursos que corresponden a distintas modalidades del Ciclo Básico que se imparten en educación 
técnico profesional: el ciclo básico tecnológico, el ciclo básico agrario de tiempo extendido, el ciclo básico 
agrario en alternancia en escuelas rurales y una modalidad donde se dicta el área tecnológica, que es séptimo, 
octavo y noveno grados, donde se ha tenido un buen desempeño a nivel de resultados educativos. 


Un segundo nivel está dado por los bachilleratos tecnológicos y la formación profesional superior. Esto es, la 
educación media superior que se dicta en el Consejo de Educación Técnico Profesional. Hay cerca de quince 
mil alumnos en el bachillerato tecnológico y otro tanto en la formación profesional superior. En los últimos 
años, esto ha sido objeto de un proceso de modificación sustantiva y la actual Administración cree que es 
necesario profundizar el acceso y el egreso, sobre todo por las dificultades que se tienen en términos de 
calidad educativa en estos niveles. 


Finalmente, hay dos niveles de educación terciaria, es decir, post bachillerato, que han tenido un avance 
sustantivo en los últimos cinco años. Incluyen un conjunto de tecnicaturas que en la Clasificación 
Internacional Normalizada de Educación de la UNESCO corresponderían a la categoría CINE 4 y con una 
educación terciaria de carácter no universitaria que sería la categoría CINE 5B. Esta última consiste en un 
curso que se hace junto con la Universidad de la República: con la Facultad de Ingeniería desde 1994 y con la 
Facultad de Química desde 1999, Quiere decir que es un conjunto bastante complejo de niveles, de cursos, de 
orientaciones, que tienen una característica sustantiva que es que la mayoría de los cursos tiene un costo 
superior a los de educación general. Si tomamos ejemplos de otros lugares, es notorio que en países 
desarrollados este costo es casi el doble y en algunos países de la zona, como Chile, el costo por alumno es 
un 50% mayor que el de la educación general. 


A manera de diagnóstico, podemos decir que en el período 1995-2000, hubo una retracción de matrículas en 
la educación técnico profesional y un proceso de transformación muy importante en la estructura de la oferta 
educativa en cuanto a bachilleratos tecnológicos. También hubo un importante aumento de la inversión 
edilicia y en equipamientos. 


En el período 2000-2004 se asistió a un importante aumento de la matrícula, a un incremento sustantivo de la 
oferta terciaria -que actualmente llega a casi 3.500 alumnos- y a una fuerte retracción de la inversión. 


Si observamos cuáles son los sectores que han avanzado en la matrícula, paradójicamente, el sector industrial 
ha crecido. ¿Por qué digo paradójicamente? Porque si tomamos el período del censo industrial desde el año 
1988 hasta 2002 -año de la crisis-, nos encontramos con que este sector pasó de más de 170.000 operarios en 
empresas de más de cinco empleados, a menos de 60.000 trabajadores. Sin embargo, la matrícula aumentó en 
el sector industrial y la evaluación de egresos de esos estudiantes daba que se seguían insertando en forma 
importante. 


Aquí quiero destacar algo que es muy interesante: cerca de un 15% de la población económicamente activa 
del país son estudiantes de educación técnico profesional, porcentaje muy similar al de la formación 
universitaria. Digo esto para que se tenga una idea de cuál es el impacto de la educación técnico profesional. 


En otros sectores, como el ciclo básico que se da en la educación técnico profesional, la matrícula se ha 
mantenido estable. Sin embargo, las áreas de administración, comercialización y servicios han sido las que 
han sustentado, junto con el sector industrial, el notorio crecimiento de la matrícula en los últimos cinco años. 


Se ha visto un fuerte estancamiento en los sectores construcción, agrario y artes y artesanías; este último no 
ha sido transformado desde el año 1962. 


A su vez, hubo un crecimiento espectacular en el nivel 3, correspondiente a educación terciaria post 
bachillerato. Tanto en tecnicaturas como en tecnólogos hubo un gran aumento en las matrículas. Es 
importante tener en cuenta esto porque hay dos perspectivas para ver cuáles son las demandas que hace la 
sociedad a la educación técnico profesional: una es la que se conoce como "social demand approach", que es 
la demanda que hace la sociedad yendo a la escuela a inscribirse y, la otra, la "manpower approach", que son 


las necesidades que demanda el mercado laboral. Como ustedes saben, a lo largo de estos últimos años el 
mercado laboral ha tenido serias deficiencias. Por lo tanto, vemos que ha aumentado el nivel terciario, que 
descansa en las tecnicaturas, que son una demanda en el interior del país. 


Allí nos encontramos con un problema que hemos estudiado: un aumento sustantivo de los egresos de 
enseñanza secundaria y superior en el interior del país y una oferta no satisfactoria para esa gente, ya que la 
gente solo puede hacer magisterio, en algún caso profesorado y, muy pocas veces, algún curso terciario. Por 
lo tanto, aquí encontramos un foco importante para el crecimiento de este nivel terciario. Como ustedes 
saben, en el quinto anexo de la propuesta de ANEP encontramos no solo el desarrollo de las tecnicaturas sino 
también del nivel de educación terciaria tecnológica, y que la oferta principal va a ser en el interior del país. 


Después hay un crecimiento importante en el nivel 2, correspondiente a bachilleratos tecnológicos y a 
formación profesional superior, un nivel sustantivamente importante en la educación tecnológica donde 
descansa la formación de los cuadros técnicos medios que requerirá un nuevo modelo de desarrollo que 
pueda tener el país. En ese sentido, creemos que es importante aumentar notoriamente los ingresos en estos 
niveles. Eso se puede lograr en la medida en que la oferta en el interior del país sea importante y no se dé esa 
dinámica desproporcionada de un 80% en educación secundaria general y un 20% en educación tecnológica. 
Por ejemplo, en Alemania es exactamente al revés: el 80% está en educación tecnológica y el 20% en 
educación general. El promedio de la OCDE es 50% y 50%. 


En la inversión hubo picos importantes, como el préstamo FOCOEX de más de US$ 4:000.000. Además, 
entre 1998 y 2001 se hizo una inversión importante a través del BID. Sin embargo, hubo un decrecimiento al 
final del período que generó un problema bastante relevante a nivel de la Educación Técnico-Profesional. 


Por otro lado, hay una percepción generalizada de la sociedad en cuanto a que el nivel de los recursos 
humanos docentes de la Educación Técnico-Profesional es bajo. La encuesta de UNESCO del año 2000 nos 
determina la existencia de docentes sin título en igual proporción que en Enseñanza Secundaria: 23.3%. Es 
más; si solo tenemos en cuenta a la Enseñanza Secundaria pública, advertimos que el porcentaje es 26%. Se 
ha avanzado bastante -es bueno reconocerlo-; sin embargo, no lo suficiente para las demandas que debe tener 
la Educación Técnico-Profesional. El camino que resta por andar es muy largo. Ha sido importante el ingreso 
de profesionales universitarios, de profesionales universitarios y docentes a la vez y, en algunos casos, los 
títulos de posgrado. 


¿Sobre qué va a descansar la propuesta de la actual Administración? Sobre tres principios generales que es 
importante subrayar. 


En n primer lugar, toda acción que se haga en lo que tiene que ver con la Educación Técnico-Profesional 
debe tener un compromiso con la reducción de las desigualdades sociales. Como decía el Director, la mayoría 
de los jóvenes que están en Educación Técnico-Profesional está en los quintiles de menores ingresos. Si 
vemos que el techo de las familias del primer quintil de ingresos es de alrededor de $ 6.000, debemos darnos 
cuenta qué tipo de jóvenes está captando la formación profesional. 


El segundo compromiso importante es con el desarrollo económico y productivo del país. Es necesaria una 
alianza importante entre el modelo de desarrollo y la formación técnico-profesional, sabiendo que esta debe 
adelantarse al modelo de desarrollo. Digo esto a título de ejemplo: sabemos que en 2007 y 2008 habrá un 
pico en la parte forestal; pues ya tendríamos que estar formando en ese sector en mayor cantidad de lo que lo 
estamos haciendo ahora. 


El tercer compromiso es lograr una Educación Técnico-Profesional pública de calidad. Realmente, la 
educación pública va en pro de limitar las desigualdades sociales en la medida en que sea de calidad. Si no 
hay educación pública de calidad, aparece otro tipo de oferta en la que los sectores de menores ingresos no 
van a poder ingresar. 


Finalmente, voy a plantear algunos lineamientos estratégicos específicos de la Educación Técnico- 
Profesional. Los lineamientos que marcó el Director al principio son los que marcan toda la Administración. 
Primero, un incremento significativo de las tasas de acceso y egreso de Educación Media y Superior en 
Educación Técnico-Profesional. Esto supone una transferencia de matrícula de educación general a Técnico- 
Profesional en la medida en que haya una demanda importante del modelo productivo del país. Segundo, una 
reestructura en la formación profesional básica, ya que la mayoría del currículum de esa formación es del año 


1962 y tiene serias deficiencias, a tal punto que de veinte mil alumnos inscriptos, solo hay alrededor de 
cuatro mil quinientos egresos al año. Tercero, el desarrollo y promoción de la formación permanente. No solo 
estamos hablando de aquellos que van a ingresar al mercado laboral a través de la formación, sino que hay un 
conjunto de la población económicamente activa que necesita reconversión laboral y estar habilitado para una 
formación de carácter superior en función de un modelo productivo que se supone diferente. Cuarto, una 
formación tecnológica temprana. La mayoría de los países tiene formación tecnológica a nivel de Ciclo 
Básico. Quinto, una formación y perfeccionamiento del docente. Sexto, mejoramiento de la gestión 
educativa. Séptimo, mejoramiento de la gestión institucional. El Consejo de Educación Técnico-Profesional 
ejecuta casi US$ 35:000.000 anuales y necesita un modelo de gestión distinto. Octavo, fortalecimiento de la 
infraestructura edilicia, de equipamiento y de insumos didácticos. Finalmente, el desarrollo de la educación 
tecnológica terciaria a nivel nacional. 


No voy a entrar en detalles, pero señalaré algunos ejes centrales de uno de los sectores en los que se va a 
poner mayor énfasis e impulso, básicamente en el interior del país. Primero: esta educación tecnológica 
terciaria va a ser descentralizada, es decir, trataremos de que se dé en el interior del país. 


En segundo lugar, esta educación debe estar vinculada con el desarrollo de cadenas productivas de valor, cosa 
que no se hacía. Normalmente, se hace en cuestiones transversales. La idea es pensar en que hay sectores de 
la economía que necesitan distintos tipos de formación a lo largo de los diferentes momentos de producción. 
Me refiero, por ejemplo, al sector forestal, que está en una primera transformación, en una segunda 
transformación y en una tercera transformación. Es necesario abarcar toda la cadena productiva. 


En tercer término, la educación tecnológica debe estar integrada al sistema educativo en todo el país. Las 
alianzas estratégicas con otros Entes -en este caso, estamos planteando que sea con la Universidad de la 
República- son importantes, porque la oferta tiene que darse en la mayoría del territorio nacional. Se trata de 
carreras cortas, por sectores, y se caracterizan por una fusión entre la Universidad de la República y la 
Educación Técnico-Profesional. Si lo vemos por sectores, el curso de metal mecánico ya existe desde el año 
1994; se da en Facultad de Ingeniería y en el Instituto Tecnológico Superior. El curso químico empezó en el 
año 2001. Vamos a comenzar con el curso informático que cuenta con la Facultad de Ingeniería y con la 
Cámara Uruguaya de Tecnología de la Información, con la cual hay conversaciones muy avanzadas. El curso 
de drenaje y de riego tiene grandes ventajas competitivas y comparativas en la región, y también está el curso 
de logística. 


Finalmente, deseo señalar algunas carreras que tienen que ver con cadenas. Hay algunas cadenas que están 
desarrolladas y otras que no y que es necesario hacerlo. La cadena vitivinícola está desarrollada; hay un curso 
en este sentido y es importante fomentar este sector que ya mueve más de US$ 10:000.000 en exportación. Es 
necesario desarrollar la cadena de los productos del mar, la oleaginosa, la de lácteos, la hortifrutícola, la 
forestal, la de cereales, la cárnica, la de azúcar -que también tiene que ver con alcoholes y ya hay señales al 
respecto- y la de arroz. 


Este es el número de carreras que se van a instrumentar, la mayoría en el interior del país. 


Dejaré en poder de la Comisión un pequeño mapa dividido en cuatro grandes regiones: litoral norte -estamos 
pensando en azúcares y alcoholes y en hortifruticultura-, litoral sur -en lo que tiene que ver con oleaginosas y 
área forestal-, el área metropolitana -que abarca una serie de carreras de cadenas productivas- y la zona norte, 
en relación al área forestal. 


Finalmente, quisiera destacar algunos aspectos del Capítulo V en donde figuran importantes avances, 
lineamientos y elementos realmente sustantivos en cuanto a desafíos pendientes e innovaciones. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Quiero decir que la presentación del profesor Barrán dará la visión de la ANEP 
sobre la formación docente. 


SEÑOR BARRÁN.- Voy a tratar de ser breve porque pienso que deben estar más interesados en las 
cifras que luego se van a dar y el comentario final del Presidente del CODICEN. 


La formación docente implica una población relativamente poco importante con relación a las mencionadas 
hasta ahora; son cerca de 21.000 estudiantes y 1.900 docentes. Sin embargo, la formación docente y los 


docentes que ella produce son la base de varias cosas en la enseñanza: de su calidad, del desarrollo del país, 
de la elevación de los ingresos personales y de algunos otros puntos que se refieren a la educación en general. 


El vínculo entre formación docente y desarrollo económico está perfectamente estudiado desde hace unos 
cuantos años por economistas norteamericanos, particularmente de la Universidad de Stanford, y se ha visto 
que hay una correlación altamente positiva entre el grado de formación docente que se alcanza en la 
educación en los países, el Producto Bruto Interno y la elevación del ingreso personal de los sujetos. Ese es 
un elemento importante que a menudo olvidamos. La calidad de la enseñanza, como elemento clave de la 
formación docente, es casi un resultado concreto y directo de ella, y no puede haber una calidad importante 
sin una buena formación docente. 


En este sentido, el país tiene una serie de déficits bastante importantes, de los cuales voy a señalar dos. En 
primer lugar, está el déficit de los salarios, al que no me voy a referir especificamente porque los demás 
compañeros lo han hecho. Con sueldos de $ 5.200 para los docentes -maestros y profesores- y, en formación 
docente, con sueldos de $ 8.000 para veinte horas, es muy dificil conseguir un docente de calidad. En 
general, procedemos a hacer una selección al revés, en el sentido de que los sueldos son tan bajos que los 
candidatos que se presentan son los menos calificados académicamente, tanto para formación docente como 
para la enseñanza de grado, de magisterio o de profesorado. Además, son los menos estimados socialmente, 
excepto en el interior. Son los de contexto cultural menos desarrollado, a menudo más pobre, y 
fundamentalmente son mujeres -esto no lo atribuyan a mi misoginia sino todo lo contrario-, ya que en el 
magisterio, el 95% son mujeres, así como también el 73% de los profesores de Secundaria. Eso se debe a que 
en nuestra sociedad la mujer todavía puede ser la peor paga, como todos lo saben. 


La otra debilidad de esa formación docente es académica, vinculada a la titulación, sobre todo del 
profesorado de la enseñanza secundaria y de la enseñanza técnica, especialmente en las asignaturas 
relacionadas a la modernización del sistema educativo. En el cuadro se aprecia que las asignaturas en que el 
número de docentes efectivos es muy inferior al de interinos -lo que implica generalmente fallas en la 
titulación- son aquellas unidas a las modificaciones de la enseñanza, particularmente secundaria. Sería el caso 
de inglés, de matemáticas y de informática. En inglés, en 2003 había 200 profesores efectivos y 1.000 que no 
lo eran; en matemáticas, 300 efectivos y 1.300 que no lo eran, y en informática, 200 efectivos y cerca de 900 
que son interinos. En el próximo cuadro se advierte prácticamente lo mismo. 


De acuerdo con el único censo docente que tenemos, que es de 1995, los egresados del IPA eran el 13% de 
los docentes que enseñaban su asignatura; había 17% en ciencias físicas y 19% en idiomas extranjeros, 
mientras que en filosofía había un 63%, en literatura un 66% y en historia un 59%. Esas debilidades de la 
titulación también se advierten por regiones. En el censo de 1995 -pero podemos llevar algunas de esas 
características al momento actual- la mayoría de los titulados estaban en Montevideo; sin embargo, 
mayoritariamente los docentes de Montevideo no llegaban a ser titulados, solo un 44% lo era. En el interior 
solamente una quinta parte eran titulados y en algunos departamentos como Durazno y Treinta y Tres lo era 
un escaso 10%. 


En 2003 ha habido un avance -tal como se puede ver en el cuadro-, y en la enseñanza pública en Montevideo 
el 59% fueron titulados. Es significativo advertir que en la enseñanza privada el número de titulados es 
mayor, casi un 70%, nutrida por docentes titulados que salen de los centros de formación pública. Una prueba 
de lo importante que es el bajo salario que reciben los docentes es que hay una sola institución privada que 
forma docentes. A nadie le interesa ser docente. Mejor dicho, tal vez les interese a aquellos que vengan de un 
medio social con tantas dificultades que hasta ser docente significa un avance salarial. Lo cierto es que la 
enseñanza privada, en el plano de la formación docente, es prácticamente inexistente. Creo que solamente la 
fe de algunos sectores católicos puede llevar a la aventura de la formación docente que responda a una idea 
filosófica, porque no lo llevan a ella de ninguna manera los sueldos y los salarios tan bajos. 


El siguiente cuadro revela lo mismo. No me canso de insistir en ello porque en el año 2000 es muy escaso el 
porcentaje de los docentes que tienen título en enseñanza secundaria y es muy alto el de los que ni siquiera 
tienen ningún título: el 26%, y en UTU ocurre lo mismo. Es bajísimo el porcentaje de los docentes que tienen 
título de posgrado: el 4% en secundaria y el 2% en la enseñanza técnica. 


A pesar de todas esas dificultades salariales que presenta la formación docente y el pago de los docentes, el 
crecimiento en estos últimos nueve años -desde 1996 a 2004- de estudiantes de formación docente ha sido 
absolutamente explosivo. Por cierto que ni secundaria -que tiene un crecimiento de alumnos muy importante- 


ni primaria ni la enseñanza técnica, revelan estas cifras que aquí están expuestas, porque se ha duplicado el 
número de estudiantes de formación docente. En el caso del IPA, se ha más que duplicado y así 
sucesivamente con los centros del interior y con los centros de estudios regionales de profesores. ¿A qué se 
debe esta explosión? No se debe a la promesa del salario sino del empleo. Pocos lugares ofrecen empleos tan 
casi inmediatos, en algunas asignaturas, no en todas. También se debe a otro factor: la formación docente es 
la única formación terciaria en todo el interior de la República. Si bien la Universidad de la República está 
descentralizada en varios lugares del interior, no está en todas las capitales departamentales ni en algunos 
centros pequeños, como sí lo están los centros de formación docente de la ANEP. 


El segundo cuadro muestra otro problema derivado de la explosión de la formación docente desde el punto de 
vista estudiantil. Hay varios centros de formación docente: en Montevideo, el IPA, y los Institutos Normales, 
en el que se forman los maestros, y en el interior, los IFD -en los que se forman maestros y profesores-, y los 
Centros de Formación Regionales de Profesores, en los que se forman los profesores de Enseñanza 
Secundaria. 


Me gustaría que se advirtiera en este cuadro la diferencia del gasto con relación a la matrícula, sobre todo en 
dos sectores de formación docente -en el IPA y en los CERP-, y que luego se aprecie cómo se traduce esto en 
la diferencia del gasto con relación al egreso en estos dos institutos. La formación docente en el IPA cuesta, 
en relación con la matrícula, $ 4.000, y el egresado del IPA $ 95.000, mientras que la matrícula en los CERP 
cuesta casi $ 50.000 -es decir, doce veces más que en el IPA-, y sus egresados solo tres veces y media más 
que los del IPA. No intento mostrar lo barato que es el IPA y lo caro que son los CERP, sino lo contrario. Lo 
que intento demostrar es que la mayoría de los estudiantes de los CERP -que son full time y están casi 
rentados- egresa, y en el caso de los del IPA esto no es así. Además, en el IPA es donde se produce el 
problema de la explosión, de las consecuencias pedagógicas negativas de la explosión de la matrícula, porque 
con una duplicación de su alumnado -a veces todavía más- ha sido imposible, para el escaso profesorado que 
hay en el Instituto, trabajar en el espacio locativo -que sigue siendo el mismo desde hace quince años- y 
mantener grupos activos, que redunden en beneficio de la enseñanza y de los propios estudiantes, que se van. 
En efecto, en este momento hay estudiantes -sobre todo en la noche, porque muchos de ellos trabajan durante 
el día- que buscan desesperadamente salones, porque no hay. A veces hay docentes y alumnos, y no hay 
salones, y a veces hay alumnos y, por supuesto, no hay docentes ni salones. El abandono -el siguiente cuadro 
lo ejemplifica bastante- de los estudiantes matriculados del IPA se debe, en parte, a las condiciones de 
estudio. Es muy difícil permanecer en una institución en la que los grupos llegan a tener ochenta o cien 
alumnos; estoy hablando de una asignatura que no es la más densamente poblada, como la biología, porque si 
nos remitiéramos a historia o literatura, el problema sería absolutamente peor, como aparece en las cifras del 
cuadro que corresponden a 1* año. 


Las soluciones que ha previsto la Dirección de Formación y Perfeccionamiento Docente y el CODICEN, se 
nutren de estas salidas que figuran en el presente cuadro. En primer lugar, hay que unificar la formación 
docente de Enseñanza Secundaria y coordinarla con la formación docente de los CERP y del IPA. El pecado 
original de los CERP fue que estuvieron y están al servicio del programa de enseñanza de 1997; en mi 
opinión, no tienen ningún otro pecado original, y más bien ofrecen ventajas porque fue el instrumento para 
colonizar el interior del país en la formación docente para Enseñanza Secundaria, y de posibilitar a los 
jóvenes del interior profundo, del medio rural, la asistencia a esos centros de formación terciaria. En 
Atlántida, en Florida, en Rivera, en Salto, en Colonia y Maldonado, donde están ubicados los CERP, no solo 
van estudiantes de las capitales departamentales, sino también de los pueblos del interior. Hay un servicio de 
ómnibus que lleva a los alumnos a esos centros, un servicio de alojamiento y se les da el almuerzo y la cena. 
Los estudiantes de los CERP son muy caros, y buena parte de ellos están becados -el 28% este último año-, 
mientras que los del IPA, apenas el 1,5%, es decir, son más baratos para el Estado. El esfuerzo que hizo la 
sociedad para llegar al interior debe mantenerse y apoyarse, en coordinación con el IPA. 


Además, se propone la extensión de la formación docente -con más profesores y becas de estudio-, la 
profundización de la formación docente -se da en el caso de los maestros que el plan de 2005 ha llevado sus 
estudios a cuatro años-, la departamentalización de las especialidades -tal como está señalada en el cuadro, 
para facilitar la investigación y la extensión- y luego formas de elevar académicamente el nivel de los 
docentes, en particular, a través de concursos, a los que deben llegar todos los docentes de formación 
docente, lo que no es una novedad. Lo que pretendemos que se convierta en una novedad importante es que 
los concursos no sean por un año, como hasta ahora que el docente nunca está consustanciado con el lugar 
donde enseña, porque a menudo no permanece allí más que ese período de tiempo, absolutamente escaso para 


compenetrarse con la institución. Los concursos serán por más tiempo y, a la vez, con otros criterios en los 
que predomine la valoración académica sobre la antigitedad, que es una de las tragedias de nuestro país 


En la misma línea de pensamiento insistiremos de una manera muy intensa en la formación de posgrados, en 
la transformación del Centro Pivel Devoto en un centro de estudios de posgrado, junto con otros que, por 
supuesto, deben instalarse en el interior del país. 


Por último, haré un breve comentario con respecto a la situación edilicia que tenemos en formación docente, 
que es bastante grave en los dos centros de Montevideo, tanto en el IPA como en los Institutos de formación 
normal, porque su capacidad locativa está totalmente desbordada por el crecimiento del alumnado. La misma 
situación se vive en los veintidós Institutos de Formación Docente -centros de formación de maestros y 
profesores- del interior del país. El 60% de los locales tiene más de sesenta años, y el 40% restante son casas 
de familia. En algunos casos -por ejemplo Pando, Carmelo, la Costa de Oro y Fray Bentos-, los Institutos de 
Formación Docente son muy exiguos. El de Pando es absolutamente ridículo ya que dispone de tres salones, 
y tiene que pedir permiso a la escuela para existir. Entonces, la prioridad es fundamentalmente la 
construcción de algunos locales nuevos, entre otros, el de Pando, y luego el Instituto de Formación Docente 
de Carmelo. Hay algunas otras ampliaciones, refacciones y mejoras a ejecutarse a mediano plazo. 


SEÑORA CAYÓN.- La idea es detallar sintéticamente cuáles son los artículos que previó la 
Administración Nacional de Educación Pública en su mensaje presupuestal. 


El artículo 1” de nuestro proyecto refiere a la financiación de un déficit que tenemos generado desde hace tres 
ejercicios en lo que corresponde a sueldos. Se está solicitando una partida por única vez de hasta 

$ 357:600.000, lo que permitirá financiar el déficit de sueldos. De esta forma se podrá llegar al mes de 
diciembre del año 2005 con la tranquilidad de que podremos abonar los sueldos en forma completa y en 
tiempo. 


El artículo 2” que proponemos tiene que ver con las asignaciones presupuestales para el Inciso 25, 
discriminadas en sueldos, gastos de funcionamiento, suministros e inversiones. Allí está establecido para cada 
año, a partir de 2006 en adelante, las previsiones en cada uno de estos rubros. 


El artículo 3” refiere a los incrementos por conceptos puntuales. Se trata de una solicitud de partidas 
adicionales para la recuperación salarial de los funcionarios de ANEP. Esta propuesta incluida en el 

artículo 3” es complementaria del aumento general previsto en el Mensaje del Poder Ejecutivo. En el caso de 
ANEP se solicitan los valores expuestos allí por año, que corresponden a una propuesta de aumento salarial, a 
partir del 1* de julio del año 2006, de un 2%; a partir del 1* de enero de 2007, de un 3,25%; a partir del 1* de 
enero de 2008, de un 5,50% y a partir del 1? de enero de 2009, de un 7,25%. En forma acumulativa esto nos 
da un aumento previsto para el quinquenio de un 19%, al cual tendríamos que adicionar el incremento 
diferencial para ANEP que ya otorgó el Poder Ejecutivo con vigencia al 1” de julio de 2005, con lo cual 
llegaríamos a un 21% entre estos dos conceptos. Reitero que este aumento de ANEP es adicional a la 
propuesta de recuperación real que presenta el Poder Ejecutivo. 


El artículo 4” incorpora la solicitud que realiza ANEP en cuanto a créditos presupuestales con cargo al Grupo 
0, Servicios Personales, para creaciones de cargos y funciones docentes. Aquí está incluido el costo de todas 
aquellas creaciones que fueron mencionando cada uno de los integrantes del Consejo. 


En el artículo 5” se previó expresamente aquellas partidas que van a ser ejecutadas en forma conjunta con la 
Universidad de la República, fundamentalmente en lo que refiere a la instrumentación de las carreras 
tecnológicas. Se trata de una partida global que no está asignada a sueldos, gastos o inversiones porque recién 
está en la etapa de instrumentación y, en consecuencia, una vez que se conozca cómo se va a instrumentar 
esta participación de ANEP se va a distribuir entre cada uno de los rubros. 


El artículo 6* tiene que ver con los incentivos al personal docente y no docente. También prevé las partidas 
para cada año y todas ellas corresponden al Grupo 0, Retribuciones de Servicios Personales. 


El artículo 7” es el relativo a partidas globales por concepto de innovaciones y estrategias educativas nuevas 
que van a llevar adelante el Consejo Directivo Central e instrumentarán los Consejos Desconcentrados. 


Los artículos 8” y 9” refieren respectivamente al programa MECAEP -Mejoramiento de la Calidad en la 
Educación Primaria-, que como ustedes conocen es financiado parcialmente por el Banco Mundial. Aquí lo 
que se está previendo son los recursos que corresponden a la continuación de este préstamo hasta el año 
2009, con dos fuentes de financiamiento: Rentas Generales y Fondos de Endeudamiento Externo. 


El artículo 9” refiere al Programa de Mejoramiento de Formación Docente, que en este caso está financiado 
por el Banco Interamericano de Desarrollo. Son asignaciones presupuestales que tienen dos fuentes de 
financiamiento, a fin de continuar con la ejecución de este préstamo. 


El artículo 10* refiere a la extensión del beneficio de la cuota mutual a los funcionarios de ANEP que al día 
de hoy no lo perciben. Es de público conocimiento que son los funcionarios docentes y no docentes de 
Primaria quienes a la fecha perciben la cuota mutual. Este artículo propone la extensión de ese beneficio al 
resto de los funcionarios. Asimismo, como los valores previstos en cada año son estimativos -porque no se 
pudo establecer certeramente cuál era la cantidad de beneficiarios-, este artículo solicita transferir estas 
economías del Inciso 24, Créditos Diversos, a la ANEP, de forma de reasignar las economías a otros destinos 
dentro de la educación. 


En el presupuesto del Inciso 25, están los totales de la suma de todas estas partidas por año. En el 2006 
estaríamos en el orden de los $ 11.330:000.000, llegando al 2009 a un total de $ 16.512:000.000. Si a esos 
valores sumamos lo que se liquida de cuota mutual con cargo al Inciso 24, Créditos Diversos, veríamos que 
el total del presupuesto de ANEP para el año 2006 sería del orden de $ 11.539:000.000, incrementándose 
hasta llegar al 2009 a un total de $ 16.806:000.000. Aclaro que estoy hablando de cifras aproximadas. 


ANEP incluyó algunos artículos que refieren a la mejora de la gestión y que no tienen costos "incrementales". 


El artículo 11 refiere a un criterio que adoptó el Consejo Directivo Central, para que el Impuesto de 
Educación Primaria se destine a los fines iniciales por los cuales fue creado, esto es, el pago de alimentación 
escolar y la compra de materiales y equipamiento para el Consejo de Educación Primaria. Hoy en día, con 
cargo al Impuesto de Educación Primaria, se están abonando partidas fijas para todos los funcionarios de 
ANEP. Estas partidas integran los sueldos de los funcionarios de toda la Administración. En consecuencia, 
este artículo 11 pretende que esas partidas pasen a financiarse con Rentas Generales. De esa forma se 
liberaría el Impuesto de Educación Primaria para los fines inicialmente previstos. Este artículo también prevé 
la derogación del artículo 530 de la Ley N* 17.296, que facultaba al Consejo Directivo Central a destinar 
hasta un monto de US$ 8:000.000 del Impuesto de Educación Primaria para el pago de sueldos. Con el 
conjunto de estas dos normas se estaría adoptando ese criterio de volver a los fines iniciales que tuvo el 
Impuesto. 


El artículo 12 es una propuesta que realiza el Consejo Directivo Central por la cual se autorizaría al 
Ministerio de Desarrollo Social a transferir fondos a la ANEP en el caso de que esta deba instrumentar alguna 
de las políticas incluidas en el PANES, Plan de Atención Nacional de Emergencia Social. De hecho, ya hay 
definidas algunas actividades con el Ministerio de Desarrollo Social, y la idea sería que se pudiera realizar la 
transferencia de fondos de un Inciso a otro, por supuesto, sujeto a un régimen de rendición de cuentas de los 
gastos incurridos. 


El artículo 13 permite mejorar la gestión y refiere al régimen de compras del Estado. En el artículo 33 del 
TOCAF se autoriza a los organismos públicos a que, bajo situaciones de urgencia, realicen contratación 
directa, no importando el monto. El principio general es que las razones de urgencia son avaladas por el 
Ministerio de Economía y Finanzas, excepto para la Universidad de la República, el Poder Judicial y las 
Intendencias. Con este artículo se propone igualar a la ANEP con el resto de los organismos comprendidos en 
el artículo 220 de la Constitución de la República y prever que esa certificación de urgencia la realice el 
Tribunal de Cuentas y no el Ministerio de Economía y Finanzas, como sucede hasta ahora. 


El artículo 14 propuesto por ANEP refiere a aspectos instrumentales de lo que es el Impuesto de Educación 
Primaria y a la modificación de los sujetos pasivos de dicho Impuesto. El problema sustancial que estaba 
planteado es que en la redacción original son contribuyentes del tributo de Educación Primaria los 
propietarios y los promitentes compradores con promesa inscrita en el Registro. Entonces, actualmente, se da 
la situación de que como el Banco Hipotecario del Uruguay no registra los compromisos de compraventa, 
muchos promitentes compradores del Banco que tienen promesa de compra no quedan comprendidos en el 
régimen de contribuyentes del Impuesto de Educación Primaria, de acuerdo con el texto de la ley que rige 


hasta ahora. Por un tema de igualdad de capacidad contributiva, en este caso se plantea que el texto se adecue 
y que sean contribuyentes del Impuesto aquellas personas que tengan promesa de compraventa con 
inscripción en el Registro o sin ella. Esa es la modificación introducida en este caso. 


Los artículos 15, 16 y 17 de la propuesta de ANEP introducen nuevos niveles de control, a los efectos de 
abatir la morosidad del Impuesto de Educación Primaria. 


En cuanto al artículo 15, hasta ahora, el régimen existente preveía que los escribanos debían controlar el pago 
de este tributo solamente en las instancias de compraventa, cuando hay traslación de dominio y una escritura 
de compraventa. La propuesta de ANEP es ampliar esa instancia de control que realiza el escribano, 
llevándola a cuando se realizan promesas de compraventa, cesión de promesas de compraventas, hipotecas de 
inmuebles o cuando se dan en usufructo. En todas esas instancias el escribano estaría exigiendo el pago de la 
totalidad del tributo del ejercicio fiscal en el que se hace la traslación de dominio. 


En el artículo 16 se pretende armonizar -como recién comentaba en el caso de los escribanos- con relación a 
las entidades financieras que hacen préstamos con garantías hipotecarias o con garantías de inmuebles. 


Lo mismo sucede con el artículo 17, por el que se pretende que cuando se inscriban sucesiones que incluyan 
bienes inmuebles, también en esa instancia el Registro exija que se haya pagado la totalidad del Impuesto. 


En consecuencia, todo lo que he comentado apunta a incrementar los controles y a disminuir la morosidad del 
Impuesto. 


El artículo 18 de la propuesta de ANEP también refiere al Impuesto de Primaria. Allí se plantea la posibilidad 
de que cuando un propietario dé en comodato una propiedad a una entidad pública -así sea a un Gobierno 
Departamental- para uso con fines públicos, también quede exonerado del pago de este tributo. Hasta ahora, 
un propietario que da un inmueble en comodato al Consejo de Educación Primaria para que funcione un 
Jardín de Infantes, igualmente tiene que aportar el Impuesto de Educación Primaria, aun cuando la institución 
que ocupa ese inmueble está exonerada de todo tributo. 


A continuación, voy a comentar en forma conjunta los artículos 19 y 20. A través de estas disposiciones se 
pretende que ANEP pueda regularizar una serie de inmuebles que está ocupando, de los que no tiene la 
titularidad como tampoco la del terreno. La idea es regularizar los títulos de los inmuebles de los cuales 
ANEP no es el titular. Esto crea varios problemas, fundamentalmente, cuando se tiene que realizar 
ampliaciones en locales educativos donde el terreno no es propiedad de ANEP, sino, por ejemplo, de una 
Intendencia o cuando está dado en un comodato precario. Los organismos internacionales de crédito exigen a 
ANEP la titularidad de esos predios a fin de que pueda invertir parte del préstamo en la construcción de 
locales. 


El artículo 21 establece el domicilio real de ANEP. En múltiples ocasiones ha sucedido que cuando ANEP es 
demandada, las citaciones del Poder Judicial son notificadas en los distintos institutos, liceos o en diferentes 
dependencias. La idea es centralizar y establecer que la sede central del CODICEN es el lugar idóneo para 
realizar las notificaciones cuando ANEP es demandada o notificada de alguna instancia judicial. 


En síntesis, este es el articulado de la propuesta de ANEP. 


Como podrán observar, hay un cuadro que resume las cifras que están expuestas en los articulados; están 
discriminadas por fuente de financiamiento, Rentas Generales, recursos propios y endeudamiento externo, 
correspondientes al Inciso 25. En un cuadro aparte figura lo que corresponde a la cuota mutual. Los valores 
totales del Presupuesto de ANEP, de los Incisos 24 y 25, son los que comenté recién, y llegan a los valores 
que se indican al final del cuadro. 


A continuación, vamos a hacer un análisis de la propuesta del Poder Ejecutivo. 


Es importante destacar que en el proyecto del Poder Ejecutivo se han introducido algunas modificaciones que 
surgieron de reuniones mantenidas con el Ministerio de Economía y Finanzas. Quiero poner énfasis en 
cuanto a que no son exactamente los números los que figuran en el Mensaje que envió el Poder Ejecutivo, 
sino que surgen de las reuniones y de intercambio de información con el Ministerio de Economía y Finanzas. 
En consecuencia, en cierta forma el Ministerio de Economía y Finanzas recogió las propuestas de ANEP. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¡Pero no vinieron! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en uso de la palabra la señora Cayón. SEÑOR GANDINI.- No 
entendimos de qué está hablando. 


SEÑORA CAYÓN.- Las modificaciones son en los siguientes aspectos. Voy a hacer la consideración 
artículo por artículo. 


En el caso del artículo 348, que es el que establece las asignaciones presupuestales para ANEP, se 
introdujeron dos modificaciones. La primera es un cambio de fuente de financiamiento entre recursos propios 
y Rentas Generales, sin variar los valores globales. Es decir que no se modificaron los valores totales sino las 
fuentes de financiamiento. Se adecuó la propuesta del Poder Ejecutivo a la estimación de recursos propios 
que tiene ANEP, fundamentalmente en lo que refiere al Impuesto de Educación Primaria y a los recursos de 
playa de contenedores, que son los montos más importantes. 


La segunda es la incorporación en la propuesta del Poder Ejecutivo de la partida especial autorizada a partir 
del 1” de julio de 2005, como aumento especial de ANEP; se incorporó en el Rubro Sueldos como partida 
permanente a partir de 2006. Estas son las dos modificaciones fundamentales que plantea este artículo. 


El artículo 364 es el que establece partidas para la Universidad y para ANEP. Con respecto a este artículo, se 
habló con el Ministerio de Economía y Finanzas de considerar una distribución de un 80% para la ANEP y un 
20% para la Universidad de la República. Esta distribución obedece a los valores ejecutados en el año 2004. 
En el caso específico de ANEP, considerando el 80% de los montos asignados por cada año, en la 
conversación con el Poder Ejecutivo se planteó distribuirlos entre Sueldos, Gastos e Inversiones. Es 
importante destacar que el artículo 364 no tiene modificación en las cifras globales; lo que se hizo fue 
adecuarlo a las necesidades de ANEP. Además, las partidas que se plantean en este artículo son anuales, pero 
se acumulan a lo largo de los años. Esto quiere decir que, por ejemplo, las partidas de 2008 acumulan las de 
2007, por supuesto que en los dos rubros. 


El artículo 370 refiere a la cuota mutual. El Poder Ejecutivo recoge la propuesta de ANEP en el sentido de 
extender el beneficio a todos los funcionarios. 


El artículo 386 en su literal b) prevé que al estudiar los proyectos de ley de Rendición de Cuentas el Poder 
Ejecutivo incluirá como mínimo un monto de US$ 20:000.000 destinados a la Universidad y a ANEP. El 


criterio de distribución que se aplica es 80% para ANEP y 20% para la Universidad. En un cuadro aparte 
figura la distribución del 80% correspondiente a ANEP, distribuido en lo que es... 


SEÑOR GANDINI.- Señor Presidente: no sabemos de qué se nos está hablando. Entonces, ¿para qué 
es la explicación? 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Se está haciendo referencia a una documentación que no 
tenemos. ¿De qué estamos hablando? 


SEÑOR GANDINI.- Recibimos una documentación que está mal fotocopiada y no todos los 
legisladores la tienen. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La intención de la Presidencia fue que todos tuvieran la documentación. Por 
lo tanto, vamos a hacer un intermedio de diez minutos para que se distribuya. 


La Comisión pasa a intermedio. 


(Es la hora 16 y 59) 


———Continúa la sesión. 


(Es la hora 17 y 35) 


SEÑOR YARZÁBAL.- En una larga exposición hemos tenido el agrado de presentarles los 
fundamentos que explican el proyecto de Presupuesto elaborado por la ANEP. En el transcurso de las 
diferentes exposiciones surgieron argumentos que sostienen el articulado y la estructura de 
Presupuesto que entregamos al Poder Legislativo el día 31 de agosto. 


A partir de esa fecha, con el propósito de proceder a una interpretación correcta del proyecto que el Poder 
Ejecutivo presentó al Poder Legislativo, mantuvimos múltiples reuniones con el equipo económico a los 
efectos, fundamentalmente, de conocer la traducción numérica de artículos como el 386 y el 388, que tenían 
impacto sobre el presupuesto de la ANEP. En esos diálogos, observamos que era posible una estructuración 
presupuestaria que permitiera que los objetivos estratégicos fundamentales de la ANEP fueran alcanzados, 
siempre y cuando la interpretación que estábamos recibiendo del equipo económico fuera traducida en 
números. Esa traducción es lo que hemos planteado en la tarde de hoy, a continuación de la presentación de 
la estructura presupuestal de la ANEP. 


Para nosotros es importante que este Cuerpo sepa que si esta configuración del Presupuesto que hemos 
presentado es aceptada por el Poder Ejecutivo y por el Poder Legislativo, se alcanzaría la mayoría de los 
objetivos estratégicos de la ANEP y, en consecuencia, se podrían dar los pasos para la transformación del 
sistema educativo que hemos presentado en la tarde de hoy. 


Entonces, dejamos el tema a consideración de la Comisión y, desde luego, esperamos que este análisis resulte 
favorable a las aspiraciones de la ANEP. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Debo reconocer que el último tramo de la presentación de la 
ANEP modificó bastante el objetivo de mi intervención. Hace bastante tiempo que estaba anotado para 
hacer uso de la palabra y referirme, en términos generales, a la explicación que había hecho la ANEP 
de su presupuesto, describiendo cada uno de sus subsistemas y haciendo valoraciones que nos gustaría 
analizar -seguramente más adelante vamos a tener tiempo de hacerlo- respecto a los objetivos y 
diagnósticos aquí presentados. 


Entonces, he cambiado el orden de mi razonamiento sobre el articulado de la ANEP en función, básicamente, 
de que no conocíamos este documento que se comienza a explicar ahora. No teníamos noticias de él por 
ninguna vía, ni siquiera la parlamentaria. En general, ha sido de estilo a nivel parlamentario anunciar cómo se 
van a desarrollar las sesiones, sobre todo, cuando el Poder Ejecutivo y un organismo autónomo -como en este 
caso- han llegado a un entendimiento presupuestal. Por lo menos, debieron ponernos al tanto de que esto iba 
a acontecer en la tarde de hoy, precisamente, a posteriori de que el organismo presentara su presupuesto que, 
por otra parte, seguimos con atención. 


Esta no es una cuestión menor. Es imposible que en este momento yo compare los números de esta última 
planilla -cuya presentación fue incompleta debido al intermedio- con los que sí he analizado, 
correspondientes al documento presupuestario del Poder Ejecutivo y al presentado por la ANEP. Digo que no 
es una cuestión menor porque sería una liviandad de mi parte hacer consideraciones sobre las comparaciones 
de números. Yo hice un razonamiento de que lo que el organismo presenta tiene una diferencia muy relevante 
con lo que propone el Poder Ejecutivo. Si un organismo trae al Poder Legislativo un documento que al final 
del período tiene nada más y nada menos que US$ 100:000.000 de diferencia, supongo que todo el 
documento estratégico debe tener alguna modificación si ese monto cambió. Reitero: si ese monto ha sido 
modificado -en este momento no puedo saberlo- por un acuerdo entre el Poder Ejecutivo y el organismo, 
supongo que ineludiblemente se va a ver afectado el plan estratégico presentado. De más está decir que si 
nosotros interpretamos incorrectamente el procedimiento, no hay posibilidades de presentar un documento 
diferente a nivel del Poder Legislativo porque los plazos están vencidos y se reabrirán en la discusión del 
Senado, no en la Cámara de Diputados. Ya hemos hablado de esto en la Comisión para otros Incisos y para 
otros asuntos, y esa posibilidad no existe. 


Esta explicación breve que nos da dado el Presidente del CODICEN no me termina de aclarar si 
efectivamente este entendimiento que han hecho significa o no un renunciamiento presupuestario de la 
propuesta original de la ANEP en términos de valores absolutos y también en términos de afectación del plan 


estratégico del organismo. Supongo que si se avienen a un monto significativamente menor, el plan 
estratégico se dañará; eso es inevitable. Parto de la base de que el documento presupuestario que presentó la 
ANEP es sólido, serio, está muy bien organizado y suficientemente valorado en términos de cantidad. Si 
hubo una modificación también tendríamos que analizar acá el daño que se causó al documento original. 


Eso es lo primero que tenemos que resolver para seguir avanzando y para saber de qué vamos a discutir esta 
tarde. Quiero saber si vamos a discutir el presupuesto que presentó la ANEP, sobre el que el Partido Nacional 
tiene posición favorable, ve con buenos ojos y aprecia las valoraciones que se han hecho en muchos de los 
aspectos. En lo personal, coincido plenamente con los objetivos planteados a nivel del Consejo de Educación 
Primaria; coincido plenamente con los objetivos planteados y a alcanzar en el Período. Tengo bastantes 
coincidencias con lo que se presentó del Consejo de Educación Secundaria y tengo bastantes coincidencias 
respecto a lo que se presentó del Consejo Técnico Profesional, aunque más adelante haré algunas 
valoraciones sobre el área de formación docente, ya que hay alguna cuestión para aclarar. También haré 
algunas consultas específicas sobre el articulado presentado por el CODICEN, en función de que hay 
cuestiones que no entiendo cabalmente de lo que se presentó acá y de lo que se señala en el articulado. 


Quiero saber qué vamos a analizar esta tarde. ¿Vamos a analizar el documento -como debemos hacer- 
presentado en tiempo y forma por la ANEP, el monto presupuestario calculado y la estrategia que sostiene ese 
volumen de recursos solicitado, o vamos a analizar un documento fotocopiado que ha llegado hace quince 
minutos, que no conocemos, del cual se nos dice que es un renunciamiento presupuestario respecto al 
volumen global de la ANEP? Para seguir avanzando necesito una aclaración, porque me temo que quien 
habla y el resto de los compañeros de la Comisión difícilmente podremos hacer consideraciones respecto al 
documento presupuestario que presentó la ANEP. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa informa que lo que estamos analizando es el Mensaje presupuestal 
del organismo ANEP. Entiendo que el Presidente del CODICEN expresó que se estaban realizando 
acuerdos, negociaciones o conversaciones con el Poder Ejecutivo. Lo que corresponde analizar en este 
momento en esta Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda es, sin ninguna duda, el 
presupuesto remitido por el organismo. 


SEÑOR GANDINI.- Todos sabemos que nuestro sistema reposa en la separación de Poderes y aquí 
estamos en el Parlamento. Para nosotros, son irrelevantes las negociaciones que se puedan llevar 
adelante con el Poder Ejecutivo. Pero además de eso, lo que se nos acaba de repartir introduce, por lo 
menos, un elemento confuso. Lo que tengo en mi poder es una cosa titulada: "Propuesta del Poder 
Ejecutivo" y me la entrega un organismo autónomo. La verdad es que acá hay un renunciamiento a su 
autonomía; un renunciamiento hecho frente al Parlamento nacional que tiene un derecho 
constitucional de optar -debido a un privilegio que la Constitución da a los organismos autónomos- 
entre la propuesta del organismo y la del Poder Ejecutivo. 


Hoy aspirábamos a conocer los fundamentos de la propuesta de la ANEP y con todo respeto digo que lo que 
recibimos fue un saludo a la bandera. Las autoridades de la ANEP terminaron de expresar todos los 
argumentos que fundamentan el contenido de su propuesta y antes de que pudiéramos opinar sobre ella, nos 
dijeron: "Pero miren que ya estamos negociando para cambiarla con el Poder Ejecutivo". Y la cambian sobre 
la base de la propuesta del Poder Ejecutivo. Esa propuesta hasta tiene como título "Poder Ejecutivo". La 
verdad es que no esperaba eso. 


Vencieron los plazos constitucionales para presentar el primero de los Mensajes complementarios. El 
Parlamento tiene dos Cámaras y la posibilidad de presentar dos Mensajes complementarios, pero como ya ha 
vencido el primer plazo, se renunció a la primera posibilidad. 


Como algunos de nuestros invitados saben, nosotros estábamos peleando con optimismo para poder acercar 
las posiciones en el ámbito parlamentario, pero hoy vemos que ya se hizo una negociación que coincidió con 
una lamentable confusión de agendas, ya que una de las primeras reuniones que íbamos a tener era con la 
ANEP y terminó siendo exactamente la última de todas. Poco margen le queda a esta Comisión para abordar 
futuras negociaciones. Esto también coincide con la última reunión que tuvimos hoy de mañana con el 
equipo económico, con el cual hablamos de los artículos 364, 388 y 386 que abordan esta propuesta y nada se 
nos dijo. Se trata de un Poder Ejecutivo al que el Partido Nacional le comunicó que en la mesa había 
modificaciones propuestas para esos artículos porque violan la autonomía de la Universidad y de la ANEP, 


porque otorgan partidas difusas a cada organismo en cuanto a su contenido y porque las condiciona. Nada 
nos dijo el Poder Ejecutivo en cuanto a que estaba estudiando una modificación; nosotros nos venimos a 
enterar ahora. 


Digamos las cosas como son. La ANEP ha retirado su propuesta presupuestal y hoy nos somete a 
consideración del Parlamento la ratificación de un acuerdo externo, fuera de plazos, pero que en los hechos 
en la política hay que aceptar. 


La autonomía del organismo, que constitucionalmente tiene la posibilidad de defender su presupuesto ante el 
Parlamento para que este opte, decida, ha sido llevada al plano de la negociación con el Poder Ejecutivo, que 
legítimamente también se puede hacer, para encontrar la coincidencia que por supuesto tendrá luego las 
mayorías parlamentarias necesarias. Pero nosotros, que no las integramos, sentimos avasallados nuestros 
derechos por no haber podido discutir, discernir y dejarnos convencer. Se nos dio un hecho consumado y que 
no se diga aquí que este es el adelanto de una cosa que se estaba conversando, porque el título dice: 
"Propuesta del Poder Ejecutivo". Está bien prolija y armadita, y hasta trae el comparativo. 


No sé si tiene componentes que puedan significar una transgresión constitucional en cuanto a la iniciativa 
requerida para modificar montos; habría que estudiarlo. Lo que sé es que este sistema reposa en que el Poder 
Ejecutivo defiende su propuesta, los autónomos las suyas y el Parlamento decide. Sin embargo, nosotros nos 
encontramos con una propuesta que ha sido acordada afuera, que es única y que parte de la base de que se ha 
retirado la del organismo autónomo, que ha venido a comunicarnos que tiene una nueva en conjunto con el 
Poder Ejecutivo. 


A esas evidencias nos debemos someter, porque sumadas las evidencias a las mayorías parlamentarias que 
están detrás de ellas, este es el presupuesto que va a tener la ANEP. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Quiero hacer una aclaración de carácter formal, no relacionada 
estrictamente con la discusión de fondo que se está planteando. 


Lo que debe estar claro es que este Parlamento, esta Comisión y eventualmente el pleno, lo que va a someter 
a discusión y a votación necesariamente, va a ser la propuesta que en tiempo y forma envió el Poder 
Ejecutivo y la que también en tiempo y forma envió la ANEP. Estas dos propuestas, desde el punto de vista 
estrictamente formal, van a ser las que estudiemos. De todos modos, este Parlamento tiene las potestades de 
realizar modificaciones a una de ellas o a ambas, dependiendo de si eventualmente le da aprobación a una oa 
las dos. 


Por lo tanto, en la medida en que no se violen los preceptos del artículo 215 de la Constitución, es decir, no se 
generen más gastos que el globalmente considerado en el mensaje enviado en cualquiera de los casos, el 
Parlamento puede modificar algunas asignaciones concretas que pudieran venir en los articulados originales. 
No se trata de optar por uno u otro proyecto tal como vinieron previamente. 


Se realizaron algunas consideraciones de tenor político sobre las autonomías. En lo personal, lo que me 
queda claro es que existiendo ambas propuestas, se nos adelantó la existencia efectiva de un acercamiento 
que, de acuerdo con la negociación reciente que realizaron las autoridades de la educación, les resultaría 
satisfactorio o por lo menos dentro del marco de lo que hoy consideran viables, a los efectos de cumplir con 
los planteos que desarrollaron desde el punto de vista programático. Esto fue lo que ocurrió en esta 
Comisión. 


Además, quiero recordar que desde el punto de vista formal, si hubiera algún tipo de error, ya sea por 
transcripción o cálculo en los números, que no coincidieran con la realidad, podría enviarse -esta es una 
posibilidad admitida- una fe de erratas. Estas son las posibilidades existentes desde el punto de vista 
constitucional. En mi opinión, encauzando el debate en ese marco, en esta comparecencia de la ANEP en la 
Comisión y hasta la aprobación final del Presupuesto, no existe ninguna violación de algún precepto 
constitucional que nos inhiba a seguir transitando los caminos necesarios, independientemente de las 
valoraciones de carácter político que legítimamente cada uno quiera hacer. 


SEÑOR POSADA.- Concuerdo con el señor Presidente en cuanto a que formalmente tenemos a 
consideración la propuesta que ANEP ha hecho al Parlamento, porque es este el que tiene que 


expedirse al respecto. Teniendo en cuenta estos nuevos acontecimientos sobre los cuales nos ponen en 
antecedentes los Directivos de la ANEP, la consideración queda superada por los hechos. 


Si en este caso la ANEP ya negoció con el Poder Ejecutivo una propuesta que notoriamente va a significar 
una reducción de los recursos que se pretendían en función del mensaje que se elevó al Poder Legislativo, y 
más allá de que hemos escuchado con atención y leído el sustancioso plan estratégico que nos ha elevado, 
creo que se termina el sentido de mantener una reunión de esta naturaleza. Se agotó la posibilidad de que en 
esta instancia presupuestal de la Cámara de Diputados se busquen alternativas para el financiamiento de ese 
Presupuesto que planteaba la ANEP. Ya se nos dijo que hay una propuesta de acuerdo entre la ANEP y el 
Poder Ejecutivo. 


Lo que me cuestiono -más allá de que comparto lo que dijo el señor Presidente- es el sentido de seguir con 
una reunión donde el tema ya está liquidado. La ANEP ha llegado a un presupuesto fuera del ámbito 
parlamentario -no lo cuestiono porque está en su derecho- que se contradice -obviamente los recursos son 
bastante menores- con el que originalmente se presentó a este Poder Legislativo. 


En tal sentido, lo más adecuado, más allá de que vamos a escuchar a los legisladores que solicitaron el uso de 
la palabra, es que esta sesión se dé por culminada. 


SEÑOR ASTTI.- Creo que se está haciendo una tormenta en un vaso de agua y se está desvirtuando la 
presentación que hizo el organismo. 


Un Diputado preopinante se escandalizaba porque una planilla dice: "Propuesta del Poder Ejecutivo con las 
modificaciones propuestas por ANEP" y otra dice: "Comparativo de propuestas ANEP y Poder Ejecutivo". 


Queda claro que ANEP presentó su presupuesto, y lo comparó con el que envió el Poder Ejecutivo. En el 
caso de los artículos 348, 364, 365, 386 y 388 habló con el Poder Ejecutivo para interpretar lo que se 
planteaba, y los integró en una planilla para, en esa tan defendida autonomía de los organismos de enseñanza 
-que acá se invocó hasta el hartazgo en todas las ocasiones en que se abordó teste tema-, redistribuir de 
acuerdo con su criterio los dineros previstos en estos artículos, que ya fueron presentados por el Poder 
Ejecutivo en este Presupuesto. Es decir, no existe ningún avasallamiento de la autonomía del ente; si se dice 
que se viola la autonomía, creo que se hace una afrenta a su Directorio, porque ANEP habló con el Poder 
Ejecutivo para interpretar lo que ya estaba previsto en el Presupuesto para redistribuir, en función de su 
autonomía, lo que le corresponderá por imperio de estos artículos. 


La coalición de Gobierno podría haber votado tal artículo y rechazado tal otro, pero se planteó a la Comisión 
la posibilidad de comparar la propuesta de ANEP con la del Poder Ejecutivo. No existe otra intención. ANEP 
adelantó una evaluación de lo que no obtendrá como proyecto propio, y lo que le corresponderá de la 
propuesta del Poder Ejecutivo, si es que así el Parlamento lo decide. Se está evaluando la diferencia entre una 
propuesta y otra. A mi entender, ese es el sentido de esta presentación. 


Por supuesto, la bancada de Gobierno estuvo siguiendo este tema, tratando de interpretar cada uno de los 
artículos del Presupuesto para evaluarlos y valuarlos, ambas cosas. El Poder Ejecutivo y ANEP nos dieron los 
elementos a la Comisión para que cada uno evalúe y valúe las incidencias de estos artículos. 


Hasta hoy no sabía cómo ANEP y la Universidad distribuirían lo que se prevé en los artículos 386 y 388. 
ANEP estima que si se votan estos artículos le corresponderá tal cantidad, inclusive haciendo los repartos 
pertinentes para la presentación de proyectos, conforme al acuerdo existente. 


En esta presentación de ANEP no hay ninguna inconstitucionalidad, avasallamiento de su autonomía ni 
mucho menos del Poder Legislativo, que como muy bien decía el señor Diputado Salsamendi, podrá optar 
por el presupuesto de ANEP o por el del Poder Ejecutivo, o buscar, como algunos Diputados pedían, 
soluciones que pudieran contemplar mejor lo que el país ha definido como una prioridad, que es la inversión 
en educación. 


Creo que en algunos artículos puede haber -lo adelantó el señor Diputado Salsamendi- errores de 
formulación, en particular, vinculados con la fuente de financiamiento; el Poder Ejecutivo estuvo revisando 


el cálculo inicial del producido del Impuesto de Primaria, y puede haber alguna diferencia. Aclaro que esto 
no implica un aumento del gasto. 


Por otra parte, seguramente el artículo 3” también dará lugar a más de una interpretación, que está vinculado 
con el artículo 348. El inciso segundo del artículo 3” establece claramente: "Las estructuras de cargos y 
contratos de función pública se consideran al 31 de mayo de 2005 y a valores de 1” de enero de 2005". De 
acuerdo con nuestros cálculos tal vez no se haya tenido en cuenta el artículo 348, y el aumento otorgado a los 
funcionarios de ANEP en junio o julio de 2005 -de cualquier manera, los créditos presupuestales se abrirán 
correctamente en el 2006- no se incluyó en la apertura, error que, como muy bien decía el señor Diputado 
Salsamendi, el artículo 4” de este Presupuesto -y las normas anteriores- habilita a que se modifique. 


De cualquier manera, el mismo Presupuesto ordenará a la Contaduría General de la Nación que abra los 
rubros del 2006, incorporando, por supuesto, lo que pasó en el 2005. 


Por lo tanto, se puede optar por una de las dos soluciones previstas: seguimos analizando la propuesta de 
ANEP o, como propuso algún señor Diputado, dejamos la discusión por acá y cuando se discuta en particular 
el Presupuesto cada bancada o Diputado tomará posición por una propuesta u otra. Creo que lo que hizo muy 
bien ANEP fue valorar la propuesta del Poder Ejecutivo, que era la contraparte de su propia iniciativa, y 
calcular las diferencias. Si ANEP no tomó en cuenta los artículos 364, 365, 386 y 388, obviamente, las 
propuestas no serían comparables a efectos de determinar sus diferencias. 


Esa fue la propuesta -como muy bien lo tituló ANEP- del Poder Ejecutivo, con las consideraciones 
formuladas por el ente con respecto a la distribución de lo que le corresponderá por estos artículos, ya 
distribuidos en los distintos rubros, servicios personales, gastos e inversiones, en los que el Poder Ejecutivo 
no se metió, como muchos en la Comisión reclamaron. 


A mi entender, solo se trata de una estimación sobre el resultado de ANEP, si el Parlamento vota la propuesta 
del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR TROBO.- Para quienes habitualmente asisten a la Comisión quizá repita algún concepto que 
reiteramos en varias oportunidades, pero sin duda será una novedad para los visitantes ocasionales. En 
algún caso hubo quien se enojó porque lo dijimos, pero por lo menos es nuestra impresión de la 
realidad. 


La coalición de Gobierno -no impongo un nombre que no quiera darse, ya que se acaba de mencionar que 
hay una coalición de Gobierno, y me parece que es bueno que se reconozca- directamente ha resuelto obviar 
al Parlamento. Esto se constata claramente si se analiza cada una de las grandes áreas del Presupuesto que en 
general son fuente de conflicto -conflicto positivo, del bueno-, de debate, para adjudicar el mejor destino de 
los recursos que la comunidad paga a través de los impuestos para financiar la actividad estatal. 


La discusión está cerrada en el caso de COFE, al punto de que aparentemente cuando uno plantea a las 
autoridades del Gobierno que quiere que algún sector de la Administración Pública tenga algún otro beneficio 
que el propuesto, se dice: "De ningún modo; hay un acuerdo y se va a cumplir". Es decir que el Parlamento 
no puede hablar de ese tema o, más bien, puede hablar pero no decidir, porque la coalición de Gobierno está 
sometida a la decisión que tomó el señor Ministro de Economía y Finanzas en los sucesivos acuerdos que 
hizo en los distintos ámbitos de la Administración, la centralizada y la descentralizada, la centralizada y la 
autónoma. 


La discusión está cerrada con la Universidad; es más, el Partido Nacional ha salido a plantear algunas cosas 
que sentimos que se las estamos diciendo a gente que no quiere que la ayudemos. 


Está cerrada con los Ministros; todo el mundo boca abajo. Todos los Ministros cerraron con el Ministro de 
Economía y Finanzas. Seguramente, una de las crisis que vivió este Gobierno, que fue la del cierre del 
Presupuesto, terminó cerrando con los Ministros más díscolos, con los que se supone que podían tener mayor 
libertad, y como tienen mayor peso político, eran los que podían imponer al Ministro de Economía y 
Finanzas alguna condición en esta discusión presupuestal. 


También cerró con los Intendentes. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


——Cuando pase el tiempo y el señor Diputado Asti mire para atrás, y analice lo que fue esta discusión 
presupuestal, y lo que van a ser las próximas Rendiciones de Cuentas -si es que se conserva la mayoría 
como existe hoy-, en las que no se va a poder discutir con la otra mitad del país acerca de los temas que 
al país le importan, en ese momento se va a tomar la dimensión de la gravedad de entender que el país 
se puede mirar solo a través de uno de los cristales del lente. Ese es el gran problema. No estamos 
hablando del Presupuesto de la Educación de este CODICEN o de esta ANEP de la mayoría 
parlamentaria del Gobierno que ganó las elecciones. Ahí hay un camino en el que hay una bifurcación 
que hay que comprender cuál es. Una cosa es la Administración Central, una cosa son los Ministerios, 
una cosa es la dirección de la política que el Poder Ejecutivo tiene la capacidad de realizar porque el 
mandato constitucional es muy claro; otra cosa es la responsabilidad que tienen ustedes, como 
Directores de la Administración autónoma de la Enseñanza Primaria, Secundaria y Técnica; 
obviamente, corresponde decir lo propio de la Universidad. 


¿Cuál es la realidad? Si uno la analiza, ¿dónde cerró el Gobierno? Cerró con los organismos autónomos que, 
a su vez, tienen una vinculación -de alguno de sus dirigentes- notoria con el Gobierno. No tengo ninguna 
duda de que el Rector de la Universidad de la República tiene una orientación política -no la niega- que, 
seguramente, ambienta espacios de diálogo que le permiten al Gobierno evitar con mayor facilidad los 
conflictos. En el caso del CODICEN no hay representación de la minoría política; aunque esa minoría sea 
nada más ni nada menos que el 49% de la ciudadanía. 


Pero, en el Parlamento se están tomando decisiones acerca del Presupuesto de la ANEP, que es la 
Administración Nacional de Educación Pública, no la Administración Gubernamental de la Educación 
Pública. Este es tema muy importante. Sin duda, podrán aducirse cualquier tipo de razones. Una, por 
ejemplo, de lógica política: es mucho mejor el diálogo y el acuerdo que el debate parlamentario. Yo creo que 
no es así, porque se sustrae algo que debe tener el debate parlamentario, que es la riqueza del análisis en 
profundidad y las opciones. Yo quiero saber, de lo que se nos trae hoy como un acuerdo -que seguramente lo 
presentará algún miembro de la bancada de la coalición de Gobierno- qué es lo que no va a hacer la ANEP. 


Yo creo que tenemos que levantar la sesión e irnos para analizar estos números. El otro capítulo es qué es lo 
que no van a hacer, porque nos dijeron qué van a hacer con lo que querían -lo digo con respeto-, con lo que 
necesitaban, pero ahora nos tienen que decir qué van a hacer con lo que tienen. 


El Gobierno, el Ministerio de Economía y Finanzas, y el apoyo que el Ministerio recibe para un tratamiento 
que evita el análisis parlamentario, son los principales responsables de sustraer del debate parlamentario el 
análisis con respecto a qué hacemos con los recursos que podemos dar. Acá viene todo cerrado. Para mí eso 
es un déficit en la discusión democrática que debe tener este instrumento que es el Presupuesto, sobre todo, el 
de la ANEP. 


Se han equivocado, han entendido que la ANEP está gobernada por el Poder Ejecutivo; la ANEP está 
gobernada por un organismo autónomo que tiene que tener derecho a venir al Parlamento a decir: "este es mi 
Presupuesto". A su vez, yo tengo que tener derecho a decirle al Parlamento por cual opción me voy a decidir 
llegado el momento. 


Desde 1985 hasta ahora, el Presupuesto de la Universidad de la República y de la ANEP que ha salido 
aprobado por la Asamblea General, no era el presentado por esos organismos, pero tampoco era el del Poder 
Ejecutivo. Fue el Presupuesto al que llegaron las mayorías parlamentarias, que se construyeron con acuerdos 
políticos de sectores que superaban ampliamente el 50% de la ciudadanía. Eso es lo que hoy tendría que 
haber ocurrido; es decir, tendríamos que haber tomado la decisión aquí, en consulta con ustedes y también 
con el Poder Ejecutivo, pero con el voto de parlamentarios que fueran más que los que integran la coalición 
de Gobierno. Ese es el déficit que tiene este Presupuesto. 


Esta situación nos duele, sobre todo a nosotros, los blancos, que por la autonomía de la enseñanza no solo 
hemos peleado sino que la hemos defendido a rajatabla. Inclusive, se ha dado el caso de Presidentes de la 
ANEP, propuestos por nuestro Partido para integrar y dirigir el organismo, que vinieron al Parlamento a pedir 
más de lo que le daba el Poder Ejecutivo del Presidente de su propio Partido. Esta circunstancia es histórica, 


pero es histórica al revés. Este es el cambio al revés. Aunque produzca enojo, debo decir que esto es más de 
lo mismo, porque es una forma de entender las cosas que no compartimos. 


(Diálogos) 


No estoy haciendo otra cosa que no sea una consideración de carácter personal. Probablemente, 
votemos los artículos; ¿cómo no vamos a votar el Presupuesto a la enseñanza? Pero acá estamos 
hablando de otras cosas. No se está cuidando ni respetando la legitimidad de origen de lo que salga del 
Parlamento y eso es lo que nos duele. Además, el tratamiento de este tema, en la tarde de hoy, ha sido 
absolutamente desprolijo. 


Me voy con la duda de si este acuerdo entre la ANEP y el Poder Ejecutivo -que alguien pondrá sobre la mesa 
diciendo que es una corrección que el Parlamento hizo al Presupuesto de ANEP y al Presupuesto del Poder 
Ejecutivo- responde también a las inquietudes de los sectores gremiales. Me gustaría saber si la Asociación 
de Funcionarios de UTU, la Asociación de Maestros y la Asociación de Profesores de Secundaria están de 
acuerdo con este proyecto. También quiero saber qué es lo que vamos a hacer acá con las demandas que 
tienen los profesores y maestros de esas ramas de la enseñanza. 


Lamento que se haya sacrificado la autonomía del CODICEN para salvar la cara a la mayoría parlamentaria. 
Indudablemente, eso es lo que ocurrió. El Gobierno sigue unido, no tiene diferencias. No se arriesga el 
retoque parlamentario -que hasta podría quedar bien- para decir que la ANEP tiene una independencia, 
inclusive, para venir acá y pedirnos más, porque no vinieron a eso, sino a pedir lo mismo que les da el Poder 
Ejecutivo, lo que me parece que es histórico y negativo. Nosotros seguimos señalando lo que, 
lamentablemente, tenemos que constatar y es que el Parlamento existe nada más que para dar el certificado 
de que las cosas tienen alguna legitimidad que no es la legitimidad ciudadana y democrática que tiene que 
tener un Presupuesto en serio, sino la legitimidad formal de una mayoría que es utilizada al solo efecto del 
proyecto político de la mitad del país. La otra mitad del país no existe. Ya vendrán tiempos en los que nuestra 
mano será necesaria y allí, como siempre lo hemos hecho, actuaremos con la dignidad y responsabilidad que 
tienen los buenos blancos. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Quiero ratificar ante los señores Legisladores que la ANEP no ha presentado 
otro proyecto ni ha renunciado a la propuesta que sometió a la consideración del Poder Legislativo. En 
la tarde de hoy hemos traído la fundamentación y la estructura del Presupuesto, y las modificaciones 
que tendría de acuerdo con la propuesta del Poder Ejecutivo según entiende la ANEP que sería más 
favorable para sus intereses en el caso de que esa fuera la adoptada. 


Por otra parte, se han señalado las diferencias que existen desde el punto de vista cuantitativo entre cada una 
de las propuestas. 


Quiero insistir que hemos venido a ratificar la presentación de la propuesta de la ANEP. 


SEÑOR YANES.- Desde mi humilde punto de vista, el Poder Ejecutivo hizo lo que tenía que hacer: 
trabajó sobre el Presupuesto y, conociendo las diferencias que tenía con los organismos, fue haciendo 
negociaciones y modificando puntos. Por ejemplo, se llegó a un acuerdo histórico con los Intendentes 
de todo el país, que en esta misma Comisión el Congreso Nacional de Intendentes lo hizo saber. 
Reitero: el Poder Ejecutivo hizo lo que tenía que hacer. Escuchó, estudió lo que podía cambiar, hizo 
conocer razones y, a partir de allí, algunos organismos fueron modificando sus opiniones sobre los 
distintos temas. Después, el Presupuesto llegó al Parlamento, donde hay una mayoría que analiza los 
proyectos, escucha argumentos, modifica y legítimamente respalda lo que entienden las mayorías 
representadas en este Parlamento. 


Desde mi humilde punto de vista, lo que hemos escuchado es un planteo de la educación de mi país para los 
próximos cinco años, que me llena de orgullo, que me compromete, en el que hubo además de fundamentos 
técnicos, profesionales -hasta se puede decir nacionales, patrióticos-, el reconocimiento de continuidad de las 
cosas que estaban bien hechas en el pasado, corrigiendo las que se pueden entender mejorables, creando e 
institucionalizando mecanismos de descentralización en la formación docente, instituyendo mecanismos de 
jerarquización de nuestros docentes de toda la educación. 


Sinceramente, no me gustaría terminar en una discusión que descentrara nuestra atención de lo que creo es lo 
más importante. Estoy hablando del Presupuesto presentado por la ANEP, que nos llena de orgullo. Mientras 
se iban dando los informes de los distintos partidos políticos se planteó con qué se estaba de acuerdo, qué 
estaba bien y qué estaba muy bien. ANEP está presentando su propuesta y obviamente nosotros definiremos 
los cambios. Si se llegan a dar cambios presupuestales, estoy absolutamente convencido de que los objetivos 
programáticos, que los objetivos de fondo van a ser mantenidos. Si ANEP negocia con el Poder Ejecutivo y 
acepta lo que éste propone, sin duda los objetivos -que es lo más importante; esto es, los cambios en mis 
liceos, en mis escuelas técnicas, en mis escuelas primarias, en los jardines de menores de cuatro años- están 
plasmados en los informes de hoy. 


Teniendo en cuenta lo que se informó hoy, estoy convencido que al terminar estos cinco años no voy a tener 
clases suspendidas por liceos que se caen a pedazos; estoy convencido que voy a tener a docentes mejor 
pagos que en los últimos cinco años y estoy convencido además, de que la educación va a terminar estos 
cinco años mucho mejor de lo que la recibimos. 


Hacer política aquí adentro para medios de prensa, está bien para los que lo quieran hacer. Desde mi punto de 
vista, quería dejar absolutamente marcado mi compromiso con los objetivos programáticos planteados y la 
seguridad de que, termine como termine esta discusión, esos objetivos no van a ser cambiados de ninguna 
forma. 


No sé si represento a algún Diputado con lo que he dicho, pero personalmente estoy conforme con el informe 
recibido. Como aquello de "si me tapo la cabeza, me destapo los pies; si me tapo los pies, me destapo la 
cabeza", las restricciones que tiene mi país pueden generar que haya algún tipo de cambio a lo planteado 
pero, sin duda, me siento completamente consustanciado con los objetivos programáticos planteados por la 
ANEP en la tarde de hoy. 


SEÑOR ASTI.- Lo lamentable es que no hayamos podido hablar en el transcurso de esta sesión de lo 
que implica tanto la propuesta de ANEP como la del Poder Ejecutivo en términos cuantitativos y 
cualitativos, teniendo en cuenta las diferencias con las propuestas votadas por otras coaliciones de 
Gobierno anteriores. 


Aquí se plantea un incremento de más del 50%, en la peor de las opciones. Reitero: más del 50% de 
incremento real al término del quinquenio con respecto a lo ejecutado en el 2004. Eso y el apoyo que se ha 
manifestado en esta Sala con respecto a la educación por parte de todos los partidos políticos debería ser el 
titular de esta reunión. 


Se hacen críticas a este partido de Gobierno por parte de quienes formaron coaliciones, firmaron acuerdos 
antes de determinados actos electorales y luego no cumplieron. Nosotros dijimos que íbamos a dialogar con 
los trabajadores y lo hicimos; hablamos con el Congreso de Intendentes que tiene mayoría del 50% restante - 
del que recién se hablaba- y se cumplió con lo que establece el artículo 214 de la Constitución, que indica 
que debe presentarse un solo presupuesto y que en caso de que haya diferencia se presenten los dos. En ese 
caso como en otros se optó por hablar y llegar a la mejor solución para el país y no para un 50%. En el 
Congreso de Intendentes se cumplió con la Constitución pero, fundamentalmente, con el país. 


SEÑOR MUJICA.- Algún Diputado de la oposición ha hecho un muy pulido repaso de la forma, la 
capacidad de articulación política que tiene el Gobierno progresista de este país. Esta coalición de 
Gobierno representa, nada más ni nada menos, que la comprensión de su proyecto a la enorme 
mayoría de los uruguayos. Esa capacidad de articulación es la que le ha permitido, sin duda, ir 
cerrando -como decía algún Diputado- con COFE, con la enseñanza, con los Intendentes. ¿Por qué? 
Porque tenemos un programa que comprende los intereses de las grandes mayorías. En última 
instancia, la baja conflictividad con que se llega a la resolución de esta instancia presupuestal no es 
otra cosa que la demostración de la amplia base de apoyo social y político que tiene este Gobierno y 
que esta coalición -que cada vez está más unida pese a todos los vaticinios- es capaz de representar. 


Ahora alguien se pregunta qué va a pasar con los sindicatos. Naturalmente, nadie va a quedar del todo 
conforme, porque estamos proyectando los cambios con los escasos recursos que nos han dejado. Pero 
pierdan cuidado los Diputados de la oposición a este respecto, porque los vínculos históricos de nuestra 


fuerza política con los más vastos sectores sociales fueron construidos en el llano, en el sufrimiento, en la 
opresión y en la incomprensión, lo que también se va a demostrar en estas instancias. 


Lo que hay detrás de este Presupuesto es el compromiso de un pueblo entero para respaldar los cambios 
posibles hacia los deseables. Estamos en los primeros momentos y este proyecto de ley de Presupuesto 
augura ser histórico por la capacidad de representar los intereses de la mayoría de nuestro pueblo. Esta 
instancia que hoy tenemos está demostrando eso. 


En ese sentido, este conjunto abigarrado de viejos docentes de nuestra enseñanza, que seguramente sufrieron 
mucho como sindicalistas y como frustrados docentes por las magras posibilidades que tuvieron durante toda 
su vida profesional, ha sabido valorar como corresponde el enorme esfuerzo que está haciendo el Gobierno 
con los escasos recursos que tiene para permitirles comenzar procesos de cambio que, si bien no satisfacen 
cabalmente las aspiraciones de todos, son -a la luz de su experiencia y conocimiento- los que les permiten 
comenzar a modificar la enseñanza y conducirla hacia el futuro que ellos soñaron durante toda su vida. 


A partir de esa convicción surgen estos acuerdos. El Parlamento todavía tiene márgenes de modificación, 
pero no haré hincapié en ellos, sino que haré hincapié en las grandes bases de acuerdo que respaldan este 
proyecto de Presupuesto. De aquí en más, así seguirá siendo. 


Y las próximas Rendiciones de Cuentas, que se nos auguran como momentos problemáticos, serán momentos 
confirmatorios de una tendencia nacional hacia la construcción de un país distinto, que empieza a inaugurarse 
con estos cambios que hoy vemos. 


SEÑOR ARREGUI.- Voy a hacer algunas reflexiones de carácter político sobre tres temas: sobre el 
papel del Parlamento, sobre los recursos que se van a volcar a la enseñanza y sobre el papel del diálogo 
que debe existir en un país. 


En torno al primer tema, el Parlamento tiene total independencia, como aquí se ha expresado -no se precisa 
recurrir a la Constitución, porque todos tenemos madurez en este tema- y, en ese marco, va a optar por un 
mensaje, por otro o por una tercera opción. 


Quiero decir aquí que el Parlamento no es un partido u otro, porque parece que se ha confundido y se cree 
que el Parlamento es un partido. El Parlamento es una institución y, como institución que engloba la máxima 
representatividad, se expresa por unanimidad o por mayoría. Creo que criticar que el Parlamento en algunos 
casos se exprese por mayoría, de alguna manera implicaría que se pudiera pensar que en el Parlamento 
resuelven las minorías. Quitar legitimidad a un pronunciamiento que puede haber por mayoría, es quitar 
sustento a la democracia misma. Eso no es la democracia. 


Cuando en el Período anterior nuestra fuerza política fue la principal fuerza, pero no logró ser mayoría en el 
Parlamento, perdió muchísimas votaciones, pero jamás negamos legitimidad a las resoluciones que se 
adoptaron en el Parlamento. Entonces, un sector o un conjunto de sectores no pueden quitar legitimidad si el 
Parlamento se expresa por mayoría, porque no siempre lo va a hacer por unanimidad. 


En cuanto al tema de los recursos que se vuelcan para la enseñanza, quiero decir que hasta el Período 
anterior, el 2,8% de los recursos del Estado se volcaba para la educación. Quisiera saber por qué las energías 
de los parlamentarios que pertenecían a la mayoría y las energías del Poder Ejecutivo de aquella época no se 
dedicaron de lleno a cambiar esta magra asignación de recursos. Bueno hubiera sido que esto hubiera 
sucedido. Y lo que se está haciendo ahora es criticar aspectos formales y buscar si se pueden encontrar 
divisiones. La ciudadanía va a ser la que juzgará esto en última instancia; decidirá si está de acuerdo con 
quienes mantuvieron un 2,8% durante varios Períodos o si está de acuerdo con un proceso de cambios -como 
decía el señor Diputado Asti- que va a asignar, sobre ese 2,8%, más del 50% de los recursos que se vertieron 
hasta el Período anterior. 


Aquí se ha hablado del diálogo y veo que duele que haya habido diálogo. Es bueno dialogar; inclusive, es 
bueno llegar a acordar. Y si un Ente Autónomo dialoga con el Poder Ejecutivo, eso no significa abdicar de la 
autonomía. La autonomía no significa que cada uno esté en su rancho y que no se pueda hablar; eso es lo 
contrario a construir algo en conjunto. ¿Por qué se cuestiona el diálogo si es positivo? ¿O es acaso que se 
quería tener una plataforma política de crítica y, entonces, no servía el diálogo? Realmente, no lo entiendo; 


no entiendo el dolor porque haya habido un diálogo. Eso no significa abdicar de la autonomía ni que este 
Poder Legislativo deje de resolver, como corresponde, en forma independiente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En general, en el transcurso de estas sesiones he mantenido un silencio continuo - 
me parecía que debía hacerlo, porque no soy integrante de esta Comisión, sino que estoy asistiendo en 
mi calidad de delegada de sector que está transitoriamente suspendido en función de la integración de 
estas Comisiones-, pero quiero hablar desde el punto de vista de haber participado en la discusión del 
Presupuesto pasado y de haber adquirido alguna experiencia en esa circunstancia, no solo de 
conocimiento de lo que es un Presupuesto, sino de un trabajo concienzudo que hizo nuestra bancada. 


En ese sentido, me permito hacer alguna reflexión que puede ser que reitere algunos conceptos que han 
vertido compañeros de mi bancada -hoy, bancada de Gobierno- con respecto a lo que significan los acuerdos. 
Quiero decir, señor Presidente, que para nosotros, para esta fuerza política, acordar no es mala palabra; el 
tema es cómo se acuerda y por qué se acuerda. Cuando uno busca el diálogo y los caminos de acuerdo por 
objetivos superiores, por objetivos que nos unen, que tienen que ver con los mejores destinos del país, creo 
que todos debemos darles la bienvenida. El tema es que todos los acuerdos que se tejen en esta Casa no 
siempre tienen como foco o como faro que guía un bien superior o un concepto superior. 


En ese marco -siendo muy breve porque reitero que no está en mi ánimo hacer un gran discurso, sino 
simplemente marcar algunas cosas que nos identifican, lo cual me hace sentir orgullosa, como integrante de 
esta bancada hoy de Gobierno, opositora en los períodos anteriores-, no puedo resignarme a que no se perciba 
que los objetivos que se ha trazado esta fuerza política que hoy está en el Gobierno tienen como elementos 
fundamentales aquellos que están considerados en nuestro Presupuesto y tienen que ver con las mejoras y las 
prioridades que determinamos de común acuerdo cuando elaboramos nuestro programa. 


Cuando nosotros vemos la gráfica que presentó el Ministerio de Economía y Finanzas, observamos que la 
línea amarilla representa el índice del salario real en el Gobierno central, que atiende esos objetivos; cuando 
vemos también en las prioridades de la educación la participación de la ANEP y de la Universidad de la 
República y el incremento total de los recursos; cuando se observan los recursos presupuestales adicionales, 
destinados a sueldos, gastos e inversiones -2009 versus 2004- y vemos que se da a los organismos de 
enseñanza un 42%, entonces, por todos estos motivos, yo no puedo decir que el partido de Gobierno no está 
haciendo lo que dijo que iba a hacer. 


Y además de lo que dijo que iba a hacer, también dijo que iba a acordar con las organizaciones sociales, con 
la oposición, con las organizaciones de toda índole a los efectos de ir avanzando en la conquista de ese 
objetivo superior. 


Termino recordando que hace cinco años, en esta misma Sala, la bancada opositora esperó, creo que durante 
ocho horas, acuerdos que se estaban tejiendo desde dos bancadas diferentes porque, de lo contrario, no había 
forma de llevar adelante al cierre de un Presupuesto. Y quiero decir -porque tengo buena memoria- que el 
Partido Nacional presentó oportunamente una propuesta de presupuesto para la ANEP, hace cinco años. 
Cuando se cerró el acuerdo con el partido de Gobierno, esa propuesta fue retirada, pero no sabemos cuál fue 
el acuerdo para que fuera retirada. Esta bancada opositora la hizo suya, y el partido que la había presentado 
votó en contra de su propia propuesta en Comisión. ¡Votó en contra de su propia propuesta! ¡De su propia 
propuesta! Acá estamos acordando de manera cristalina; estamos acordando algo que todo el mundo puede 
ver y analizar. 


Por último, quiero terminar mi intervención marcando la diferencia entre lo que significa acordar por 
objetivos superiores -lo reitero- y lo que significa acordar por algunas cosas de las cuales esta fuerza política, 
siendo oposición, jamás se enteró. 


(Apoyados) 


SEÑORA D'ELÍA.- De una manera muy breve quiero señalar que lamento profundamente este 
enojoso incidente; nada más alejado de nuestra intención estuvo provocarlo. 


Lamento que se estén mezclando temas que nada tienen que ver ni con la ANEP ni con la educación, que es 
lo que yo esperaba discutir. Me hubiera gustado muchísimo que en este rato hubiésemos hablado de los 


aspectos técnicos, de la evaluación de nuestras propuestas, de líneas y de políticas educativas para todos y 
cada uno de los subsistemas. Sentimos que ese espacio nos fue escamoteado. 


Vinimos acá a presentar, con absoluta responsabilidad, nuestro presupuesto, un presupuesto que elaboramos 
en uso de nuestra autonomía y a partir del diagnóstico de la educación. Cuando presentamos nuestro 
proyecto, dimos razones y justificaciones para cada uno de los subsistemas y de las líneas de políticas que 
adoptamos. Lo hicimos en uso de una autonomía que nunca resignamos, ni vamos a resignar, lo que no 
significa que no vayamos a dialogar con el partido de Gobierno o con los partidos de la oposición, todas y 
cuantas veces sean necesarias, a fin de encontrar los caminos de entendimiento que mejor sirvan al país y a la 
educación nacional, que es nuestra responsabilidad administrar. 


No vemos nada desdoroso, sino todo lo contrario, en el hecho de que hayamos tenido encuentros con el Poder 
Ejecutivo para hacer consultas, porque había cosas que nos resultaban extremadamente oscuras -en lo 
personal, debo señalar que disto mucho de entender en forma excelente las cuestiones de economía- y 
encontramos un espacio de disposición al diálogo y de apertura en cuanto a darnos explicaciones y a 
traducirnos las cuestiones numéricas que, de otra manera, no hubiéramos podido entender. 


No hemos retirado nuestro presupuesto, por lo que hay dos que están a consideración del Parlamento. Este es 
un asunto que tendrá que dirimir el Parlamento, que tampoco debe resignar sus competencias, así como no 
resignamos nosotros las nuestras. 


Es la primera vez que presento un presupuesto y quizás sea la única en mi vida. Yo venía con la expectativa 
de discutir sobre elementos técnicos y en cuanto a qué cosas queremos hacer con la educación de este país y 
por qué. Además, hubiéramos preferido discutir acerca de por qué la educación de este país se encuentra en el 
estado deficitario en que la recibimos, del que tenemos que hacernos cargo, lo que hace mermar nuestra 
posibilidad presupuestal. 


Señores legisladores: nuestro presupuesto está para que ustedes lo analicen, lo discutan y, si así lo entienden 
necesario, lo respalden. 


SEÑOR CARDOSO (José Carlos).- No voy a hacer consideraciones sobre lo que se ha dicho 
anteriormente. Ya había manifestado al señor Presidente que no iba a volver a referir a la cuestión 
política que se había planteado, aunque ello no significa aceptar algunas de las consideraciones que se 
realizaron a posteriori respecto al episodio que hemos sobrellevado hoy. Así como la profesora D'Elía 
se desilusionó, debo decir que yo también. 


He estudiado el proyecto de Presupuesto que se ha presentado y he seguido con atención el diagnóstico que 
hoy nos alcanzaron. En mi primera intervención señalé que tengo coincidencias muy importantes con el 
diagnóstico, que en muchos de sus aspectos no es nuevo para el país. Recuerdo el diagnóstico que se le 
presentó al Parlamento en el año 1995, que tenía muchas similitudes con el que hoy se presentó en materia de 
déficit, de dificultades y de cuestiones no resueltas. Eran otras circunstancias políticas y hubo muchos que se 
entusiasmaron con la propuesta de cambio que se presentaba a partir de un diagnóstico de base bien resuelto. 
Sin embargo, nosotros no nos habíamos entusiasmado con la propuesta porque no veíamos que fuera una 
salida. Ahora, ustedes, de alguna manera reponen ese diagnóstico y, además, avanzan sobre cuestiones que 
considero muy importantes. El diseño que se presenta sobre las estrategias fundamentales en el área de la 
Educación Primaria, lo apoyo; me parecen bien diseñado y creo que ese es el rumbo. 


Asimismo, tenemos coincidencias que son felices en algunos temas muy puntuales como, por ejemplo, el 
tema de la titulación docente que está referido en uno de los cuadros que presentó el Consejero Florit cuando 
habla de reconocimiento de grado universitario. Hace menos de un mes presentamos por segunda vez un 
proyecto al Parlamento para que eso acontezca; esta es una feliz coincidencia que, seguramente, en un breve 
plazo vamos a poder alcanzar, un reconocimiento que corrija en algo el malestar docente como se plantea, 
que yo comparto. 


En cuanto al articulado tengo algunas cuestiones que plantear, pero requieren de explicaciones menores. Aquí 
se han planteado objetivos con respecto a la formación docente, algo que nos preocupa. Escuché con atención 
la exposición que sobre el tema de formación docente se hacía y me parece que en ese sentido hay mucho 
para trabajar y desmitificar también. El Uruguay no tiene más formación docente porque la titulación es 


monopólica; la formación no es monopólica. Es verdad que hay un colegio de monjas en Canelones que 
otorga el título de maestro, pero ofrece la carrera solamente porque la titulación es monopólica; nadie puede 
dar el título de docente en Uruguay. Nosotros vamos a trabajar para que ello cambie y vamos a ayudar a abrir 
la posibilidad de que la Universidad de la República, el CODICEN y las instituciones privadas habiliten el 
título de docente, sometiendo la carrera, como debe ser y como se ha hecho en el ámbito universitario, a una 
valoración que mantenga el nivel histórico que tuvo y que en algún momento -es verdad- decayó. Hago feliz 
acuerdo acerca de lo que se ha señalado en cuanto a los posgrados docentes que tuvimos con el Instituto 
Magisterial Superior. Mucho se ha hablado de esto en los últimos años pero nadie le pone el cascabel al gato 
y no lo retomamos aun cuando se trata de una institución que fue modelo, no solo para nuestro país sino para 
buena parte de América, con respecto a la formación de maestros con una excelente capacitación. 


Tenemos muchas coincidencias con lo que se ha planteado y, seguramente, nuestro Partido va a apoyar el 
articulado presentado por el organismo. 


Me gustaría recibir algunas explicaciones. En el artículo 2* se plantean algunos contenidos, por ejemplo en lo 
relativo a la adquisición de textos, que luego también aparece en el área del MECAFEP. Digo de paso que 
felicito la idea de mantener esas dos estructuras, MECAEP y MEMFOD, tan criticadas en el pasado. Cuando 
en la década del noventa pusimos en marcha por primera vez el MECAFEP, vaya si recibimos críticas con 
respecto a que ese era un modelo intervencionista de la banca extranjera para financiar proyectos educativos 
y codirigir la educación. Ahora advierto que las autoridades de la educación mantienen el rumbo en un área 
que me parece relevante y, sin duda, ayuda mucho a dinamizar el organismo. Pero no entiendo por qué se 
repite dos veces la misma cuestión. 


También quiero señalar -quizás, tenga una diferencia con mi Partido de la que me hago cargo- que voy a 
acompañar todo el articulado referido al Impuesto a Educación Primaria. Deseo destacar mi apoyo absoluto a 
la decisión del CODICEN de volver a ese Impuesto a su destino original, haciendo que se gaste 
exclusivamente en las tres áreas para la que fue creado: alimentación escolar, equipamiento y edificación. 
Sería recobrar el sentido de un impuesto que Uruguay siempre pagó sabiendo que se estaba apoyando a la 
educación en lo fundamental. Después, equivocadamente, se derivaron los fondos del Impuesto. En cuanto a 
la posibilidad de cobrárselo a los organismos del Estado, debo decir que me parece correcto y adecuado. 


He visto un documento de ANEP que se llama "La repetición en Educación Primaria, Identificación de 
Variaciones y sus Factores Asociados", donde compara ese modelo educativo con el modelo de la escuela de 
tiempo completo, y es notorio que esta última se lleva -por decirlo vulgarmente- todos los aplausos en cuanto 
a sus resultados, a los méritos que logra. Sin embargo, advierto que vuelven a cargar otra vez la asignación de 
cargos docentes sobre un modelo que ha tenido algunas dificultades, y no entiendo por qué no se plantea 
aumentar aún más la posibilidad de que lleguemos al final del quinquenio con más del 25% de escuelas de 
tiempo completo, objetivo que sería muy positivo. No obstante, si no es que entendí equivocadamente, me 
parece que con esta distribución no van a llegar. 


Estas son las inquietudes que quería plantear y, de pronto, después solicito alguna otra intervención. 


SEÑORA D'ELÍA.- Quiero hacer una aclaración para que no quede una idea equivocada acerca de lo 
que está planteado en nuestro proyecto presupuestal. Concretamente, con referencia a los proyectos 
MECAEP y MEMFOD, no tienen hoy, ni van a tener en el futuro, la estructura que originariamente 
tuvieron y por la que transitaron durante una década como organismos paralelos a la Administración. 
Hoy en día esos proyectos han sido institucionalizados, redireccionados, no tienen competencias 
autónomas, sino que están en la órbita directa, bien de los desconcentrados respectivos o bien 
directamente del CODICEN. 


En el caso concreto de MECAEP puedo anunciar que ese proyecto va a ser cerrado y se está negociando otro 
con el Banco Mundial. 


Muchas gracias. 


SEÑOR FLORIT.- Nosotros presentamos el proyecto de ANEP porque enfáticamente no queríamos 
renunciar a esa potestad, puesto que de lo contrario se presentaría un Mensaje único. Más allá del tono 
claramente político del debate, como en lo personal no tengo la necesidad de alinearme con nadie para 


emitir una opinión, digo que me agravia si se entiende que, en lo personal, es una actitud de renuncia a 
la autonomía. Esto es como una anotación en el margen, pero me parece bueno que podamos hacer 
algún comentario sobre el contenido del proyecto. 


Estoy de acuerdo con lo que dice mi amigo, el señor Diputado José Carlos Cardoso, sobre los resultados 
claramente diferenciados entre contexto sociocultural crítico y tiempo completo. Pero todos sabemos que hay 
una estrategia con un impacto financiero muy alto -lo dije en la presentación, un 57% más caro- y los niños 
de este país no pueden esperar diez años más, con un crecimiento -como en el último quinquenio- de mil 
niños adicionales por año para tiempo completo. Ahora estamos proponiendo multiplicar por cuatro el ritmo 
de crecimiento y alcanzar veinte mil niños nuevos en tiempo completo, es decir, un 400% de aceleración en 
el incremento de la incorporación a tiempo completo. Pasaremos los cuarenta mil niños en tiempo completo. 
El problema es que eso es insuficiente; todos sabemos que no podemos seguir esperando la expansión de 
tiempo completo para solucionar algunos problemas derivados de la exclusión social. Por eso estamos 
tratando de resumir una propuesta nueva que atienda, en plazos breves, entre sesenta mil y sesenta y cinco 
mil niños, reuniendo lo mejor de diversas experiencias que se están llevando adelante. Estamos hablando de 
llegar a no menos del 18% del total de los niños con un modelo que puede incorporar la extensión horaria 
parcial en algunos grupos -lo que en el Repartido se llama "Modelo de Escuela de Atención Prioritaria"-, 
aprovechando una experiencia nueva a la que ya me referí, es decir, los cursos disciplinares para la 
actualización didáctica de los maestros, extendidos a todo el país, así como los profesores de educación física 
del Proyecto Infamilia, los maestros comunitarios y los profesores de expresión artística e informática. 


Además, reconocemos con mucha modestia que el problema que no está resuelto en Uruguay es cómo se le 
enseña a los niños en situación de exclusión social. Todos sabemos que no está resuelto. Hemos mejorado 
algo en tiempo completo, con mucho costo, con mucho esfuerzo, con la experiencia de diez años de grupos 
que están trabajando y reflexionando, pero el estudiante pobre de Primaria, de Secundaria, que sobrevive 
como estudiante y llega a la Universidad, en general es el que tiene mayores dificultades para egresar. 


Entonces, invitamos a la Comisión de Educación y Cultura, al Parlamento y, sobre todo, a los maestros, a la 
gente en general y a los medios de opinión, a pensar en una modalidad que sea viable y que se pueda 
expandir rápidamente para no perder más generaciones de gurises que salgan de la escuela sin que la escuela 
haya pasado por ellos. 


Voy a hacer una precisión sobre el proyecto MECAEP. Estamos tratando de reorientarlo, asegurar los 
ingresos por concurso, que una parte de expansión de este nuevo modelo de atención a los sectores de 
pobreza se financie con parte de los créditos asignados por el Banco Mundial, establecer mecanismos a través 
de tribunales con representación gremial -para lo cual fueron convocadas las Asambleas Técnico-Docentes- y 
de hacer de la cooperación de los organismos internacionales de crédito un elemento de apoyatura financiera 
para la elaboración de políticas educativas que el Ente Autónomo pueda llevar adelante, con el respaldo y la 
comprensión del Parlamento. En ese sentido están la reorientación, los procesos de institucionalización y, 
también, la solicitud de contraparte nacional y del crédito presupuestal, que figura en el repartido. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Me gustaría hacer una consulta con respecto a la educación 
física, ya que advertí que se propone la creación de algunos cargos en esta área. De esta manera, el 
CODICEN estaría asumiendo una competencia creciente en la educación física. Este tema ha venido 
navegando a mitad de camino entre el Ministerio de Turismo y Deporte y el CODICEN. También en el 
Ministerio de Desarrollo Social aparece una estrategia en ese sentido. 


Quisiera saber si dentro de la línea estratégica en algún momento tienen planeado asumir en forma global y 
completa la formación en educación física en el área educativa. 


SEÑOR YARZÁBAL.- Esa decisión política todavía no ha sido tomada en el CODICEN. Se trata de un 
tema de particular interés para esta Administración; va a ser tratado, discutido y será motivo de 
consultas con todos los actores. Oportunamente tomaremos una decisión política, pero todavía no ha 
sido tomada. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Voy a referirme a la formación docente. Ese tema fue 
mencionado aquí; inclusive, se hizo una descripción especial de las condiciones de la formación docente 


en el área de secundaria. 


Tenemos noticias de que en el período pasado al CODICEN le llegó una propuesta para establecer un sistema 
de formación docente en el área privada, que no lo consideró. Esto demuestra que el organismo no estaba 
dispuesto a poner en discusión si la titulación docente -que hoy está en sus manos- podía ser compartida con 
instituciones privadas, abriéndose una puerta del mismo modo que hace una década sucedió con la formación 
universitaria. Para bien del país, hoy tenemos profesionales -ahora habrá hasta en medicina- formados por 
universidades públicas y privadas. 


Me parece que este tema es muy importante, más allá de que el profesor Barrán señale que nadie, a no ser 
que tenga mucha fe, está interesado en formar docentes. Espero que esto no sea así y que haya quien tenga 
interés en capacitarlos. Pero, antes que nada, habría que saber si el organismo que ustedes dirigen, que tiene 
el monopolio de la titulación, está dispuesto a discutir una posibilidad alternativa para que universidades o 
instituciones suficientemente capacitadas también otorguen el título docente. 


SEÑOR YARZÁBAL.- En estos momentos el CODICEN está formando parte de una comisión mixta 
de la ANEP y de la Universidad que, entre otros temas, tiene a estudio el de la formación docente. 
Todavía no se ha elaborado una política en este sentido y entre los Consejeros no hemos discutido el 
tema que el señor Diputado plantea. Sin embargo, a título de adelanto personal, debo decir que en el 
criterio de laicidad que maneja este CODICEN se mantiene siempre abierta la posibilidad de discutir 
todos los temas, de recibir toda la información, analizarla y tomar decisiones en base a una 
información plural, procedente de todos los ámbitos. En el caso que plantea el señor Diputado, 
seguramente eso será considerado en base a ese principio. No obstante, insisto en que en el seno de la 
comisión mixta de la Universidad y la ANEP se están discutiendo las perspectivas de la formación 
docente en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Presidente del Consejo Directivo 
Central, de los Consejeros y de los demás integrantes de los organismos de la ANEP. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 6) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


